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Resumen ejecutivo de tesis: 

 

El presente trabajo de investigación tiene como fin determinar la posibilidad de la 

declaratoria de inconstitucionalidad general parcial del artículo 43 del Pacto 

Colectivo de condiciones de trabajo del MSPAS, por la contravención de los 

artículos constitucionales 102 inciso ñ y 44, es por ello que, se desarrollaron temas 

doctrinarios laborales, constitucionales y algunos en materia financiera.  

La tesis de investigación, fue dividida en cuatro capítulos; en el primer capítulo se 

desarrolló el tema laboral, específicamente lo relacionado a la negociación 

colectiva y pactos colectivos, a efecto de mostrarle al lector en qué consisten los 

mismos y su carácter de disposición general; el segundo capítulo mostró 

claramente el contenido general del Pacto Colectivo de condiciones de trabajo del 

MSPAS, y las nociones generales de su artículo 43, con el fin de preparar al lector, 

para el análisis de dicho pacto en el capítulo final; en el tercer capítulo se 

desglosaron temas tales como el fin del Estado, el bien común, el presupuesto y 

su uso y nociones generales de la ley orgánica del presupuesto. 

El tercer capítulo, además, desarrolló los temas constitucionales, como los 

principios constitucionales, así como también, qué es una inconstitucionalidad, los 

tipos que existen en la doctrina y los contemplados en la legislación guatemalteca.  

Se finalizó con el análisis de la doctrina, las entrevistas realizadas a los 

profesionales, auditorías realizadas por parte de la CGC y documentos que son 

parte de anexos 2, para determinar en qué medida el artículo 43 del pacto 

relacionado respetaba los preceptos constitucionales mencionados en el primer 

párrafo del presente resumen y se concluyó que el mismo no los respeta en su 

totalidad y es susceptible de ser atacado por inconstitucionalidad general parcial.    
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   Introducción 

 

El Derecho colectivo de trabajo dentro del territorio guatemalteco, es un tema 

sumamente delicado, especialmente, lo fue en las épocas en que Guatemala, 

atravesó por un período de conflicto armado. Actualmente, el tema y los derechos 

de los trabajadores, tiene gran relevancia, puesto que, en las últimas dos décadas 

creció el reconocimiento de los mismos, así como también, la forma en que los 

trabajadores los han hecho valer. 

 

La Constitución Política de la República de Guatemala, dentro de su sección 

octava, parte dogmática, regula lo relacionado al trabajo, determinando que el 

régimen laboral del país debe de organizarse conforme a principios de justicia 

social, no siendo esto suficiente, en el artículo 102 del mismo cuerpo 

constitucional, se determinaron los derechos sociales mínimos de la legislación del 

trabajo y agregando que el Estado sería tutelar de dichos derechos. 

 

Los temas de la negociación colectiva y pactos colectivos de condiciones de 

trabajo o convenios colectivos, son parte del Derecho colectivo de trabajo y para la 

presente investigación, ambos temas, son de gran importancia, puesto que, dentro 

del territorio guatemalteco, los trabajadores de las instituciones públicas, han 

optado por mejorar sus condiciones de trabajo, utilizando esta vía. Esto abre las 

puertas para que se estudien los pactos colectivos negociados entre las 

autoridades de las instituciones del Estado y los trabajadores, como una forma de 

ampararse en los derechos otorgados por la Constitución y mejorar los mismos. 

 

Por lo anteriormente expresado, es que el presente tema de investigación procura 

estudiar y analizar, de forma específica, uno de los pactos colectivos de 

condiciones de trabajo, celebrado y pactado en el Estado. El Pacto Colectivo de 

condiciones de trabajo suscrito entre el Ministerio de Salud Pública y Asistencia 

Social y el Sindicato Nacional de Trabajadores de Salud de Guatemala, tiene un 
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aspecto muy relevante y de gran impacto para dicha institución, aspecto que se 

puede encontrar regulado en el artículo 43 de dicho pacto. 

 

El aspecto a estudiar y analizar, es económico, puesto que, en el artículo 43 del 

pacto en mención, se encuentra regulado el convenio económico y convenio 

salarial de los trabajadores del Ministerio, así como también, lo referente a los 

gastos por viáticos y gastos conexos; por lo anterior, es que la presente 

investigación busca determinar: ¿En qué medida el artículo 43 del pacto colectivo 

de condiciones de trabajo, del Ministerio de Salud y Asistencia Social, respeta lo 

preceptuado en los artículos constitucionales 102 inciso ñ y 44, a efecto de 

establecer si el mismo es inconstitucional?. 

 

Para responder la pregunta de investigación, se ha trazado como objetivo general: 

analizar el artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de trabajo del ministerio 

de salud pública y asistencia social, a efecto de determinar si el mismo vulnera el 

artículo 102 inciso ñ y 44 de la Constitución Política de la República de 

Guatemala. Lo anterior, determinará si el contenido del artículo en mención (del 

pacto), evidencia, utilizando los documentos que se han puesto a disposición del 

investigador, si el empleador y los trabajadores procuraron el desarrollo 

económico del Ministerio, para beneficio común y si el mismo, atiende a poner de 

primero el interese social sobre el interés particular, puesto que, el pago de 

salarios, bonificaciones y viáticos de los trabajadores, se alimenta del presupuesto 

asignado a dicha cartera y que deviene de una asignación presupuestaria hecha 

por el Estado.   

 

A raíz de la pregunta de investigación, y de determinar el objetivo general, se 

desarrollarán como objetivos específicos, primero en materia laboral, el explicar 

desde el punto de vista doctrinario y legislativo, qué es un pacto colectivo y 

negociación colectiva, su naturaleza, sus fines, las partes que interviene en ellas, y 

las limitaciones que puedan tener, debiendo a su vez, exponer específicamente en 

qué consiste el artículo 43 del Pacto Colectivo del Ministerio de Salud Pública y 
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Asistencia Social, empero además, se presenta de forma general que reglamenta 

y regula el pacto relacionado y como se encuentra dividido el mismo.  

 

Estableciendo, también, en materia constitucional, qué es inconstitucionalidad, 

determinando, los tipos que existen, y los regulados en Guatemala, desarrollando 

los mismos. Sin olvidar, fijar, para efectos de estudio de la presente investigación, 

cuál es el fin del Estado y qué es el bien común, tocando en materia financiera, 

qué es el presupuesto y su uso, y concluyendo detalles, de la ley orgánica del 

presupuesto del Estado.  

 

 

Luego se determinará el impacto económico y social que significa para el 

Ministerio y el Estado el cumplimiento de la obligación contenida en el artículo 43 

del Pacto Colectivo del Ministerio, estableciendo si el contenido del artículo 43 del 

Pacto Colectivo del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social viola los 

preceptos constitucionales de los artículos 102 inciso ñ y 44, a efecto de 

determinar la posible inconstitucionalidad del artículo 43 del Pacto Colectivo del 

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y mediante qué tipo de 

inconstitucionalidad se realizará. 

 

Por último, al haber respondido la pregunta de investigación y haber alcanzado el 

objetivo general, se analizará y sugerirá qué tipo de inconstitucionalidad se 

debería de plantear en contra del Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo del 

MSPAS, a efecto de invalidar su artículo 43 por carecer de vicio de 

inconstitucionalidad y expresar, según el análisis, quién tiene legitimación activa 

para promover la acción correspondiente. 

 

 

Por ser una monografía los alcances del presente estudio abarcarán los análisis 

que se puedan realizar de los puntos más importantes que tenga el artículo 43 del 

pacto colectivo de condiciones de trabajo del Ministerio de Salud Pública y 
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Asistencia Social, mediante la utilización de documentos proporcionados por parte 

de dicha institución, para determinar su impacto para el Estado. Los límites que se 

afrontaron al realizar la presente tesis, fue que, al momento de consultar 

información en la página de internet del ministerio en realización, se encontró 

nada, acerca del pacto colectivo de condiciones de trabajo, suscrito con el 

sindicato que representa a sus trabajadores, así como también, al momento de 

solicitarla por medio del acceso a la información pública, la forma en que se 

entrega la información, es de manera muy informal y muy limitada, es por ello que, 

el investigador tuvo que realizar comunicaciones dentro de la institución, para 

obtener información acerca de la negociación colectiva, pacto y otros documentos 

financieros. 

 

El aporte de la presente investigación de tesis, consiste en señalar, formas 

mediante las cuales se puede analizar un pacto colectivo de condiciones de 

trabajo suscrito en alguna institución del estado, para determinar si el mismo 

atenta el interés general de la población guatemalteca o tiene algún impacto 

económico negativo, así como también, mostrar un medio idóneo para accionar en 

contra de los pactos que puedan afectar los fines del estado y el bien común, 

mediante la inconstitucionalidad, garantía constitucional regulada dentro de la 

carta magna de Guatemala. 

 

Para el presente trabajo de investigación se utilizó como instrumento de 

investigación entrevistas de algunos sujetos que por su conocimiento en el tema 

laboral y experiencia podían dar información objetiva para efecto de análisis de los 

resultados del instrumento utilizado. Entre la principal característica de los sujetos 

entrevistados, se encuentra su conocimiento en materia laboral, por litigar, grados 

académicos, e investiduras dentro de la administración pública.  

 

Entre las unidades de análisis se utilizó la recopilación de libros, revistas, 

referencias electrónicas y legislación guatemalteca, así como el uso de criterios y 

principios dados por la OIT, específicamente para el área de recomendaciones, 



 5 

también, se utilizó documentos proporcionados por el MSPAS que tenían relación 

directa con la negociación del pacto colectivo y su entrada en vigencia, y para 

finalizar y coadyuvar al análisis de las unidades de análisis, se utilizaron informes 

de auditoría, emitidos por la Contraloría General de Cuentas. 

 

La metodología utilizada en la presente tesis es Jurídico descriptiva de carácter 

documental, en este sentido se partió, como primer punto, en la recopilación de las 

referencias a utilizar para la presente investigación, que, con la ayuda de ellos, se 

pudo elaborar cada uno de los capítulos doctrinarios que a continuación se 

encontraran. La realización de las entrevistas hechas a los profesionales en la 

materia, para la obtención de los resultados, permitieron confrontar las 

interpretaciones de los mismos juntos con los anexos e informes de auditorías, 

realizadas por la CGC, para responder la pregunta de investigación y de tal 

manera alcanzar el objetivo general anteriormente expuesto. 

 

Por último, la presente tesis, se divide en cuatro capítulos; en el primero se detalla 

claramente todo lo relacionado a los pactos colectivos de forma doctrinal y 

legislación aplicable, el segundo capítulo presenta todas las nociones generales 

del pacto colectivo de condiciones de trabajo del MSPAS, a efecto de conocer su 

contenido, el capítulo tercero muestra primero los principios constitucionales y los 

importantes para el análisis hecho en la presente tesis, determinando, además, 

cuál es el fin del estado y qué es el bien común, determinando en materia 

financiera qué es el presupuesto y cuál es su uso, para finalizar con lo relacionado 

a la inconstitucionalidad y los tipos que existen en la doctrina y legislados en 

Guatemala.  

 

El cuarto y último capítulo versa sobre la presentación, análisis y discusión de los 

resultados obtenidos en las entrevistas, y su análisis junto con la doctrina, las 

auditorías realizadas por la CGC y con los anexos números 2. 

 



 6 

Es motivo de satisfacción para el investigador, mostrar una forma en la que se 

puede analizar el pacto colectivo de condiciones de trabajo del MSPAS, a efecto 

de determinar si el mismo respeta y tiene coherencia con los preceptos 

constitucionales y si las partes que intervinieron en la negociación del mismo, 

respetaron sus normas y tuvieron plena observancia de la realidad económica del 

país. 
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Capítulo 1.  

Nociones Generales de los Pactos Colectivos y/o convenios colectivos 

Sumario: 1.1. Concepto de Pacto; 1.2. Negociación Colectiva, Pacto 

Colectivo o Convenio colectivo; 1.3. Partes que intervienen en la 

negociación del Pacto Colectivo o convenio colectivo; 1.4. Fines del 

Pacto Colectivo y sus generalidades Doctrinales y Legislativas; 1.5 

Proceso legislativo de la negociación colectiva en Guatemala y sus 

leyes aplicables; 1.6 Limites Doctrinales y legislativos para un Pacto 

Colectivo o Convenio Colectivo.   

 

1.1. Concepto de Pacto Colectivo:  

Para determinar que es el Pacto Colectivo se debe considerar que el mismo hace 

referencia previa a una negociación colectiva entre los trabajadores y el 

empleador, quienes buscan conciliar sus diferencias mediante la satisfacción de 

sus intereses colectivos e individuales. El Pacto Colectivo regula las condiciones 

de trabajo en las cuales se desempeñará el trabajo de los colaboradores de la 

empresa o institución del Estado, siempre en beneficio de los trabajadores sin 

olvidar sus limitantes. 

 

Para César Landelino López Franco es el documento mediante el cual existe un 

acuerdo de voluntades dentro de dos partes: el grupo de los trabajadores y un 

empleador; mediante el cual, el resultado del mismo, es la creación de 

obligaciones que producen efectos.   El término de pacto, se utiliza en el entendido 

que es un acuerdo que está creado para que resuelva y disuelva las diferencias 

entre las partes negociantes, es decir, entre los trabajadores y el empleador, con 

el fin de que se puedan evitar conflictos entre ambos, así como también resolver 

los que ya existen.1  

 

Así mismo, agrega el citado autor2, que se puede emplear una distinta 

denominación para el concepto anteriormente definido, por ejemplo, hay autores 

italianos que han preferido utilizar el término de contrato colectivo de trabajo y el 

                                                      
1 Franco López, Cesar Candelino. Derecho sustantivo colectivo del trabajo, 2da edición, Guatemala, editorial 
Estudiantil Fenix, 2005, Págs. 215 y 217. 
2 Ibíd., pág. 216. 
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Derecho laboral español ha utilizado el término pacto colectivo de condiciones de 

trabajo, y como último ejemplo se puede dar el concepto de convenio colectivo.  

 

Por tanto, se puede decir y definir que el pacto colectivo o convenio colectivo es la 

expresión de los acuerdos que libremente se pactan o adaptan, entre las partes 

que intervienen, como sujetos, en virtud de su autonomía colectiva. 

 

Néstor De Buen3 menciona que a la negociación colectiva se le dan distintos 

nombres según autores e indistintamente al país que pertenecen, puesto que cada 

uno toma su postura al ver la negociación colectiva como un contrato, pacto, 

convenio, reglamento corporativo, pacto normativo, entre otros. Muestra además 

que hay autores mexicanos que no se encuentran de acuerdo con el término de 

contrato colectivo, sin embargo, no hay propuestas para denominar dicha 

institución con un nombre distinto. 

 

En ese sentido, De Buen4 señala que los autores franceses, comenzando por Paul 

Pic, mencionan que este acuerdo hecho entre un sindicato y la parte patronal de 

un establecimiento o empresa se le debe de llamar como contrato colectivo de 

trabajo, empero, sus connacionales Henri Capitant y Paul Cuche utilizan el nombre 

de convenio colectivo de trabajo. En cambio, Ludovico Barassi, autor italiano, 

denomina este acuerdo como contrato colectivo y el autor alemán, Alfred Hueck, 

como convenio colectivo.  

 

Por lo expuesto en los párrafos anteriores es que se sabe que cada autor, no 

importando la nacionalidad, emplean un término distinto para denominar a este 

acuerdo entre trabajadores y empleadores que busca dirimir y resolver diferencias 

entre ambas partes.  

 

                                                      
3 Del Buen L. Néstor. Derecho del trabajo. Décimo sexta edición. México, Editorial Porrúa. 2002. Págs. 789. 
4  Loc. Cit. 
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Continuando con la expresión del término de pacto colectivo o convenio colectivo 

también se puede mencionar lo que estable Raúl Chicas Hernández, que es visto 

como un tratado de paz que hacen los trabajadores y los patronos. Para los 

trabajadores significa la renuncia a su lucha y entran en busca de afinar y afianzar 

sus intereses, mediante la avenencia de sus conflictos, a través de la realización 

de un tratado que tendrá una vigencia por un tiempo determinado, el cual, 

además, establece reglas variables de sus condiciones de trabajo. En tanto que, 

para los empleadores, significa la seguridad de que la lucha continua que los 

primeros mantenían cesará y junto con ella los prejuicios que esta ocasiona para 

sus intereses económicos y la actividad continua de su establecimiento o 

institución.5  

 

Este acuerdo de voluntades, establece Antoni Martín Valverde, entre la parte 

empleadora y los trabajadores, se elabora mediante mecanismos contractuales, ya 

que este busca una regulación abstracta y general para el ámbito en que será 

aplicado, tal como las normas jurídicas, por lo que algunos sostienen que es un 

híbrido entre contrato y una ley, debido a que se parece a un contrato por su 

característica de origen contractual y pactado y a una ley por su similitud en su 

carácter general y su vocación normativa e imperativa. 6  

 

Honnell Osberto Izaguirre expone, según criterio sostenido por la Corte de 

Constitucionalidad, dentro de los expedientes números 426-2007, 2650-2007 y 

3224-2007, que:  

«Los pactos colectivos de condiciones de trabajo forman parte del derecho 

objetivo, son fuente formal y autónoma del Derecho del Trabajo, porque las 

normas respectivas son creadas por la autonomía de las partes colectivas, 

sobre la base de la autorización del Estado que por ley les concede eficacia 

general. Es por ello que las cláusulas normativas de un pacto colectivo 

constituyen ley en sentido material (norma jurídica de alcance general), lo 

                                                      
5 Chicas Hernández, Raúl Antonio. Introducción al derecho procesal del trabajo, novena edición, Guatemala, 
Litografía Orión, 2009, Págs. 423 
6 Valverde, Antonio Martín. Joaquín García Murcía. Tratado práctico de Derecho del trabajo, volumen I, 
España, Editorial Avanzadi, S.A., 2008, Pág. 596. 
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que significa que rigen los contratos individuales igual que las normas 

legales (forzosas o de derecho necesario). Por lo tanto, integran el orden 

público laboral y forman parte del marco normativo cambiante…»7(El 

subrayado es del investigador) 

 

Para Marta Barrios Puga expresa, que el pacto colectivo es la consecuencia y el 

fruto principal de la negociación de las condiciones de trabajo económicas y 

sociales, la cual es una fuente del Derecho de trabajo, así mismo esto quiere decir 

que es un convenio y un acuerdo que es válido entre las partes por su solemnidad 

regulada en el C.T. mediante la resolución de conflictos llamada “negociación 

colectiva”, el cual obliga a ambos negociantes en toda su extensión, por lo que la 

única manera de dejar sin efecto dicho convenio o pacto es impugnándolo o 

celebrando uno nuevo que lo sustituya.8  

 

El pacto colectivo agrega la anterior autora9 se puede dividir en dos tipos, los 

cuales pueden ser el convenio colectivo de empresa o de ámbito inferior a la 

empresa y para efectos de la presente tesis el que celebra un sindicato de 

trabajadores de una institución del Estado con el propio Estado como parte 

patronal; y el sectorial o de un grupo gremial el cual le corresponde por ejemplo al 

que celebrarían un gremio de trabajadores de los centros de llamadas (call 

center), el gremio de los trabajadores de las maquilas, el gremio de los 

agricultores o jornaleros, los anteriores son enlistados de manera ejemplificativa 

pues en Guatemala este tipo de pactos colectivos no se ven.  

 

1.2. Negociación Colectiva, Pacto Colectivo o convenio colectivo. 

 

Esta negociación es la que se realiza entre el empleador y el sindicato de 

trabajadores, para la creación del conocido Pacto colectivo de condiciones de 

                                                      
7 Izaguirre Navarro, Honnell Osberto. Compendio de Derecho del trabajo de Guatemala. Segunda edición, 
Guatemala, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2013, Pág. 34. 
8 Barrios Puga, Marta. Derechos y obligaciones del trabajador, Madrid España, Ediciones Pirámide, 1998, 
Págs. 113 
9 Loc. Cit.  
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trabajo o convenio colectivo; busca en esta fase, que las partes, mediante 

fórmulas ecuánimes, busquen dirimir sus diferencias y llegar a convenios 

consensuados, que puedan determinar y normalizar las condiciones en las cuales 

los trabajadores prestaran sus servicios dentro de la empresa o institución pública.   

 

1.2.1. Concepto de Negociación Colectiva: 

 

La negociación Colectiva es la forma mediante la cual la parte empleadora y el 

grupo sindical proceden a establecer sus intereses, de tal forma que cada uno 

busca que sus propuestas sean aceptadas por la contra parte, a efecto que cada 

uno alcance que se acepten las mismas, y en consecuencia se regulen dichos 

intereses dentro de un pacto colectivo de condiciones de trabajo.  

 

Dentro del convenio 154 de la OIT, sobre la negociación colectiva, convenio que 

rige para distintos países, muestra una definición de ésta en su artículo segundo, 

estableciendo que la misma comprende todas las negociaciones que se dan entre 

un empleador o un grupo de empleadores y/o organización de empleadores y una 

organización de trabajadores u organizaciones de trabajadores, que tienen como 

fin: a) fijar las condiciones de trabajo y empleo, b) regular las relaciones entre 

empleadores y trabajadores, y c) regular las relaciones entre empleadores o sus 

organizaciones y una organización o varias organizaciones de trabajadores, o 

lograr todos estos fines a la vez.10 

 

Dado a que el conflicto y las diferencias entre la parte empleadora y trabajadora 

siempre está presente, debido a que cada uno vela por sus intereses, es 

importante crear medios para que estos puedan dirimir sus diferencias. En el área 

laboral, los trabajadores y los patronos siempre han tenido intereses encontrados 

que chocan entre sí.   

 

                                                      
10 Organización Internacional del Trabajo. Convenio 154 sobre La negociación colectiva, emitida en 1981.  
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Por su parte, los trabajadores buscan mejorar sus condiciones de trabajo, 

abarcando desde el horario de trabajo al que se encuentran afectos, el salario con 

el cual son remunerados por su servicio prestado y beneficios económicos 

sociales que puedan proteger sus intereses sociales. Por el otro lado, los 

empleadores que buscan mejorar sus utilidades, su desarrollo económico y 

optimización de recursos económicos para que la productividad y la eficiencia de 

su empresa o que su establecimiento sea estable en beneficio de su economía y 

de la economía en general.  

 

Por lo tanto, la negociación colectiva tiene una función bastante amplia la cual es 

la de ser un medio de resolución de conflictos y evitar futuros, así también para 

disolver diferencias entre ambas partes (empleadora y trabajadora).  

 

Se dice también que la negociación colectiva es por un lado una forma de fijar 

condiciones de trabajo con cierta flexibilidad respecto de otras normas;11  

 

Chicas12 indica que en el medio guatemalteco se toma en consideración que la 

negociación de un pacto colectivo o convenio colectivo se da mediante la 

negociación en la vía directa, mediante la cual puede intervenir una autoridad 

administrativa o uno o varios amigables componedores y que al arreglo al cual 

arriben la parte patronal y sindicato de trabajadores, se concreta en un documento 

denominado Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo o un Convenio Colectivo. 

 

Al tomar lo anteriormente dicho como referencia y de acuerdo en la legislación 

guatemalteca Chicas logra obtener una definición de la negociación en la vía 

directa, la cual es la siguiente:  

«Negociación en la vía directa es el procedimiento de auto-composición 

para la solución de los conflictos colectivos de trabajo de carácter 

económico social, por medio del cual las partes del mismo, sin o con la 

                                                      
11 Canessa Montejo, Miguel F. Manual de Derecho del trabajo, Guatemala, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, Segunda edición. 2014. Págs. 56 
12 Chicas Hernández, Raúl Antonio. Óp. cit, Págs. 424 
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intervención de terceras personas, tratan de arribar a arreglos satisfactorios 

para los involucrados y suscriben en tres ejemplares, bajo pena de nulidad 

ipso-jure, ad referéndum o en definitiva, un pacto colectivo de condiciones 

de trabajo o un convenio colectivo.»13 

 

Fernando Sicre Gilabert14 menciona, dentro del ámbito español, que la 

negociación colectiva se encuentra directamente vinculada con el convenio 

colectivo, debido a que es el medio mediante el cual las partes legitimadas inician 

el proceso para negociar dicho convenio, en el cual acuerdan una serie de 

disposiciones de naturaleza laboral, convirtiéndose este en el ámbito jurídico que 

le es aplicable a las partes negociantes por un periodo pactado por los mismos. 

 

Noemí Rial expresa, sobre la negociación colectiva en el sector público y enumera 

los casos concretos que viven países como Francia15, Estados Unidos16, 

Canadá17, entre otros, y de lo cual se pueden encontrar ciertas similitudes, ya que 

en casi todos los países mencionados se busca limitar de cierta forma la 

negociación colectiva de los empleados públicos, esto con el fin de no perjudicar el 

bienestar social.  

 

Las limitaciones a que hace referencia la precitada autora18 que tienen ciertos 

países a la negociación colectiva, corresponden en varios casos a la fijación de los 

salarios de los empleados públicos, por ejemplo, el caso en Francia consiste que 

cuando se establecen salarios, estos deben ser aprobados por el Gobierno, ya 

que los mismos deben de respetar el pacto de estabilidad y crecimiento 

económico fijado por la Unión Europea, encargado de regular el gasto público.  

 

                                                      
13 Ibid. Pág. 425. 
14 Sicre Gilabert, Fernando. La negociación colectiva: el convenio colectivo y demás acuerdos colectivos. El 
convenio colectivo de empresa y el descuelgue: remedios ante la debilidad del modelo laboral español. 
España. http://www.graduadosocialcadiz.net/blog/wp-content/uploads/2016/10/Libro-5-ERE-la-negociacion-
colectiva.pdf. Fecha de consulta: 23 de agosto de 2017.  
15 Cfr. Loi n° 83-634 du 13 juillet 1983 portant droits et obligations des fonctionnaires. Loi dite loi Le Pors. 
16 Cfr. The Federal Service Labor, Management Relations Statute. 
17 Cfr. Federal Public Sector Labour Relations Act 
18 Rial Nohemí. Otros. La negociación colectiva en el sector público. Argentina. Oficina internacional de 
trabajo. Primera edición. 2013. Págs. 35, 37, 38, 39 y 42. 
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En cuanto en Estados Unidos, las limitaciones consisten en que no se pueden 

negociar salarios ya que estos tienen relación directa con el presupuesto de cada 

una de las instituciones, y en Canadá, en caso se negociara sobre los salarios, 

estos deben de ser aprobados por parte del órgano correspondiente, por lo que 

tiene sistemas fuertes que restringen pactar en contra de la seguridad de la 

Administración.19  

 

1.3. Partes que interviene en la negociación del Pacto Colectivo o 

convenio colectivo. 

De acuerdo a la legislación de Guatemala, el pacto colectivo o convenio colectivo 

tiene como partes involucradas en la negociación de este, uno o varios sindicatos 

de trabajadores y uno o varios patronos, o uno o varios sindicatos de patronos, 

esto se puede encontrar regulado en el artículo cuarenta y nueve del C.T.  

 

Cuando se hace referencia a las partes que intervienen en la negociación del 

pacto colectivo o convenio colectivo Barrios20 enfatiza en los sujetos que 

intervienen en la misma, es decir que dentro de la relación jurídico laboral se 

puede identificar como sujetos o partes a los trabajadores y a los empleadores, 

esto de forma individual; la unión de los trabajadores o de los empleadores 

(patronos) en un grupo que busca proteger sus derechos y que busca mejorar sus 

condiciones, ya sea de trabajo u otros intereses en caso de los patronos, se les 

llama sindicatos, definiendo estos como una asociación permanente de 

trabajadores y/o empleadores, con carácter social y sin fin de lucro que tienen 

como fin principal la defensa y la promoción de los legítimos intereses de sus 

miembros.  

 

Según la legislación guatemalteca, en el artículo 49 del C.T., se dispone que la 

negociación del pacto colectivo o convenio colectivo se lleva a cabo entre uno o 

varios sindicatos, esto debe ser obligatorio para los trabajadores, no así para los 

empleadores, pues en la actualidad los patronos no se reúnen en sindicatos, más 

                                                      
19 Loc. Cit. 
20 Barrios Puga, Óp Cit. Págs. 22, 101 
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bien en asociaciones civiles, empero no es requisito necesario para ellos que 

negocien un pacto colectivo unidos en un sindicato o asociación gremial, más sí lo 

es para los trabajadores.  

 

Cuando se encuentren dentro de la empresa o institución varios sindicatos de 

trabajadores, se deberá de negociar con el que tenga mayor número de 

trabajadores, esto con el fin de conseguir la mayor representatividad de los 

intereses de los trabajadores, esta norma se encuentra regulada en el C.T. 

decreto 1441, en el artículo 51, inciso b. 

 

En cuánto se hace referencia a que se debe de negociar con el sindicato que 

tenga mayor número de trabajadores, también es expresado por Remedios Roque 

Buj dentro de su cátedra de Derecho del trabajo y seguridad social quien 

textualmente manifiesta: «la irradiación de la representatividad que la ley viene a 

conceder a los sindicatos más representativos, atribuyéndoles legitimación para 

intervenir en mesas de negociación…»21, lo anterior tiene contexto en el ámbito 

español, y se detalla en la presente tesis para mostrar la similitud de la legislación 

guatemalteca con otros países en su forma de negociar un pacto colectivo. 

 

Antonio Navarro22 expresa que las partes activas de una negociación colectiva 

deben de tener legitimación para negociar el pacto colectivo, es decir, que cuando 

en un centro de trabajo, ya sea de empresa o institución del estado, coexistan 

varios sindicatos, quien ostente la mayor representatividad de la totalidad de los 

trabajadores, es quien tiene el derecho y la legitimación para intervenir dentro de 

la negociación colectiva, para poder representar a los trabajadores en la defensa 

de sus intereses como gremio.  

 

                                                      
21 Roqueta Buj, Remedios. “La Negociación colectiva en la función pública”. Revista andaluz de trabajo y 
bienestar social. Número 76. España. 2004. Pág. 327. 
22 Sempere Navarro, Antonio V.; Lucan Alcazar, José. “Representatividad negociadora y ámbito de los 
convenios colectivos”. Revista del ministerio de trabajo y asuntos sociales. Número 68, España. 2007. Edita el 
Ministerio de trabajo y asuntos sociales, subdirección general de información administrativa y publicaciones. 
Pág. 59 y 60.  



 16 

En cuanto a la parte empleadora, quien ostenta la legitimación para negociar un 

pacto colectivo son los representantes del patrono, es decir quien tenga la 

representación legal dentro de una empresa, según lo regulado por el Código de 

comercio de Guatemala, o bien a quien se le haya sido delegada dicha atribución. 

En los casos que se negocie un pacto colectivo en la administración pública quien 

debe representar al Estado como parte empleadora debería de ser El Procurador 

General de la Nación puesto que es quien ejerce la representación legalmente del 

Estado23. 

 

1.4. Fines del Pacto Colectivo y sus generalidades Doctrinales y 

Legislativas: 

Los convenios colectivos deben de tener objetivos propios, los cuales se 

establecen por la ley y por las partes, es decir que, al momento de negociar, las 

partes con ayuda de la legislación establecen cual es el fin y objetivo principal de 

negociar entre ellas. Son varios los fines, sin embargo, depende de la legislación 

del país para negociar sobre lo que pretenden las partes negociantes.  

 

El pacto colectivo o el convenio colectivo tiene como fines poder regular las 

condiciones de trabajo de los trabajadores de la empresa o de la Administración 

pública. Parte de ello tiene como contenido el regular las condiciones económicas, 

las jornadas de trabajo, servicios de prevención, beneficios de los trabajadores, los 

regímenes de trabajo por turnos, sobre la retribución, horas de trabajo y sobre la 

materia sindical. 

 

Es importante delimitar el contenido mínimo para que un pacto colectivo o 

convenio colectivo sea considerado como tal y no un simple acuerdo; según la 

autora Barrios24, el pacto colectivo debe contener los siguientes puntos: a) 

delimitación de las partes que lo celebren; b) ámbito temporal, funcional y 

territorial; c) condiciones y procedimientos para la no aplicación del régimen 

salarial que establezca, respecto de las empresas incluidas, en el ámbito del 

                                                      
23 Asamblea Nacional Constituyente. Constitución Política de la República de Guatemala. 1-86 y sus reformas. 
24 ibíd, Págs. 113 - 114 



 17 

convenio cuando este sea superior a la empresa; d) forma y condiciones de 

denuncia del convenio, plazo de preaviso de dicha denuncia; y e) designación de 

una comisión paritaria, de la representación de las partes negociadoras, para 

entender de cuantas cuestiones le sean atribuidas y determinación de los 

procedimientos, para solventar las discrepancias en el seno de dicha comisión.  

 

Cualquiera de las partes con legitimidad para contratar, puede tener la iniciativa 

para llevar a cabo la negociación colectiva, para poder llegar a un común acuerdo 

y poder celebrar un pacto colectivo o convenio colectivo, debiendo ser mediante 

un medio escrito, que se debe de comunicar a la parte contraria que se desea 

negociar.  

 

Así pues, el artículo 51 del C. T. regula que todo empleador está obligado a 

negociar con el respectivo sindicato, cuando este así lo solicite; dentro de ese 

mismo artículo, se encuentran las reglas que se deben de observar para negociar 

un pacto colectivo y su procedimiento para negociarlo. Por otro lado, el mismo 

código regula que dentro de la legislación guatemalteca el pacto colectivo o 

convenio colectivo tendrá vigencia de mínimo de un año y máximo de tres años, y 

se entenderá prorrogado automáticamente, durante un período igual al estipulado, 

en caso ninguna de las partes lo denuncian con por lo menos un mes de 

anticipación del respectivo vencimiento. 25 

 

Continuando con la exposición de la finalidad de los pactos colectivos o convenios 

colectivos, también, es importante que se tenga presente que para conocer el fin 

de dicha normativa laboral se debe de tener claro la naturaleza de la misma; 

según la doctrina y tal como se expone, el autor César Landelino Franco López26 

el pacto colectivo es de una rama del Derecho privado, principalmente del 

Derecho colectivo de trabajo, sin embargo, es conveniente hacer notar su similitud 

con el Derecho público, debido a que se debe de recordar que anteriormente y 

                                                      
25 Congreso de la República de Guatemala. Código de trabajo, Decreto número 1441 y sus reformas. 
 
26 Franco López, Cesar Candelino. Óp. Cit. Págs. 218- 220 
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dentro de la historia, se sabe que únicamente al Estado le correspondía el 

ejercicio del poder público.  

 

Continua manifestando Franco27 que con el paso de los años y a causa de la 

descentralización de ciertas actividades estatales, se fue delegando el ejercicio de 

dicho poder público, (siempre diferenciando que no es lo mismo que alguien ejerza 

el poder público por su delegación en él de parte del Estado, a que ejerza poder 

soberano) por lo que en su momento la asociación profesional de los trabajadores 

llego a ejercer dicho poder público, por delegación de la ley, ya que comenzó a 

ejercer poder público de hecho y de derecho sobre sus miembros, al imponerles el 

pacto colectivo de condiciones de trabajo, y al normar su conducta en el interior de 

su grupo sindical, así como también sobre los terceros trabajadores libres de la 

negociación, a los que igualmente y quizá, en contra de su voluntad se les impone 

el pacto colectivo de trabajo, notándose así también la característica de la 

generalidad del pacto colectivo, ya que obliga a los que sean parte o no de la 

negociación colectiva.  

 

La extensión del pacto colectivo o convenio colectivo sobre terceros, es un dato 

curioso que es difícil de explicar desde el punto de vista de Derecho privado; la 

extensión del pacto colectivo tiene exigencia constitucional, lo cual obliga al 

patrono y/o empleador a ajustar los contratos de los trabajadores libres, a los 

términos del pacto colectivo, lo cual provoca que dicho extremo solo se pueda 

explicar como un ejercicio del poder público, en especial del poder público de 

legislar, pues se regula y normaliza, tal como una ley, las condiciones de trabajo 

de todos los trabajadores que les afecte dicho pacto o convenio colectivo, y al 

momento que dicha actividad de poder público sea ejercitada por la asociación 

profesional sindical, se demuestra que esta es una descentralización de la 

actividad estatal, principalmente del derecho del trabajo, esto se da, debido a que 

el Estado se da cuenta que había necesidad de intervenir en este tipo de 

                                                      
27 Loc. Cit. 
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actividades o de conflictos, que se surgen diariamente, se dio cuenta que era 

necesario delegar su función, por tener una acción lenta. 28 

 

En conclusión, el Estado ha delegado en las organizaciones de trabajadores y 

patronos, la facultad de regular las relaciones de trabajo, en ejercicio del poder 

público, sin que ello se entienda como una violación a la soberanía del Estado y la 

autonomía de la asociación profesional sindical. 

 

 

1.5. Proceso Legislativo de la negociación colectiva en Guatemala y sus 

leyes aplicables: 

 

La negociación colectiva tiene sus parámetros, estos están establecidos en la 

normativa nacional e internacional (convenios internacionales ratificados), que 

regulan las negociaciones entre los trabajadores y los empleadores, con el fin de 

establecer los procedimientos adecuados que respeten los derechos de cada una 

de las partes involucradas en la negociación. 

 

La negociación colectiva, como se ha visto en el presente capítulo, se conoce 

como el medio mediante el cual el empleador y los trabajadores dirimen sus 

diferencias. El C.T. establece y regula el procedimiento de resolución de los 

conflictos colectivos de carácter económico social, específicamente en sus 

artículos 374, 375 y 376, este procedimiento se denomina como arreglo directo, el 

cual se da entre el empleador y consejos o comités ad hoc o permanentes (estos 

no constituyen sindicatos). 

 

Según Chicas29 el procedimiento de arreglo directo, también, es denominado 

como conciliación debido a que dicho proceso no constituye un pacto colectivo y 

tampoco es celebrado por un empleador y un sindicato de trabajadores, es por ello 

                                                      
28 Loc. Cit.  
29 Chicas Hernández, Raúl Antonio. Óp. cit.  Págs. 424. 
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que se debe de tener cuidado en no confundirlo con a la negociación en la vía 

directa, ya que por lo anti-técnico de la regulación del C.T. se puede provocar una 

confusión al tratar de interpretar lo que se regula como arreglo directo y la vía 

directa, en la negociación de un pacto colectivo de condiciones de trabajo. 

 

El C.T. de forma obligatoria contempla la negociación en la vía directa como fase 

obligatoria en la negociación de los pactos colectivos del sector privado y, 

también, para la negociación de pliego de peticiones o pactos colectivos para el 

sector público, es por ello que dentro de su normativa, en especial en el artículo 

51, regula el procedimiento específico para crear un pacto colectivo, dicho artículo 

versa de la siguiente manera: 

 

«para la negociación de un pacto colectivo de condiciones de trabajo, el 

respectivo sindicato o patrono hará llegar a la otra parte para su 

consideración, por medio de la autoridad administrativa de trabajo más 

próxima, el proyecto de pacto colectivo a efecto de que se discuta en la vía 

directa o con la intervención de una autoridad administrativa de trabajo o 

cualquier otro u otros componedores. Si transcurridos treinta días después 

de presentada la solicitud por el respectivo sindicato o patrono, las partes 

no han llegado a un acuerdo pleno sobre sus estipulaciones, cualquiera de 

ellas puede acudir a los tribunales de trabajo, planteando el conflicto 

colectivo correspondiente, para que se resuelva el punto o los puntos en 

discordia. Para este efecto, de ser posible, junto con el pliego de peticiones 

se presentará la comprobación de los puntos convenidos, especificándose 

en dicho pliego aquellos otros respecto a los cuales no hubo acuerdo. Si no 

se pudiere presentar tal comprobación, en el pliego de peticiones se harán 

constar los puntos en que existe conformidad y en los que no la hay, a fin 

de que el Tribunal de Conciliación pueda comprobar estos extremos…»30 

 

                                                      
30 Congreso de la República de Guatemala. Óp. Cit., Decreto número 1441 y sus reformas. 
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Por otro lado, también, se encuentra que hay más normativas que regulan la 

negociación en la vía directa para la celebración de pactos colectivos, esto se ve 

reflejado en los casos especiales para los empleados públicos, lo cual, se 

encuentra decretado en el artículo cuarto del decreto 71-86, ley reguladora del 

derecho de huelga y sindicalización de los empleados públicos, el cual versa lo 

siguiente:  

 

«en la vía directa tendrá carácter obligatorio para tratar conciliatoriamente 

pactos o convenios colectivos de condiciones de trabajo o cualquier otro 

asunto contemplado en la ley, teniendo siempre en cuenta para su solución 

las posibilidades legales del presupuesto de ingresos y egresos del Estado 

o el de las entidades autónomas y descentralizadas involucradas en el 

conflicto económico social. Dicha vía se tendrá por agotada, si dentro del 

término de treinta días de presentada la solicitud por parte interesada, no se 

hubiere establecido ningún acuerdo, a menos que las partes dispusieren 

ampliar dicho termino.»31  

 

La legislación guatemalteca dispone dentro del acuerdo gubernativo 221-94, la 

forma en que se negocia, homologa y denuncia un pacto colectivo, dicho acuerdo 

gubernativo, se ha denominado como el Reglamento para el trámite de 

Negociación, Homologación y Denuncia de los Pactos Colectivo de Condiciones 

de Trabajo de Centro de Empresa o de Producción Determinado.  

 

La forma en que un pacto se negocia, según se formula en el reglamento 

anteriormente mencionado, se encuentra en su artículo segundo, el cual acuerda 

lo siguiente:  

 

«Todo proyecto de Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo deberá 

presentarse a la Inspección General de Trabajo cuando la empresa o centro 

de trabajo de que se trate se ubique en el departamento de Guatemala, y 

                                                      
31 Congreso de la República de Guatemala, Ley de sindicalización y regulación de la huelga de los 
trabajadores del Estado, Decreto número 71-86.  
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en el interior de la República a la autoridad administrativa de trabajo más 

próxima.  En la solicitud debe señalarse lugar para recibir notificaciones y 

adjuntar en la misma los siguientes documentos:  

a) Certificación expedida por el Departamento de Registro Laboral de la 

Dirección General de Trabajo, en la que conste que el sindicato de que se 

trate, está debidamente inscrito y con la denominación legal que le 

corresponde;  

b) Certificación expedida por el Departamento de Registro Laboral de la 

Dirección General de Trabajo, en la que conste que el o los solicitantes son 

miembros del Comité Ejecutivo del Sindicato de que se trate;  

c) Cuando la solicitud sea presentada por la parte empleadora, deberá 

acompañarse los documentos que acrediten la representación legal que 

corresponda y las facultades para negociar, aprobar y suscribir ad-

referéndum o en definitiva el proyecto de pacto;  

d) Certificación del acta por medio de la cual la Asamblea General del 

Sindicato de que se trate, acordó por las dos terceras partes de la totalidad 

de sus miembros la autorización de los integrantes de su comité ejecutivo 

para celebrar, aprobar y suscribir ad-referéndum o en definitiva el proyecto 

de pacto; y,  

e) El proyecto de Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo a negociar con 

dos copias.  

La dependencia que reciba la solicitud y proyecto indicados, deberá en el 

plazo de cuarenta y ocho horas hacer llegar a la otra parte el respectivo 

proyecto de pacto para su consideración, por medio de oficio, debiendo 

asimismo remitir a la Sección de Información, Registro y Archivo de la 

Oficialía Mayor, copia de lo actuado dentro del plazo de veinticuatro horas 

cuando se trate del departamento de Guatemala, y dentro del mismo plazo, 

más un día por razón de la distancia cuando la dependencia tenga su sede 

en el interior de la República.»32. 

                                                      
32 Ministerio de Trabajo y Previsión Social. Reglamento para el trámite de negociación, homologación y 
denuncia del pacto colectivo de condiciones de trabajo de empresa o centro de producción. Acuerdo 
Gubernativo 221-94 
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Sin embargo, a pesar de lo que codifica la normativa que se ha venido 

mencionado, si las partes no llegaren a un acuerdo, estos deberán de dar 

concluida la negociación en la vía directa, para que puedan comparecer ante juez 

competente a efecto de conciliar sobre los artículos en los cuales no se hayan 

puesto de acuerdo estos y de esta forma poder dirimir las diferencias de aquellas 

cuestiones en las cuales no concuerdan sus intereses. 

 

 No se debe tampoco olvidar que la negociación en la vía directa cuenta con un 

período de tiempo de treinta días, establecido por la ley para que esta se dé, 

empero, en caso en que las partes quieran prolongar dicho plazo lo deben hacer 

previo a que este finalice, debiendo para el efecto presentar la solicitud de 

prórroga ante la Inspección General de Trabajo, la cual resolverá favorablemente 

dicha solicitud y prolongará el plazo por uno igual al anterior, para que pueda 

continuar la negociación en la vía directa.   

 

En la negociación en la vía directa se pueden tener tres distintas alternativas las 

cuales pueden ser: a. Que las partes no lleguen a ningún acuerdo en los artículos 

del proyecto presentado para su negociación; b. Que las partes únicamente se 

pongan de acuerdo en algunos artículos contemplados en el proyecto que se 

discute, y c. Que las partes arriben a un total acuerdo de los artículos formulados 

dentro del proyecto discutido.  

 

En caso de los dos primeros, al momento en que finaliza el plazo o prorroga en 

vigor de la negociación en la vía directa, las partes pueden someter el conflicto o 

sus diferencias ante un juez de trabajo, para que el mismo pueda resolverlas 

dentro del procedimiento de conciliación, y en caso de la tercer alternativa, en que 

se haya llegado a un total acuerdo del proyecto discutido, las partes deberán 

extender el pacto colectivo en tres ejemplares, según la formalidad regulada en el 

artículo 52 del C.T., el cual determina que en caso no se realice dicha formalidad 

se puede declarar nulo ipso jure el pacto colectivo negociado, es por ello que el 
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empleador y el sindicato deben de tener un ejemplar del mismo y el tercero se 

envía al Ministerio de trabajo y previsión social, de forma directa o por medio de la 

autoridad competente más próxima, para proceder a su homologación. 

   

1.6. Limites doctrinales y legislativos para un Pacto Colectivo o Convenios 

Colectivos: 

Los derechos laborales, según la legislación guatemalteca, deben de ir en 

beneficio de los trabajadores, lo que comúnmente es conocido como indubio pro 

operario, sin embargo, este principio debe tener limitaciones; es decir cuando se 

negocia un pacto colectivo o convenio colectivo de condiciones de trabajo, a pesar 

de que el mismo busca mejorar las condiciones de los trabajadores, según sus 

intereses económicos–sociales, este debe de tener un límite, con el fin de proteger 

la fuente que les brinda el trabajo, además de comprender que los derechos y 

beneficios no se pueden tergiversar y deben de apegarse al principio de realidad y 

capacidad económica del patrono, esto, por el hecho de que creer que siempre 

tiene que ir en aumento.  

   

Montesinos33  expone que los convenios colectivos o pactos colectivos deben de 

tener un límite de la regulación de las condiciones de trabajo de los trabajadores, 

pero entonces, la pregunta sería, ¿cuál es el límite para la negociación colectiva?, 

por lo que la respuesta a dicho cuestionamiento ha de ser, que se deben de 

respetar en todo caso los mínimos derechos necesarios, lo que en doctrina debe 

entenderse como los preceptos necesarios absolutos, que en el caso de 

Guatemala, se encuentran regulados en la Constitución Política de la República de 

Guatemala, esto también puede expresarse como los preceptos necesarios 

relativos, lo que quiere decir, que se reconoce lo necesario como máximo y lo 

necesario como mínimo, así pues lo anterior debe tener concordancia a que lo 

pactado debe de respetar las leyes, y en especial la jerarquía entre ellas.  

 

                                                      
33 Albiol Montesinos, Ignacio y otros. Lecciones de derecho del trabajo, Valencia España, Editorial Tirant lo 
Blanch libros, 1987. pág. 167. 
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Valverde34 expresa, que la CPRG al mismo tiempo que reconoce el derecho a la 

negociación colectiva, también, establece un límite para los convenios colectivos, 

la limitación surge de la subordinación del convenio colectivo a la ley y se 

desprende de la relación jerárquica, es por ello que la constitución ocupa en la 

jerarquía normativa una superior posición a la del convenio o pacto colectivo, es 

por ello, que se debe de respetar y someter a lo dispuesto en ella, y también lo 

establecido en leyes de mayor jerarquía.  

 

Por otro lado, dentro de las misma CPRG se encuentran establecidas varias 

limitantes para la negociación colectiva, convenio o pacto colectivo, los cuales se 

establecen en los siguientes artículos a mencionar:  

 

a) artículo ciento setenta y cinco regula lo siguiente: «Ninguna ley podrá 

contrariar las disposiciones de la Constitución. Las leyes que violen o 

tergiversen los mandatos constitucionales son nulas ipso 

jure.…»35; 

 

b) artículo ciento uno regula: «El trabajo es un derecho de la persona y una 

obligación social. El régimen laboral del país debe organizarse 

conforme a principios de justicia social.»36;  

 
 
c) ciento dos: «son derechos sociales mínimos que fundamentan la 

legislación del trabajo y la actividad de los tribunales y autoridades (…)» 

«ñ. Fijación de las normas de cumplimiento obligatorio para 

empleadores y trabajadores en los contratos individuales y colectivos de 

trabajo. Empleadores y trabajadores procurarán el desarrollo 

económico de la empresa para beneficio común;…»37  

 
 

                                                      
34 Valverde, Antonio Martín. Joaquín García Murcía. Óp. cit.  Págs. 632-633. 
35 Asamblea nacional constituyente. Ibid, 1-86 y sus reformas.   
36 Loc. Cit. 
37 Loc. Cit. 
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d) ciento tres determina: «Las leyes que regulan las relaciones entre 

empleadores y el trabajo son conciliatorias, tutelares para los 

trabajadores y atenderán a todos los factores económicos y 

sociales pertinentes. Para el trabajo agrícola la ley tomará 

especialmente en cuenta sus necesidades y las zonas en que se 

ejecuta.»38, y 

 
 
e) artículo cuarenta y cuatro: «Los derechos y garantías que otorga la 

Constitución no excluyen otro que, aunque no figuren expresamente en 

ella, son inherentes a la persona humana. El interés social prevalece 

sobre el interés particular. Serán nulas ipso jure las leyes y las 

disposiciones gubernativas o de cualquier otro orden que 

disminuyan, restrinjan o tergiversen los derechos que la 

Constitución garantiza.»39  

 

 

Los artículos citados, establecen ciertas limitaciones para las relaciones entre los 

trabajadores y los patronos, ya sea de forma individual o colectiva, es decir, que a 

pesar de que los derechos de los trabajadores sean irrenunciables, y que siempre 

sean en pro y beneficio de ellos, no se debe de olvidar, que, tal como se ve 

reflejado en los artículos anteriores, los derechos que les sean otorgados deben 

de respetar la constitución, como norma suprema, así pues, deben de observar y 

apegarse a la justicia social, al desarrollo económico de la empresa o institución 

pública, deben de atender a los factores económicos y sociales de la empresa, 

institución o del país, no deben de disminuir, tergiversas derechos o disminuir las 

garantías que la constitución otorga. 

 

Por lo que, al momento que los trabajadores utilicen los derechos que la 

constitución les ha otorgado, para justificar sus peticiones ante el patrono, se debe 

                                                      
38 Loc. Cit. 
39 Loc. Cit. 
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de recordar que no pueden tergiversar el significado de la protección de sus 

derechos y deben de apegarse a lo anteriormente mencionado. 

 

De todo lo anterior, se puede concluir que, la negociación colectiva es 

imprescindible para crear o darle lugar al nacimiento o renegociación de un pacto 

colectivo, mismo que, según la doctrina desarrollada en el presente capítulo, es el 

sindicato representante de trabajadores y el representante del empleador quienes 

pueden y deben de negociar las condiciones de trabajo que se pretenden reglar o 

mejorar. Las partes, y más que ellas, la negociación colectiva tiene límites, de 

carácter constitucional, pues deben de respetar el principio de supremacía 

constitucional, en material laboral se debe regir por la justicia social y también 

atender a la realidad económica de las partes, ello, con el fin de respetar su 

naturaleza y no tergiversar sus fines.        

 

Además de lo indicado en el párrafo anterior, debe de tomarse en cuenta que, 

todo lo expuesto por los juristas citados y jurisprudencia mencionada por el 

investigador en el presente capítulo, debe de aplicarse al Estado cuando actúa en 

calidad de empleador, puesto que no se desliga de su calidad soberana y por ello 

debe de tener en cuenta que no se afecten, con el cumplimiento de los 

compromisos adquiridos, el bien común e interés general, que se pueden ver 

afectados por esta ley profesional, que por sus características, obliga su 

observancia y cumplimiento a la generalidad.  
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CAPÍTULO 2.  

El Pacto Colectivo del Ministerio de Salud y Asistencia Social, generalidades 

y nociones importantes del Artículo 43 del mismo: 

Sumario: 2.1. Nociones Generales Del Pacto Colectivo del 

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social; 2.2. Propósito del 

Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo del Ministerio de Salud 

Pública y Asistencia Social; 2.3. Partes que celebraron el Pacto 

Colectivo de Condiciones de Trabajo del Ministerio de Salud 

Pública y Asistencia Social; 2.4. Plazo por el cual se encuentra 

vigente el Pacto Colectivo del Ministerio de Salud y Asistencia 

Social; 2.5 Contenido del Pacto Colectivo del Ministerio de Salud y 

Asistencia Social; 2.6. Contenido normativo del artículo 43 del 

Pacto Colectivo del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social. 

 

En el presente capítulo, se presentará el contenido del Pacto Colectivo de 

condiciones de trabajo, suscrito entre el Ministerio de Salud Pública y Asistencia 

Social y el Sindicato Nacional de Trabajadores de Salud de Guatemala,  a efecto 

de establecer su marco fáctico. No siendo intencionalidad de este apartado de la 

tesis el análisis del pacto referido, el cual está reservado para el capítulo final, 

pero dada la complejidad del mismo, las implicaciones a nivel legal y financiero 

para el Estado de Guatemala, se hace necesario tener este primer acercamiento 

con el objeto de estudio y de conocer cuáles son las nociones generales del 

mismo y examinar su contenido básico, teniendo como fin último analizarlo para 

determinar sus consecuencias para el Estado.  

 

2.1  Nociones Generales del Pacto Colectivo del Ministerio de Salud Pública y 

Asistencia Social. 

 

El convenio celebrado entre el MSPAS fue el resultado de la negociación colectiva 

que tuvieron los representantes de dicha institución, junto con el sindicato que 

ostenta la mayor representatividad de sus trabajadores. El mismo fue firmado en el 

año 2013, cuenta con un adendum, suscrito en el año 2014 y homologado en 

diciembre del año 2014. Los documentos que corresponden al Pacto objeto de la 

presente tesis se incorporan como anexos, y expresando el investigador, que los 

mismos,  fueron aportados por el MSPAS. 
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El Pacto Colectivo de condiciones de trabajo es una ley profesional, celebrada y 

negociada entre la parte empleadora, representado por el MSPAS y la parte 

trabajadora, representada por el Sindicato Nacional de Trabajadores de Salud de 

Guatemala, abreviado “SNTSG”40. 

 

Al ser el MSPAS una entidad perteneciente al Estado, debe de formar parte de la 

personalidad jurídica que goza el Estado, por eso para efectos de la 

representación del MSPAS dentro de la negociación del pacto colectivo de 

condiciones de trabajo, se determinó que dentro de la negociación en vía directa 

iba a ser representado por el Ministro de Salud Pública y Asistencia Social y que 

dentro de la vía jurisdiccional, su representante es el funcionario público que para 

el efecto nombre el Procurador General de la Nación. 41  

 

Por otro lado, el pacto menciona que, para los efectos de dicho pacto, el Estado 

comprende:  

 

«a) Económicamente: todos los bienes, derechos y acciones que posee; y 

b) Orgánicamente: El Ministro, viceministros, Directores Generales, 

Directores del Áreas de Salud, Directores de Establecimientos Públicos de 

Salud, así como también podrá designar a otras personas que estimen 

convenientes, con el fin de suplir a cualquiera de sus representantes 

titulares. Sin perjuicio de la representación supletoria que el Ministro pueda 

ejercer, los indicados funcionarios son los personeros ante quienes se 

planteará, discutirá y resolverá cualquier conflicto o situación controversial 

que se produzca ante el Ministerio y los trabajadores afiliados al SNTSG.»42  

 

                                                      
40 Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y Sindicato Nacional de Trabajadores de Salud de 
Guatemala. Pacto colectivo de condiciones de trabajo del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.  
 
41 Ibid. Artículo 2 
42 Loc. Cit. 
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2.2. Propósito del Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo del 

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social: 

 

El propósito del Pacto relacionado es delimitar claramente beneficios de distintos 

tipos a los trabajadores del MSPAS, así como también, armonizar las relaciones y 

los intereses mutuos, entre la parte patronal y trabajadora; a lo largo del referido 

acuerdo de voluntades, se expresa que el propósito del pacto es mejorar las 

condiciones de los trabajadores con el fin de mejorar e impulsar un buen servicio 

de la salud para beneficio de la población. 

 

De acuerdo a como lo determina el artículo 8 del pacto colectivo de condiciones de 

trabajo del MSPAS: 

 

«El propósito general del presente pacto es el regular, armonizar, y 

desarrollar las relaciones y los intereses mutuos entre el Ministerio y sus 

Trabajadores representados a través del Sindicato Nacional de 

Trabajadores de Salud de Guatemala –SNTSG-, con el objeto de lograr el 

bienestar de éstos y la optimización de la salud en cuanto a calidad, en 

todos sus nivel y áreas de trabajo, de conformidad con los principio y fines 

establecidos en artículos 1, 2, 3, 47, 51, 52, 53, 56, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 

99, 100, 101, y 106 de la Constitución Política de la República de 

Guatemala; y 1, 4, 5, 6, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 del Decreto 

número 90-97 del Congreso de la República de Guatemala y sus Reformas, 

Código de Salud, y los artículos 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55 y 56 del Código 

de Trabajo. Por consiguiente, sus relaciones deben regular sobre principio 

de armonía, productividad y de respeto mutuo entre los Trabajadores del 

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, que permita una operación 

económico-social eficiente, así como la solución de los problemas con base 

en una bien entendida equidad y justicia social, sosteniendo y fortaleciendo 

el Sistema de Salud actual.»43 

                                                      
43 Loc. Cit. 
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Por lo anteriormente citado, el propósito del pacto, según las partes negociantes, 

es incentivar a los trabajadores mediante la celebración del convenio relacionado 

a efecto de incentivarlo y en consecuencia de que el servicio de salud mejore y se 

preste con un servicio de calidad. Así mismo, los principios en los cuales se apoya 

y fundamenta el propósito del pacto, teóricamente, son los adecuados a nivel 

jurídico y doctrinal, puesto que, tal como el investigador lo ha expresado en primer 

capítulo de la presente tesis, este tipo de negociación busca regular, armonizar y 

desarrollar las relaciones entre el patrono y trabajadores.  

 

Como observación del investigador, sobre la cita textual que antecede, es 

menester hacer mención que, según el pacto, el propósito del mismo está 

fundamentado en los principios y fines establecidos en los artículos números 1, 4, 

5, 6, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 del decreto número 90-97 del Congreso 

de la República de Guatemala y sus Reformas, Código de Salud, los cuales según 

los artículos 1, 4, 5 y 6, decretan lo relacionado al derecho a la salud de la 

población y la obligación del Estado de prestar dicho servicio; así pues, llama la 

atención, específicamente que se citen los artículos 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100 

y 101, los cuales regulan lo concerniente a la eliminación y disposición de excretas 

y aguas residuales, lo cual nada tiene que ver con las relaciones entre patrono y 

trabajadores44.    

 

2.2.1. Aplicación del Pacto: 

 

La aplicación del pacto, se refiere a la forma en que el mismo se debe de emplear 

dentro las actividades diarias de los trabajadores del MSPAS, como el pacto se 

debe de utilizar en los contratos de trabajo de cada uno de los trabajadores y 

como las condiciones pactadas deben de administrarse según las disposiciones 

de la ley profesional mencionada.  

   

                                                      
44 Cfr. Congreso de la República de Guatemala. Código de salud. Decreto 90-97 y sus reformas. 
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El pacto colectivo de condiciones de trabajo tiene como ámbito de aplicación y 

regula como ley profesional, las condiciones en las cuales debe de prestarse el 

trabajo y lo demás relacionado a esto dentro del MSPAS, así también, el pacto 

colectivo regula que las disposiciones que este contenga, son de aplicación 

obligatoria para el MSPAS, para el SNTSG, para los Trabajadores del mismo 

ministerio y para sus autoridades, debiendo estas velar por el cumplimiento y 

aplicación de todas las disposiciones contenidas en dicha ley profesional.45  

 

2.2.2. Interpretación del Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo del 

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social: 

 

El Pacto Colectivo de condiciones de trabajo, según lo establecido en él, debe de 

interpretarse conforme a diversos principios laborales, así como también, en la 

legislación nacional o internacional que sean siempre favorables para los 

trabajadores; en opinión del investigador, los principios más importantes, para la 

interpretación de un pacto o convenio, deben de ser los siguientes: principio de 

realidad, justicia social y posición económica de las partes, empero, en el presente 

apartado se muestra la forma de interpretación del pacto, según lo acordado por 

las partes negociantes. 

 

En el artículo 12 del pacto colectivo relacionado46 se hace mención de la forma en 

que se deberá de interpretar el mismo, de tal forma, que las partes pactaron que 

debe de ser interpretado obligatoriamente con base a las leyes de trabajo y 

previsión social, tomándose en cuenta además, las disposiciones aplicables sobre 

interpretación, contenidas en la CPRG, el C.T. y convenios internacionales 

ratificados por Guatemala que favorezcan al trabajador.  

 

Los principios del Derecho del Trabajo a tomar en cuenta para la interpretación del 

pacto referido son los siguientes: Tutelaridad, imperatividad, de realidad y 

                                                      
45 Congreso de la República. Óp. Cit. Artículo 9 
46 Ibid. Artículo  12 
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objetividad, irrenunciabilidad, democrático, conciliatorio y de sencillez o 

antiformalismo, mismo que se encuentran contenidos en el C.T. vigente dentro del 

territorio guatemalteco.47   

 

2.3. Partes que celebraron el Pacto Colectivo del Ministerio de Salud 

Pública y Asistencia Social. 

 

Las partes negociantes del Pacto Colectivo del MSPAS son por la parte patronal, 

El Estado de Guatemala, a través del Ministerio de Salud Pública y Asistencia 

Social, y por parte de Sindical, representando a los trabajadores del MSPAS, el 

SNTSG. 

 

2.3.1.  Sobre la representación Patronal:  

 

El MSPAS puede ser representado, en su calidad de patrono, por las personas a 

las cuales les corresponde la representación, de acuerdo con las leyes y 

reglamentos que lo regulen y que se encuentren vigentes; por las personas en las 

que sea delegada la representación de dicho ministerio, de la forma válidamente 

correcta, que se encuentre regulado en las disposiciones legales que codifican lo 

concerniente a la representación voluntaria y por personas que por ejercer 

acciones de administración y dirección de funciones del Ministerio, dentro de las 

áreas en que tengan competencia y la ejerzan en sus labores diarias. Por lo que, 

estos obligarán al ministerio en sus relaciones laborales con los trabajadores y con 

el SNTSG.48 

 

En todo caso, los principales representantes del MSPAS serán: El Ministro, Vice 

Ministros, Directores Generales, Directores de Áreas de Salud, Directores de 

Establecimientos Públicos de Salud y los Gerentes de Oficinas Administrativas. 49   

 

                                                      
47 Loc. Cit. 
48 Ibid. Artículo 3  
49 Loc. Cit. 
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2.3.2. Sobre la representación de los trabajadores sindicalizados: 

 

El SNTSG es una entidad que posee personalidad jurídica, y se encuentra 

integrado por los trabajadores del MSPAS; se encuentra constituido y creado con 

el fin de proteger los intereses económicos y sociales de los trabajadores del 

MSPAS, también colabora en el estudio, mejoramiento, y defensa de los derechos 

de los trabajadores, teniendo en cuenta siempre los intereses anteriormente 

mencionados, así como también, los culturales y políticos.  

 

La representación legal del SNTSG le corresponde a su Comité ejecutivo, el cual 

se encuentra constituido de conformidad con las leyes laborales, mismo que debe 

estar inscrito en el registro correspondiente, adscrito al Ministerio de Trabajo y 

Previsión Social. Los miembros del comité ejecutivo, serán los representantes en 

su respectiva jurisdicción, siendo esta la que corresponde a la realización de 

cualquier tipo de trámite ante cualquier autoridad privada y/o Estatal, para la 

realización de Asambleas Generales de filiales, subfiliales, seminarios, talleres, 

conferencias y secciones50.  

 

El pacto relacionado51 expresa, además, que los miembros del comité ejecutivo 

serán los representantes en casos que tengan que comparecer ante cualquier 

autoridad, con el fin de solventar cualquier problema de alguno de sus afiliados, en 

juntas mixtas celebradas dentro de su jurisdicción y en cualquier asunto sobre el 

cual tenga intereses el sindicato y/o sus afiliados, para poder conseguir la buena 

marcha de las actividades de su organización sindical, dentro de todo el territorio 

nacional.  

 

Por último y no menos importante, los representantes del SNTSG, durarán en sus 

cargos el tiempo que determine la ley, o por el tiempo en que la Asamblea General 

del Sindicato los haya escogido, sin embargo, en caso que por cuestiones ajenas 

al sindicato no se pudiere llevar a cabo la elección o inscripción de un nuevo 

                                                      
50 Ibid. Artículo 5 
51 Loc. Cit. 
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comité ejecutivo, de filiales o subfiliales, los anteriores seguirán ejerciendo sus 

funciones hasta que la circunstancia que impida la elección o inscripción de un 

nuevo Comité Ejecutivo desaparezca, pudiendo estos durar en sus cargos dos 

años más, siempre y cuando, esto haya sido aprobado por el comité ejecutivo y 

por la Asamblea General del Sindicato.52   

 

2.4. Plazo por el cual se encuentra vigente el Pacto Colectivo del Ministerio 

de Salud Pública y Asistencia Social: 

 

El pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo en su artículo 15 regula que el 

mismo tendrá una vigencia de 2 años, el cual comenzaría a contar desde el 

momento en que fuera este entregado al Ministerio de Trabajo para su 

homologación.  

 

Es por ello que el pacto colectivo de condiciones de trabajo que se encuentra 

vigente a la presente fecha,  es el mismo que se celebró y negoció en el año 2013.  

 

2.5. Contenido del Pacto Colectivo del Ministerio de Salud Pública y 

Asistencia Social: 

El Pacto colectivo se encuentra constituido por un conjunto de normas, que 

buscan normalizar las condiciones de trabajo de los trabajadores del ministerio, 

con el fin de preservar y mejorar sus intereses económicos y sociales. Se 

encuentra constituido por nueve capítulos divididos de la siguiente manera53: 

 

a. Capítulo I. Disposiciones generales. 

b. Capítulo II. Derechos y Garantías de Asociación Sindical. 

c. Capítulo III. Régimen de Ingreso, Ascensos, Traslados y Permutas.   

d. Capítulo IV. De la Prevención y Solución de Conflictos. 

e. Capítulo V. Régimen Disciplinario.  

f. Capítulo VI. Prestaciones de Salud.  

                                                      
52 Loc. Cit. 
53 Cfr. Congreso de la República. Código de salud. Decreto 90-97 y sus reformas.  
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g. Capítulo VII. Convenio Económico. 

h. Capítulo VIII. Convenio Social. 

i. Capítulo IX. Disposiciones generales. 

 

2.6. Contenido normativo del artículo 43 del Pacto Colectivo del Ministerio 

de Salud y Asistencia Social: 

 

El presente apartado muestra los beneficios regulados e integrados en el pacto 

colectivo de condiciones de trabajo, dicho artículo determina el convenio 

económico acordado entre las partes, mismo que es objeto de análisis en la 

presente tesis, puesto que los alcances e impactos que este artículo tiene en el 

presupuesto del MSPAS, es objeto de estudio y observación de consecuencias 

que este pueda tener para el Estado de Guatemala.   

 

El artículo 43 se encuentra codificado dentro del capítulo VII, mismo que 

normativiza todo lo relacionado al Convenio económico, del cual gozan los 

trabajadores del MSPAS. Este artículo comienza por regular lo concerniente al 

convenio salarial, el cual determina lo siguiente: 

 

«Tomando en cuenta las características del Sector salud y la necesidad de 

ordena un sistema de organización de trabajo y salario en correspondencia 

con las características mencionadas, el MSPAS, se compromete a aplicar el 

presente Convenio Económico Salarial a toda su fuerza de trabajo en 

beneficio de la población. Esta aplicación se hará cumpliendo 

correctamente lo especificado en el presente convenio y en las 

Resoluciones Ministeriales a las que se haga referencia. El MSPAS se 

compromete a no privatizar ni concesionar, en ninguna forma, los servicios 

salud que presta al pueblo guatemalteco. El MSPAS se compromete a velar 

porque los trabajadores del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, 

cumplan fielmente sus funciones y atribuciones y así fortalecer y desarrollar 

los servicios de salud pública de Guatemala, para prestarlos con calidez y 
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solidaridad, hasta llevarlos a una calidad óptima, especialmente en la 

atención al paciente.»54  

 

En tal sentido, de lo anteriormente citado, es que el MSPAS se compromete a 

regular lo concerniente a la organización salarial.    

 

2.6.1 Organización Salarial. 

 

La organización Salarial determina en su contenido los distintos bonos a los 

cuales, los trabajadores del MSPAS, tienen derecho. Este apartado es sumamente 

importante para la presente tesis, ya que en este apartado del pacto colectivo, se 

encuentran regulados la mayoría de los bonos, que, tiene un impacto importante 

para el presupuesto de MSPAS y que serán sumamente básicos para el análisis, 

estudio y aporte que el investigador hará en el último capítulo de la presente tesis. 

  

El pacto colectivo determina claramente las bonificaciones de las que gozan los 

trabajadores del MSPAS, lo cual se regula de la siguiente manera: 

 

«Las partes acuerdan que la totalidad de los bonos que actualmente gozan los 

trabajadores del MSPAS sean incorporados al salario base, para garantizar 

Prestaciones laborales y sean sujetos de descuentos, a saber: Bono por 

Restauración Administrativa, Bonificación específica de Salud Pública, Bono 

mensual del 20% sobre el sueldo base, bono 10% mensual trabajadores del 

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, Bono 25% sobre salario inicial. 

Se exceptúan: Bono por Antigüedad Real; Bono profesional, Bono por 

antigüedad y Bonificación 66-2000. 

 

a) Bono por Antigüedad Real: El MSPAS reconoce a sus trabajadores, la 

antigüedad real a partir del año de ingreso a la institución, con un 

incremento a sus ingresos salariales, conforme a un porcentaje aplicado 

                                                      
54 Ibid. Artículo 43. 
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al salario base de acuerdo con la siguiente tabla. Este beneficio 

monetario se iniciará a pagar a partir de un año un día, a partir de la 

vigencia del presente pacto. 

 

En atención a que la mejora de condiciones económicas es una pretensión 

uniforme del SNTSG para beneficiar a los trabajadores mencionados, se 

acuerda la tabla anterior, la cual también contribuye a ordenar el régimen 

escalafonario del MSPAS. 

 

El derecho de bono por antigüedad real será por los años de servicio 

acumulados aunque éstos no sean continuos, para aquellos trabajadores 

que son despedidos en forma injustificada y que, en virtud de resolución 

administrativa o judicial, regresan a laborar al MSPAS. 

 

b) INCENTIVO SALARIAL: El MSPAS y el SNTSG convienen en que una 

semana antes de Semana Santa de cada año, se hará efectivo a los 

trabajadores el MSPAS que laboran bajo los renglones presupuestarios 

011, 021, 022 y 031, el pago del incentivo salarial, por la cantidad de 

setecientos quetzales (Q. 700.00). 
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c) INCENTIVO ECONÓMICO POR UN TRABAJO DECENTE: El MSPAS y 

el SNTSG convienen en que este incentivo económico por un trabajo 

decente que se pagará en los meses de Octubre, Noviembre y 

Diciembre de cada año, a los trabajadores del Ministerio de Salud 

Pública y Asistencia Social que laboren bajo los renglones 

presupuestarios, 011, 021, 022, 031 y otros renglones permanentes, su 

valor será equivalente al monto que reflejan las economías que presente 

la ejecución presupuestaria de cada año fiscal, este monto será 

negociado en el mes de septiembre de cada año, sobre la base de los 

principios de los derechos adquiridos. 

d) COMPENSACIÓN ECONÓMICA: A partir del uno de julio del año dos 

mil nueve el MSPAS se compromete a iniciar las gestiones 

correspondientes para hacer efectiva una compensación equivalente a 

un mes de salario por cada año de servicios continuos prestados en el 

MSPAS. Este derecho en ningún caso excederá de quince meses de 

salario y se otorgará a los trabajadores que se acojan al régimen de 

Clases Pasivas de Estado, por lo que los trabajadores que se acojan a 

este beneficio podrán hacer valer su derecho a partir del uno de enero 

del año dos mil diez. 

e) CARRERA ADMINISTRATIVA ESCALAFONARIA: El MSPAS y el 

SNTSG, acuerdan implementar la Carrera Administrativa Escalafonaria, 

debiendo la comisión, integrada por representantes de la Dirección 

Técnica del Presupuesto del Ministerio de Finanzas Publicas, de la 

Oficina Nacional del Servicio Civil y del Foro Sindical de Salud, rendir su 

informe final en el mes de diciembre del año dos mil nueve; 

implementándose la carrera administrativa escalafornaria a partir del uno 

de enero del año dos mil catorce.  

f) El MSPAS y el SNTSG convienen que la Comisión integrada por los 

representantes de la dirección Técnica del Presupuesto del Ministerio de 

Finanzas Públicas, de la Oficina Nacional del Servicio Civil y del Foro 

Sindical de Salud, se fortalezca para que cumpla periódicamente con los 
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resultados del Estudio y se traslade a los trabajadores temporales a 

renglones presupuestarios permanentes, para tal efecto, el costo de esta 

acción de personal se cubrirá con las asignaciones aprobadas en los 

renglones de gastos que correspondan del Presupuesto de Egresos del 

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y además se rinda un 

informe final en el mes de Octubre el año dos mil trece.»55 

 

De las bonificaciones anteriormente detalladas, por parte del investigador, se 

desea que el lector de la presente tesis, se sitúe en el apartado de “anexos 2”, y 

pueda notar que los documentos que se utilizaron para negociar el pacto 

relacionado y los que se suscribieron posteriormente de la celebración y 

homologación del mismo, no se encuentran en ninguno de ellos, opinión alguna, 

por parte del ente responsable del órgano financiero, donde se exprese si dichos 

bonos tendrán algún impacto social y económico para el ministerio o para el 

Estado, o si se cuentan con recursos suficiente para cumplir con dichas 

obligaciones.            

 

2.6.2. Ajustes Salariales. 

 

En el pacto colectivo del MSPAS se estableció que dicho ministerio agregaría en 

su momento de forma inmediata al convenio salarial pactado cualquier ajuste 

salarial decretado por el Gobierno y aquellas resoluciones propias del Ministerio 

de Salud Pública y Asistencia Social relativas a salarios.56 

 

El investigador expresa, que al consultar la página de internet del MSPAS, y 

verificar, en el apartado de transparencia, no se encontró nada referente a ajustes 

salariales, ni resoluciones relativas a salarios, emitidas por el MSPAS.57    

 

2.6.3. Viáticos y su reglamento. 

                                                      
55 Loc. Cit.  
56 Loc. Cit. 
57 Cfr. Ministerio de salud pública y asistencia social. 
http://www.mspas.gob.gt/index.php/transparencia/acuerdos-ministeriales (22 de noviembre de 2017) 
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El Pacto negociado entre las partes reguló, además de las bonificaciones 

otorgadas a los trabajadores, lo relacionado a los gastos por viáticos y gastos 

conexos, en que los trabajadores incurrieran, por la ejecución de sus actividades 

fuera y dentro del país. Para regular los extremos mencionados, se incorporó y 

negoció dentro del pacto, el denominado “Reglamento de Gastos de Viáticos del 

Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social”, el cual determina claramente la 

forma de cálculo de los gastos por viáticos y gastos conexos y la forma de 

cobrarlos administrativamente.  

 

El apartado designado en el artículo 43 del Pacto colectivo relacionado con 

anterioridad, se acuerda y reglamenta lo concerniente al pago de gastos de 

viáticos y gastos conexos a los trabajadores del MSPAS. El pacto menciona, que 

el ministerio se compromete a pagar los viáticos a los trabajadores, antes de que 

salgan a cumplir con su trabajo, debiendo los responsables administrativos 

garantizar sin obstáculos la entrega de los mismos.58 

 

Se pacta, que el lugar donde se autorizan los pagos por de gastos por viáticos 

será el lugar permanente de trabajo, el cual se entenderá como el centro o lugar 

de trabajo donde el trabajador preste sus servicios. Y, por último, el apartado de 

viáticos integra dentro de su pacto colectivo el “Reglamento de Gastos de Viático 

del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.”, dicho reglamento consta de 

veintinueve artículos.59 

 

Para tener un contexto de qué son los viáticos, el reglamento en sus artículos, 

determina que gastos de viáticos, son todas aquellas asignaciones que se 

designan para desembolsos de alimentación, hospedaje y gastos conexos, 

incurriendo en estos por el hecho de realizar cualquier comisión o función de 

                                                      
58 Ibid. Artículo 43, inciso 3 
59 Loc. Cit. 



 42 

trabajo fuera del lugar normal donde se ejecutan los mismos, pudiendo ser estos 

dentro del país o fuera del país60.  

 

Cuando el reglamento negociado, se refiere a gastos conexos, estos se deben de 

entender, como los gastos que se realicen en comisiones oficiales por concepto de 

pasajes, transporte de equipo de trabajo, reparaciones de vehículos del Estado (el 

combustible, los repuestos y lubricantes), pagos documentados por derecho de 

salida del país, y otros que se den por necesidad causada o caso fortuito y fuerza 

mayor, bajo el cumplimiento de la comisión asignada. 61 

 

El reglamento en mención dentro del párrafo anterior, tiene como objeto la 

normativización de disposiciones generales, lo referente a comisiones en el interior 

del país y por comisiones en el exterior del país, además de sus disposiciones 

finales y transitorias. 

 

El reglamento también cuenta con formas de cobro y comprobación de los pagos 

por viáticos y sus gastos conexos, dispone, además, sobre categorías para 

clasificar los gastos mencionados, utilizando para el efecto formularios que 

cuentan con la estructura y modelos proporcionados por la Contraloría General de 

Cuentas y que, según el pacto, son una forma para facilitar el control y 

fiscalización por parte de la institución anteriormente mencionada62.    

 

Se regula, además, la cuota diaria que pueden gastar los empleados y otros que 

presten servicios técnicos o profesionales, siendo la cuota de un monto de Q. 

350.00 quetzales, para el interior de la República; la cuota diaria cubre las 24 

horas, sin embargo, se regulan porcentajes para los casos que las comisiones que 

se deben de cumplir se deban de efectuar en fracciones del día. 63  

 

                                                      
60 Ibid. “Reglamento de gastos de viático del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social”, artículo 2 
61 Ibid. Artículo 3 
62 Ibid. Artículo 5 
63Ibid. Artículo 13  
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Dentro del reglamento, se encuentran beneficios no solo para los trabajadores, 

sino también, para los dirigentes sindicales del SNTG y del Ministerio, en caso 

estos deban de cumplir con comisiones oficiales en el interior del país. Lo anterior, 

se encuentra regulado en el artículo 14 del reglamento, artículo que se muestra en 

la imagen a continuación:  

64 

Las regulaciones sobre los viáticos y gastos conexos, por los casos en que se 

ejecutan comisiones fuera del país, por parte de funcionarios, empleados, 

personas que presten servicios técnicos y profesionales, de carácter temporal y 

otros nombrados por el MSPAS, se encuentran en el capítulo III; en estos casos, 

también, se procede a realizar el pago de los viáticos y gastos conexos, por medio 

de categorías que obedecen a grupos geográficos, de tal forma, que la cuota 

diaria varía dependiendo el grupo asignado de conformidad a la categoría y grupo 

geográfico65.   

 

En el caso de las comisiones efectuadas fuera del país, se prohíbe el 

fraccionamiento de la comisión, a diferencia que las comisiones dentro del país, y 

en estos casos, también, se regula, que el itinerario y formas de movimiento deben 

de ser eficientes, prohibiéndose las escalas y rutas innecesarias, debiendo acatar 

que siempre se tome la vía más directa, así como, la prohibición del exceso del 

                                                      
64Ibid. Artículo 14 
65 Ibid. Artículo 19 
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equipaje, al menos que el exceso sea a causa del movimiento de material de 

trabajo.66   

 

Por último, también, se dispone, que se pueden dar viáticos y gastos conexos a 

personas individuales, siempre y cuando estas personas individuales colaboren en 

el cumplimiento de la comisión asignada por el MSPAS.67 

 

La vigencia de dicho reglamento comenzó con la aprobación y homologación del 

pacto colectivo de condiciones de trabajo en el cual se encuentra inmerso. 

 

Habiendo desarrollado el presente capítulo, se pudo obtener un conocimiento 

general de las normas que regulan el Pacto Colectivo de condiciones de trabajo 

del MSPAS, a efecto que el lector de la presente investigación pudiera conocer en 

qué consistían los compromisos presupuestarios adquiridos por el MSPAS ante 

sus trabajadores, los cuales se encuentran contenidos dentro del artículo 43 del 

pacto mencionado. 

 

Por otro lado, mediante la obtención de información proporcionada por parte del 

MSPAS, en el presente capítulo se pudo desarrollar los puntos más importantes 

del pacto colectivo, como por ejemplo la estructura de las normas contenidas en él 

mismo, su forma de aplicación, interpretación y las partes que intervinieron en él, 

además, el investigador hizo algunas observaciones respecto a lo encontrado en 

el contenido del pacto, con el fin de que posteriormente se logre el análisis 

exhaustivo del pacto, en especial el contenido de su artículo 43. 

 

 

 

 

 

 

                                                      
66 Ibid. Artículo 22. 
67 Ibid. Artículo 26 
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CAPÍTULO 3.  

Principios Constitucionales, Fines del Estado y el Bien Común, Principios 

del Presupuesto y su uso, Acción de Inconstitucionalidad y Nociones 

Generales de la Inconstitucionalidad: 

Sumario: 3.1. Principios constitucionales; 3.2. Concepto de 

inconstitucionalidad, Acción de inconstitucionalidad; 3.3. 

Legislación guatemalteca sobre inconstitucionalidad; 3.4. 

Tipos de inconstitucionalidad doctrinales y tipos de 

inconstitucionalidades regulados en Guatemala; 3.5. 

Concepto de inconstitucionalidad General; 3.6. Concepto de 

Inconstitucionalidad en caso concreto; 3.7. Fin del Estado y 

bien común; 3.8. El presupuesto y su uso. 

 

El presente capítulo, busca que el lector, tenga un acercamiento a la doctrina y 

aspectos procesales, sobre temas constitucionales, en especial en lo concerniente 

a la inconstitucionalidad de las normas, disposiciones o reglamentos, comenzando 

primero, mediante un leve contacto con algunos principios constitucionales, que 

fundamentan y sustentan dichos temas; así también, el investigador plasma en el 

contenido del presente capítulo, lo relativo a la importancia del fin del Estado, bien 

común y el uso del presupuesto de la nación, todo con el fin, de que los temas a 

exponer, son de gran relevancia para el análisis del artículo 43 del Pacto Colectivo 

de condiciones de trabajo del MSPAS.       

   

3.1. Principios Constitucionales: 

 

Todos los ordenamientos jurídicos de cualquier país, se fundamentan en 

principios, puesto que, los principios se pueden tomar como valores o visiones que 

representan los pilares sobre los cuales se crean sus normas, siempre, teniendo 

como objetivo, el delimitar un acuerdo social, que busca el bien común y la 

realización del potencial humano de quienes conforman la sociedad, que se 

regirán por la normas establecidas en su ordenamiento jurídico. Es por ello, que el 

presente apartado, muestra algunos de los pilares, mediante los cuales, el 

ordenamiento jurídico guatemalteco descansa o bien dicho, se fundamenta.  
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José Arturo Sierra68 expone que los principios constitucionales son reglas con una 

mayor especificidad que los valores, que previamente han sido aceptados por los 

ordenamientos jurídicos y por los jurisconsultos, y que se disponen como axiomas 

para los que operan las normas jurídicas y para todo aquel que se relaciona con la 

vida jurídica. Además, se puede decir que los principios constitucionales, tienen su 

fundamento en los valores y se plasman en el ordenamiento jurídico positivo, para 

ello se configuran reglas jurídicas para que estructuren un ordenamiento jurídico 

mediante el cual se vean reflejado su orientación de la vida en una sociedad con 

valores.  

 

El citado autor expresa también que: «los principios se conforman en una doble 

vía: por inducción, generalizando las disposiciones concretas de las leyes, y/o 

deducción, partiendo de principios más generales como los valores, determinando 

su conformación las normas concretas de la ley. De esa manera, los valores se 

operativizan por medio de los principios que, a su vez, tienen diversos grados de 

generalidad. Por ello es que también se afirma que valores y principios llega a ser 

lo mismo.»69  

 

Alberto Pereira Orozco y Marcelo Pablo Ritcher70 señalan que: el Derecho 

constitucional está dotado de valores que se encuentran contenidos en una serie 

de principios que lo orientan y permiten que sea interpretado de manera correcta; 

así pues, es de entender que, para que el Derecho constitucional sea expresado 

idóneamente, se debe de comprender que las normas de Derecho constitucional 

son de carácter general, es decir, que deben ser aplicables a la generalidad y que 

siempre de esa generalidad se desglosan casos específicos, es por ello, que al 

momento de aplicar las normas constitucionales positivas en circunstancias que 

estas no se encuentre taxativamente delimitadas, se debe de comprender que ese 

es el momento en que los principios constitucionales entran en juego. 

                                                      
68 Sierra, José Arturo. Derecho constitucional guatemalteco. Guatemala, Corte de constitucionalidad piedra 
santa, 2000, Págs. 22 
69 Loc. Cit. 
70 Pereira Orozco, Alberto. Marcelo Pablo E. Richter. Derecho constitucional, generación Perdida. 8ª edición, 
Guatemala, Ediciones Pereira, 2013, Págs. 8. 
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3.1.1. Clasificación de los principios constitucionales. 

 

Los principios constitucionales, al ser tan diversos, han sido divididos según el fin 

que tengan, es por ello que el investigador, dentro del presente apartado enlista 

algunos principios constitucionales, los cuales son los que mayor relación tiene 

con el tema de la presente tesis. Los principios que se detallan a continuación, son 

de gran relevancia para realizar el análisis final en la presente tesis, es decir, 

coadyuvaran a determinar si el artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de 

trabajo del MSPAS, es constitucional o inconstitucional. 

    

a) Principio de la Supremacía constitucional:  

 

Este principio es sumamente importante para el Derecho constitucional, pues, es 

fundamental para una defensa constitucional, para hacer valer la supra-relación y 

subordinación que tiene las normas constitucionales, en relación con las demás 

normas que comprenden el ordenamiento jurídico de un país, con el último fin, de 

que se logre asegurar la primacía de ley que tiene la norma fundamental del 

Estado, la cual es la Constitución.  

 

Dentro de la legislación guatemalteca, el principio de supremacía constitucional, 

se encuentra normado dentro de los artículos 44, 175 y 204 de la Constitución 

Política de la República de Guatemala. El artículo 44 de la carta magna de 

Guatemala determina lo siguiente:  

 

«Los derechos y garantías que otorga la Constitución no excluyen otros 

que, aunque no figuren expresamente en ella, son inherentes a la persona 

humana. El interés social prevalece sobre el interés particular. Serán nulas 

ipso jure las leyes y las disposiciones gubernativas o de cualquier otro 
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orden que disminuyan, restrinjan o tergiversen los derechos que la 

Constitución garantiza.»71 (Lo resaltado y subrayado es propio). 

 

El artículo anteriormente citado, específicamente en la parte que se resalta y se 

subrayada, es donde se puede notar que se encuentra contenido el principio de 

supremacía legal, debido a que, con ello se demuestra y glosa, que los derechos 

contenidos en las normas de la constitución tiene una relación de superioridad 

sobre las demás leyes y disposiciones gubernativas o de cualquier orden, que los 

intenten tergiversar, restringir o disminuir, en consecuencia de lo anterior, 

cualquier norma y disposiciones de cualquier orden que atente sobre la 

supremacía de los derechos contenidos en la constitución será nula ipso jure. 

 

Así también, el artículo 175 de la Constitución regula lo siguiente:  

 

«Jerarquía constitucional: Ninguna ley podrá contrariar las 

disposiciones de la Constitución. Las leyes que violen o tergiversen 

los mandatos constitucionales son nulas ipso jure. Las leyes calificadas 

como constitucionales requieren, para su reforma, el voto de las dos 

terceras partes del total de diputados que integran el Congreso, previo 

dictamen favorable de la Corte de Constitucionalidad.»72 (Lo resaltado y 

subrayado es propio).  

 

Lo citado anteriormente, muestra y regula de manera puntual el principio de 

supremacía constitucional, al entenderse literalmente el artículo relacionado, que, 

las disposiciones de la Constitución están dotadas de superioridad en relación con 

otras leyes, ya que al igual que el artículo anterior, en el supuesto que alguna ley 

viole o tergiverse los mandatos constitucionales, será nula de pleno derecho, es 

decir, que no debe nacer a la vida jurídica. 

 

 

                                                      
71 Asamblea Nacional Constituyente. Constitución Política de la República de Guatemala. 1985 
72 Loc. Cit. 
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Y, por último, el artículo 204 de la Constitución codifica lo siguiente:  

 

«Los tribunales de justicia en toda resolución o sentencia observarán 

obligatoriamente el principio de que la Constitución de la República 

prevalece sobre cualquier ley o tratado.»73 

 

Dicho artículo hace énfasis que los jueces deben de apegarse a Derecho al 

momento de emitir una resolución o sentencia, la cual debe de respetar el principio 

de supremacía constitucional, pues claramente configura que obligatoriamente se 

debe de observar el principio de que la constitución prevalece sobre cualquier ley 

o tratado, el mismo artículo, se deberá de interpretar de forma integrada con los 

artículos constitucionales anteriormente citados, dentro del presente apartado. 

 

En el mismo sentido, expone Brenda Cardona Vásquez, en su tesis, y en la cual 

habla sobre la observancia obligatoria del principio de supremacía constitucional, 

que:  

«La Constitución Política de la República de Guatemala en el Artículo 204 

establece que los tribunales de justicia, entiéndase jueces y magistrados, 

en toda resolución o sentencia observaran obligadamente el principio de 

que la Constitución de la Republica (Constitución Política de la República 

de Guatemala) prevalece sobre cualquier ley o tratado; con lo anterior debe 

entenderse que los jueces y los magistrados al momento de realizar un 

juicio lógico al valorar las pruebas que se les haya presentado para dictar 

sentencia, deben velar porque su resolución no se fundamente en 

leyes que en algún momento puedan contravenir, tergiversar o 

disminuir algún derecho que la misma constitución garantiza; ya que 

de darse esta situación se estaría actuando arbitrariamente y daría lugar a 

                                                      
73 Loc. Cit. 
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una Acción Constitucional de Amparo.»74. (Lo resaltado y subrayado es 

propio.). 

 

Lo anteriormente resaltado y subrayado, de la cita textual que se realizó en el 

párrafo superior, se puede hacer notar como importancia, que, siempre que algún 

juez o autoridad de gobierno tenga que realizar un juicio lógico debe de velar 

porque sus actos y de lo que ellos devengan, no contravenga, tergiverse o 

disminuya otros derechos garantizados por la constitución, debido a que se estaría 

violando la constitución. En el Caso de los pactos colectivos, a la hora de 

negociarse, las partes deben de hacer un proceso lógico donde procuren que la 

constitución y los derechos que ella reconoce y garantiza no se violenten, 

tergiversen o disminuyan.  

 

Sierra, también expone lo siguiente acerca del principio de supremacía 

constitucional:  

«En cuanto a su origen, la Constitución es un derivado de la soberanía o 

poder soberano, poder supremo de un estado-nación que ostenta la 

colectividad de ciudadanos. Un pueblo o nación toma la decisión de darse 

una organización jurídica y política, y para el efecto, crea del Derecho, el 

que a su vez le da vida al Estado y conforma una persona moral. Ese 

pueblo o grupo humano real establece un poder constituyente originario o 

primario cuya finalidad es crear el Derecho, materializando una Constitución 

como ordenamiento fundamental y supremo. Para tal efecto, ese poder 

constituyente debe poseer la hegemonía suficiente, el poder supremo 

independiente para imponerse a las voluntades individuales conformadas 

del conglomerado en general. Por ello es que se dice que, el poder 

constituyente originario, es la soberanía misma porque mediante una 

autolimitación y autodeterminación tiende a estructurar primaria y 

fundamentalmente, a la Nación mediante la Constitución. Tal poder sin 

                                                      
74 Cardona Vásquez, Brenda. Análisis jurídico del nombramiento de juez de asuntos municipales realizado por 

el consejo municipal desde la perspectiva del derecho constitucional guatemalteco. 2009, facultad de ciencias 
jurídicas y Sociales, Universidad de San Carlos de Guatemala. Pág. 45. 
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límites políticos y jurídicos, normativamente, plasma en la Carta 

Fundamenta el tipo de Estado, de gobierno, la estructura de los órganos 

públicos sus competencias, las reglas de convivencia política, las libertades 

Fundamentales, así como los valores y principios directrices de la vida 

social, económica y política de la sociedad. Determina, además, la forma de 

creación de las otras normas del sistema jurídico, las que se habrán de 

adecuar, necesariamente, a la ley fundamental y suprema. Es decir, 

funcionalmente, la Constitución es poseedora también de fundamentalidad 

y supremacía formal, en tanto es fundante de todo el ordenamiento positivo, 

determinante de su formación y validez última.»75  

 

Como última aseveración, por parte del autor Sierra76, sobre el principio de 

supremacía constitucional, es que dicho principio provoca, que derivado de la 

aplicación del mismo, se produzcan dos consecuencias, de las cuales la primera, 

es que se dé el control de constitucionalidad de las leyes y disposiciones 

generales. Para ello los órganos designados para el control deben de guardar que 

las normas infraconstitucionales se adecuen, en su creación y su contenido a la 

Constitución. Y, como segunda consecuencia, que los órganos públicos 

establecidos por la constitución, tienen imposibilidad jurídica para delegar sus 

competencias, debido a que en el contenido de la constitución, se establecen 

claramente sus competencias, y el motivo por el cual fueron creadas, junto con 

sus fines y limitantes, cuestiones que deben de ser respetadas de conformidad 

con el principio que se ha desarrollado. 

 

 

b) Principio de Control:  

 

El principio de control es en el cual fundamenta en gran parte el control 

constitucional, es decir, es el pilar por el cual se crean medios mediante los cuales 

                                                      
75 Sierra, José Arturo. Óp. Cit. Págs. 24-25. 
76 Sierra, José Arturo. Óp. Cit. Págs. 25. 
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se pueda evitar y limitar que se creen normas que vayan en contra de la 

constitución, así como también, que normas ya existentes, puedan afectar 

derechos constitucionales, en casos concretos; coadyuva a que las autoridades, 

en base en este principio, puedan buscar la protección de la supremacía 

constitucional.  

 

Pereira y Ritcher77 exponen que el principio constitucional de control, se encuentra 

íntimamente relacionado con el principio de supremacía constitucional, debido a 

que no es suficiente crear normas dentro de la constitución que determinen y 

establezcan claramente la supremacía de ley, de la cual se encuentra dotada la 

ley fundamental sobre las demás normas que integran el ordenamiento jurídico 

derivado de la ley suprema, es por ello, que para asegurar la supremacía de la 

constitución, se deben de contar con un principio que garantice la efectividad de 

dicha supremacía frente a los actos de gobierno. En caso no se desglose o 

desarrolle el principio de control, se corre el riesgo que la Constitución únicamente 

sea un papel que contenga normas, empero, que no se cumpla realmente su 

contenido.  

 

Entonces, para poder definir y determinar en qué consiste el principio 

constitucional de control, se puede afirmar que dicho principio tiene como fin, el de 

dotar al ordenamiento jurídico constitucional de mecanismos y procedimientos 

para someter los actos de gobierno y a la legislación en general, al control para 

que los mismos cumplan con la supremacía de ley.  

 

Para que la supremacía de ley anteriormente mencionada, se cumpla y respete, 

se establecen ciertos mecanismos y procedimientos. Estos controles se pueden 

dividir en: el control político y el control judicial.  

 

El control político: consiste en que cada uno de los órganos del Estado están 

facultados para evidenciar el control político, es decir que basados en la división 

                                                      
77 Pereira Orozco, Alberto. E. Richter Marcelo Pablo. Óp. cit, Págs. 11. 
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de poderes y en los términos de pesos y contrapesos, estos pueden ejercer el 

control político entre órganos, de tal forma que estos verifican que cada órgano del 

estado actúe de conformidad en el contenido de la constitución, el procedimiento 

el cual utilizan los órganos para mantener el control político inter-orgánico se ve 

reflejado por ejemplo en el artículo 165 de la CPRG, dónde dentro las atribuciones 

que le corresponden al Congreso de la República es declarar si ha lugar o no a 

formación de causa en contra del Presidente y Vicepresidente entre otros, así 

pues también otro ejemplo del control político se encuentra el derecho que tienen 

el congreso de interpelar a los ministros o incluso la limitación a los derechos 

constitucionales regulado en el artículo 138.  

 

Por otro lado, el control judicial: consiste en que se proteja la preeminencia de las 

normas constitucionales contra actos que las violenten  y contra normas que las 

contraríen, lo cual se logra a través de la acción de amparo y las declaratorias de 

inconstitucionalidad, dentro de los medios de control judicial. 

 

De los legislados en Guatemala se encuentra tres formas de lograrlo, siendo estos 

con: 

a) la acción de amparo, el cual es una institución jurídica procesal que tiene 

como fin proteger los derechos constitucionales de la persona;  

b) la declaración de inconstitucionalidad, la cual es de suma importancia para 

la materia de la presente tesis, es un medio de control constitucional que se utiliza 

con el fin de aplicarse en contra de leyes o disposiciones gubernamentales con el 

objeto de atacar su aplicación a casos concretos o de observancia general, 

cuando estas envuelvan vicio parcial o total de inconstitucionalidad, ya sea en el 

proceso de su formación legislativa o en su contenido.  

Es de hacerse notar, que la acción de inconstitucionalidad puede fundamentarse 

en vicios formales, los cuales consisten en que se haya omitido alguna fase del 

proceso de formulación, aprobación y vigencia, o bien, que dentro de alguna de 

las fases mencionadas anteriormente, se haya dado algún vicio de 

inconstitucionalidad, y también se puede fundamentar en vicios de tipo material, 
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los cuales consisten en que dentro del contenido de una ley se violente el principio 

de jerarquía normativa de las leyes y que la misma no sea congruente con los 

principio generales del Derecho, que sirven y son pilares para el ordenamiento 

jurídico de Guatemala, o bien, que la misma ley, disposición o reglamento vaya en 

contra de los valores de sí misma;  

4... El hábeas corpus es la garantía o acción que en caso una persona 

privada de su libertad física o que tema por ello, puede utilizarlo para 

que cualquiera de esos dos supuestos se detengan, la persona, según 

el artículo 263, puede pedir su inmediata exhibición ante los tribunales 

de justicia, ya sea con el fin de que se le restituya a su libertad o que se 

le garantice la misma, debiendo hacerse saber los vejámenes que 

sufría.78 

 

c) Principio de limitación:  

 

Este principio de limitación debe de entenderse en aras de la protección de la 

libertad individual de las personas, es decir, el principio de limitación realmente 

muestra que no existe una libertad absoluta, sino que debe de existir una limitante, 

para que todos los individuos gocen realmente de la libertad individual. Puede ser 

contradictorio que con el fin de que exista la libertad deba haber limitaciones, sin 

embargo, no lo es. Consagrado al principio de que todos los individuos son 

iguales, el Estado debe de procurar que exista igualdad entre los iguales, para que 

los derechos humanos, correspondientes a todos, sean respetados, en el 

entendido que, dentro del contexto social, ningún derecho es absoluto, sino que 

pueden ser limitados para que todos los individuos tengan acceso al ejercicio de 

los mismos, en igualdad de condiciones para su observancia y cumplimiento.     

 

Para definir este principio se presenta una cita textual que realizaron los autores 

Pereira y Richter, del autor Humberto Quiroga Lavié, la cual es la siguiente:  

 

                                                      
78 Pereira Orozco, Alberto. E. Richter Marcelo Pablo. Óp. Cit.  Págs. 15, 16. 
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«El principio de limitación es aquél según el cual los derechos 

constitucionales, en razón de no tener carácter absoluto, encuentran límite 

en las leyes que reglamentan su ejercicio, en atención a las razones de bien 

público y de interés general que justifican su reglamentación. La restricción 

condicionante de los derechos constitucionales da lugar al desenvolvimiento 

del poder de policía del Estado, dirigido a proteger el bien común. En 

sentido inverso, las leyes que reglamentan el ejercicio de los derechos 

deberán cuidar de no alterar a los principios, garantías y derechos 

reconocidos en la Constitución. Se trata del postulado de la doble limitación 

constitucional: los derechos constitucionales limitan al poder público y éste, 

por razón del interés general, limita el carácter expansivo de los derechos 

que deben ser considerados como principios en aptitud de generar nuevas 

pretensiones en aras de la libertad individual.» 

 

 

3.2. Concepto de Inconstitucionalidad, Acción de Inconstitucionalidad. 

 

Se aborda a continuación, temas relacionado a la constitucionalidad de las 

normas, haciendo énfasis en la inconstitucionalidad y en que consiste su acción, 

muestra, el investigador, los tipos de inconstitucionalidades que pueden existir de 

forma doctrinal y los regulados y adoptados por el sistema jurídico guatemalteco. 

Los temas relacionados con la inconstitucionalidad de las normas, son 

fundamentales para determinar, si el artículo 43 del pacto colectivo de condiciones 

de trabajo del MSPAS, es o no es inconstitucional y si lo fuera, determina qué tipo 

de inconstitucionalidad se debería de plantear, para dejar sin efecto dicha 

normativa. 

 

3.2.1. Definición de inconstitucionalidad. 

 

Se conoce como inconstitucional, todo aquello que no tenga coherencia con lo 

regulado por una constitución, es decir, cualquier disposición que pueda atentar 
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contra lo contenido y preceptuado a nivel constitucional, es y debe ser declarado 

inconstitucional; para definir mejor, en que consiste el termino anteriormente 

empleado anteriormente, se desarrolla dicho a continuación. 

  

Mayra Gricelda Larios Soto79 expresa que inconstitucionalidad es el antónimo de 

lo que es constitucional, haciendo mención que lo que es constitucional es todo 

aquello, en especial disposiciones de cualquier orden, que estén de acuerdo y que 

tengan coherencia con la constitución; por lo que se deberá de entender, que 

inconstitucionalidad es todo aquello que no esté de acuerdo con la Constitución, 

pues no tiene coherencia con el contenido de la misma y no respeta su contenido, 

este se puede llegar a reflejar en el actuar de alguna persona, en el contenido de 

alguna ley, norma o reglamento.  

 

Continúa expresando Larios80 que para evitar que se den casos de 

inconstitucionalidad, es que la constitución dentro de su normativa contempla los 

supuestos necesarios para proteger a la constitución de violaciones a su 

contenido, que, en consecuencia, de ellas devienen inconstitucionales que afectan 

la supremacía constitucional de la carta magna. Por la susceptibilidad de que se 

viole el contenido de la Constitución, es que se ha creado la justicia constitucional, 

la cual es creada como garante de la inviolabilidad de la constitución, es decir que 

es el medio por el cual se ataca las inconstitucionalidades que se puedan dar.  

Guillermo Cabanellas, define inconstitucionalidad como: «Quebrantamiento de la 

letra o del espíritu de la Constitución por leyes del Parlamento, por decretos-leyes 

o actos del gobierno. O bien, recurso extraordinario que, según sus modalidades, 

                                                      
79 Larios Soto, Mayra Gricelda. Análisis jurídico del pacto colectivo de condiciones de trabajo del comité 
nacional de alfabetización –CONAFAL- y su inconstitucionalidad. Guatemala, 2011, ciencias jurídicas y 
sociales, Universidad San Carlos de Guatemala, Pág. 63. 
80 Loc. Cit. 



 57 

tiende a declarar la inaplicabilidad de la ley contraria al texto constitucional, su 

nulidad. »81 

3.2.2. Acción de Inconstitucionalidad. 

 

Del concepto anteriormente desarrollado, en el título anterior, deviene el presente 

tema, el cual se desarrolla en base a la forma de gestar una inconstitucionalidad 

en contra de un precepto que adolece de dicho defecto; se glosa a continuación 

sobre qué es y en qué consiste la acción de inconstitucionalidad, lo cual se 

contextualizara, en el ámbito guatemalteco. 

 

Silvia Lucrecia Bran Coyoy82 enuncia que cuando de acción de 

inconstitucionalidad se expone, también, se debe de hacer referencia sobre el 

control constitucional, el cual es parte de la justicia constitucional, empero, de una 

forma más específica, debido a que el control constitucional juega un papel 

bastante importante dentro de un Estado de Derecho, ya que verifica que la 

CPRG, como eje transversal de un ordenamiento jurídico, se debe de respetar, 

haciendo y procurando que su espíritu de supremacía de ley sea respetado por las 

demás normativas que se deban de aplicar.  

 

Por lo anterior, es menester, también, explicar que, según la autora83 citada en el 

párrafo anterior, al ser el fin del control de constitucional, el mantener la 

supremacía constitucional de la carta magna, este debe de estar dotado de 

cuerpos normativos que permitan defender dicho principio constitucional; así 

mismo, se sabe que el control constitucional funge, también, como una limitante al 

poder público, entiéndase esto como el medio por el cual se debe de poner un 

freno al ejercicio público, para evitar las arbitrariedades y las acciones o emisiones 

                                                      

81 Cabanellas, Guillermo. Diccionario jurídico elemental, undécima edición, editorial Heliasta S.R.L., 1993, pág. 

201 

82 Bran Coyoy, Silvia Lucrecia. Análisis de la acción de inconstitucionalidad contra la ley de femicidio y otras 
formas de violencia contra la mujer. Guatemala, 2014, ciencias jurídicas y sociales, Universidad Rafael 
Landívar, Págs. 3 
83 Loc. Cit. 
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de resoluciones que puedan afectar el estado de Derecho y se vulnere la norma 

constitucional, en caso esto suceda se podrá promover la acción de 

inconstitucionalidad, con el fin de que se declare constitucional o inconstitucional 

la norma respectiva y como consecuencia se expulse del ordenamiento jurídico del 

país o se deje de aplicar al caso concreto. 

 

De León84 sigue expresando que en los casos que una ley, reglamento o 

disposición afecta a una persona por ser inconstitucional, es decir, que va en 

contra de los principios contemplados en la constitución y que los viola, se puede 

acudir a los tribunales de justicia o directamente ante la Corte de 

Constitucionalidad para que resuelva sobre el caso.  

Por último, según Geovani Salguero Salvador, quien cita a su vez a Raúl Antonio 

Chicas, formula que control constitucional es: «frenar y dejar sin efecto los abusos, 

arbitrariedades o excesos de poder de los organismos del Estado, por medio de la 

acción de amparo y la acción de constitucionalidad…»85. 

Todo lo anterior, referente al control constitucional, es el concepto preparatorio 

para poder hablar de la acción de inconstitucionalidad y para poder desarrollar el 

concepto de acción de inconstitucionalidad, se debe de establecer claramente 

primero qué quiere decir la palabra acción, o mejor dicho qué es acción desde el 

punto de vista etimológico, dándose como definición lo siguiente:  

«del latín agere, hacer, obrar. Denota el derecho que se tiene a pedir 

alguna cosa o la forma legal de ejercitar éste. En cuanto derecho, consta en 

las leyes sustantivas (códigos civiles, de comercio, penales y demás leyes, 

reglamentos, etc.); en cuanto modo de ejercicio, se regula por las leyes 

                                                      
84 De León Carpio, Ramiro. Óp. cit. Pág. 224 

85 Salguero Salvador, Geovani, El control de constitucionalidad de las normas jurídicas, Guatemala, 
publicación de la corte de constitucionalidad, 2010. Pág. 22.  
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adjetivas (códigos procesales, leyes de enjuiciamiento o partes especiales 

de textos sustantivos también)»86  

Lo citado anteriormente, quiere decir que acción, es poner algo en movimiento o 

darle impulso a algo para que esto comience, en términos jurídicos se puede 

entender que la acción es el medio o forma legal mediante el cual, una persona 

puede pedir alguna cosa o poner en movimiento un proceso o procedimiento.  

Partiendo de las definiciones de lo que es acción y qué es inconstitucionalidad, se 

desarrolla a continuación el concepto de acción de inconstitucionalidad, teniendo 

en cuenta, además, para ello, lo que exclama Bran87 por lo que se puede articular 

que es el medio idóneo en materia constitucional para poder hacer una solicitud 

ante una autoridad competente, con el fin de poner en movimiento al órgano 

jurisdiccional encargado de conocer del asunto, para que pueda conocer de un 

asunto determinado, con el que se pretende que se resuelva acerca de un 

derecho que se pueda ver afectado por una inconstitucionalidad de una ley, que 

afecte a la generalidad del pueblo o en un caso concreto.  

Bran, dentro de sus tesis de análisis de inconstitucionalidad contra le ley de 

Femicidio y otras formas de violencia contra la mujer, profiere que: «La acción de 

inconstitucionalidad no es más que ejercitar un derecho ante un órgano 

competente, de pedir en forma legal que se conozca y resuelva una aseveración 

fundamentada y consistente en que una norma de menor rango o jerarquía que la 

Constitución, contradice o tergiverse alguno o varios de los preceptos 

constitucionales.»88 

Por último, Luis Felipe Sáenz Juárez89 pronuncia que la acción de 

inconstitucionalidad es parte de los medios que utiliza el Estado de Guatemala 

para conformar la justicia constitucional, es por ello que, en la CPRG, promulgada 

                                                      
86 Cabanellas, Guillermo. Óp. cit.  pág. 16. 

87 Bran Coyoy, Silvia Lucrecia. Óp. Cit. Págs. 5 
88 Loc. Cit. 
89 Sáenz Juárez, Luis Felipe. La inconstitucionalidad de leyes en caso concreto en Guatemala, México, 
biblioteca jurídica virtual del instituto de investigación jurídicas de la UNAM. Págs. 27 
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en 1985, se incorporó, un sistema de justicia constitucional, el cual se encuentra 

conformado por la normativa contenida en el titulo VI de la referida constitución, 

normas denominadas en su conjunto como garantías constitucionales y defensa 

del orden constitucional, también dichas normas se encuentran específicamente 

desarrolladas en la Ley  de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad, 

decreto 1-86, la cual fue emitida por la Asamblea Nacional Constituyente.  

3.3.  Legislación guatemalteca sobre inconstitucionalidad. 

 

El investigador estima importante, que para continuar con el análisis sobre el tema 

de la inconstitucionalidad y lo que ella conlleva, es necesario que se presente lo 

relativo a lo que la legislación guatemalteca regula sobre dicho tema. Para que el 

lector tenga conocimiento de lo regulado por Guatemala, se debe de tomar en 

cuenta lo que la Constitución regula y lo que la ley específica formula, de manera 

más detallada, es por ello que se presenta lo siguiente a continuación.   

 

Dentro de la legislación guatemalteca, se ha desarrollado y regulado los aspectos 

de control de la supremacía constitucional, es por ello que para dicho efecto la 

CPRG ha regulado en sus artículos 266 y 267 lo referente a la inconstitucionalidad 

de leyes.  

 

Los aspectos puramente procesales y de aplicación de la acción de 

inconstitucionalidad, se encuentran regulados en la LAEPC. La mencionada ley, 

regula lo pertinente a la constitucionalidad de las leyes en su título cuarto, y 

comienza por regular la supremacía de la constitución, principio que es pilar 

fundamental del control constitucional de la norma suprema, el artículo 114 de la 

ley referida codifica lo siguiente:  

 

«Jerarquía de las leyes. Los tribunales de justicia observarán siempre el 

principio de que la Constitución prevalece sobre cualquier ley y tratado 

internacional, sin perjuicio de que en materia de derechos humanos 
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prevalecen los tratados y convenciones internacionales aceptados y 

ratificados por Guatemala.»90.  

 

La Ley en mención, continúa disciplinando, en su artículo 115 sobre la nulidad de 

las leyes y disposiciones inconstitucionales mandando lo que a continuación se 

cita:  

 

«Nulidad de las leyes y disposiciones inconstitucionales. Serán nulas de 

pleno derecho las leyes y las disposiciones gubernativas o de cualquier otro 

orden que regulen el ejercicio de los derechos que la Constitución 

garantiza, si los viola, disminuyen, restringen o tergiversan. Ninguna ley 

podrá contrariar las disposiciones de la Constitución. Las leyes que violen o 

tergiversen las normas constitucionales son nulas de pleno derecho. »91.  

 

Los artículos anteriormente citados, son los primeros artículos que se regulan 

dentro del decreto 1-86, con relación a la constitucionalidad de las leyes, de tal 

forma que engloban y formulan que toda ley debe de respetar la constitución y en 

caso no lo haga determina su consecuencia. 

 

Por otro lado, dentro del decreto número 1-86, en su capítulo “2” se codifica 

específicamente la inconstitucionalidad en casos concretos, abarcando desde el 

artículo 116 al 126. 

Por último y no menos importante, se debe de tomar en cuenta, que a los dos 

tipos de inconstitucionalidad que regula la legislación, dentro de su ordenamiento 

jurídico, hay normas que son de disposiciones generales para ambos tipos, lo 

cual, también, se encuentra dentro de la LAEPC, dentro de sus artículos 143 al 

148. 

                                                      
90 Cfr. Asamblea Nacional Constituyente. Ley de amparo, exhibición personal y constitucionalidad. Decreto 
número 1-86. 
91 Loc. Cit. 
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3.4. Tipos de inconstitucionalidad doctrinales y tipos de 

inconstitucionalidades regulados en Guatemala. 

 

Se pretende dar a conocer, los tipos de inconstitucionalidades que existen a nivel 

doctrinal, únicamente, como forma de expresar los alcances que se tiene por parte 

de los jurisconsultos, para establecer qué medios concurren para proteger el orden 

constitucional, cuando se violenta una constitución, sus principios y disposiciones. 

Por otro lado, se desglosa, los tipos de inconstitucionalidades contemplados en el 

territorio guatemalteco, como medios de protección de su constitución y garantizar 

la protección de la misma. 

 

Sáenz92 manifiesta que Guatemala cuenta con un sistema mixto, este sistema fue 

incorporado en el ordenamiento jurídico, específicamente en la Constitución 

Política del país, a partir del año 1985, año en que se crea la constitución vigente. 

Al crearse este sistema, se asigna a la corte de Constitucionalidad, una 

característica sumamente importante, pues, se constituye como un tribunal de 

carácter permanente de jurisdicción privativa, con la función esencial de defender 

el orden constitucional, de forma independiente de los demás organismos del 

Estado, asumiendo como funciones específicas las contenidas en los artículos 268 

y 272 de la CPRG. Así pues, se habilitó también a los tribunales y jueces de la 

jurisdicción ordinaria para que pudieran conocer y decidir, por una interposición de 

inconstitucionalidad, la aplicación o inaplicación de una o varias normas dentro de 

un caso concreto.  

 

De tal forma, que, de este sistema se desglosan los dos tipos de 

inconstitucionalidades reguladas dentro del territorio guatemalteco, los cuales son: 

A. Inconstitucionalidad General, la cual se subdivide en General Total y General 

Parcial; y B. La inconstitucionalidad en Casos Concretos. 

 

                                                      
92 Sáenz Juárez, Luis Felipe. Óp. Cit. Págs. 93 
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Por otro lado, de forma doctrinaria, a parte de los dos anteriores tipos de 

inconstitucionalidad referidos, se encuentra otro tipo que en Guatemala 

únicamente aparece de forma doctrinaria, siendo esta la inconstitucionalidad por 

omisión. 

 

C. Inconstitucionalidad por omisión: 

 

Este tipo de inconstitucionalidad tiene relación a él examen constitucional que se 

hace de una disposición legal o norma en relación al vicio que se interpone en los 

demás tipos de inconstitucionalidades, es decir, la práctica muestra claramente 

que el vicio que vulnera la Constitución puede darse o producirse cuando en algún 

caso se incumple con un mandato contenido en un precepto de carácter 

constitucional, por lo tanto, la inobservancia de lo que se ordena en normas 

programáticas constitucionales es motivo de inconstitucionalidad por omisión.93 

 

Teresita Rendón Huerta Barrera, junto con otros autores94, enuncia que este tipo 

de inconstitucionalidad, al igual que los otros dos tipos de inconstitucionalidades 

reguladas dentro de la legislación guatemalteca, también, encuentra su razón de 

ser en la protección de la supremacía constitucional, por ser la constitución, el pilar 

del resto de disposiciones normativas de todo el ordenamiento jurídico y en 

consecuencia de ello, de todas las actuaciones del poder público. En el mismo 

orden de ideas, no es suficiente el sistema de control de constitucionalidad, pues, 

no debe estar únicamente abierto a la posibilidad de controlar la legitimidad 

constitucional de las disposiciones normativas en relación al texto magno, sino 

que, también, debe de examinar las omisiones legislativas cuando existieren 

mandatos de regular ciertos puntos o tópicos. 

 

3.5. Concepto de Inconstitucionalidad General. 

 

                                                      
93 Huerta Barrera, Teresita Rendón y otros. Opues magna constitucional, Guatemala. Corte de 
constitucionalidad, Tomo IX, 2014. Pág. 256 
94 Ibíd.  Pág. 259. 
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La inconstitucionalidad general es el medio por el cual, se defiende la supremacía 

constitucional. Para determinar los pormenores de la inconstitucionalidad 

mencionada, se desarrolla el presente apartado, con el fin de que el lector, pueda 

tener un conocimiento más amplio sobre el tema y más adelante, poder realizar un 

análisis más acertado, en relación a qué tipo de inconstitucionalidad puede 

aplicarse en contra del pacto colectivo de condiciones de trabajo del MSPAS. 

  

Jorge Mario Castillo González95 enuncia que la inconstitucionalidad General, 

también denominada como acción directa, tiene como objetivo operar en contra de 

leyes, reglamentos y disposiciones de carácter general, que tengan vicio de 

inconstitucionalidad, total o parcial. El vicio constituye la violación, disminución, 

tergiversación o restricción de los derechos, garantías y principios que la 

constitución reconoce, mismos en los cuales, las normas que la constituyen se 

fundamentan, de igual forma, cuando un procedimiento efectuado por parte del 

creador de las normas o disposiciones legales, adolezca de los vicios 

mencionados, en su procedimiento de emisión o creación, puede ser objeto de 

demanda de inconstitucionalidad.  

 

Sáenz96 también expresa que este tipo de inconstitucionalidad directa, tiene origen 

austriaco, debido a que fue inspirada por Hans Kelsen, incorporándose dicho 

término en las constituciones de Austria y Checoslovaquia, en 1920, para que, 

posteriormente fuera aceptado el término por Europa continental. Fue establecida 

en aquel momento, para que el tribunal constitucional con facultad privativa, 

pudiera verificar que las leyes estuvieran adecuadas y en concordancia con la 

Constitución y, en caso contrario, no se diera la adecuación de la Constitución con 

las leyes emitidas por los órganos del Estado Correspondientes, se buscaba 

declarar la nulidad, de dichas normas supraconstitucionales.  

 

                                                      
95 Castillo González, Jorge Mario. Recurso de amparo. Guatemala. Impresiones Gráficas. 2014. Págs. 224 
96 Sáenz Juárez, Luis Felipe. Óp. Cit. Págs. 91 
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Castillo97 manifiesta que dentro de la inconstitucionalidad General, se divide 

específicamente quienes tiene legitimación activa para promoverla, es por ello 

que, la CPRG ha acuñado el término de acción popular, la cual se refiere a 

quienes tiene la legitimación genérica, misma que se refiere a la acción de 

cualquier persona que actúa de forma propia, siempre y cuando, cumpla con la 

cantidad de abogados que lo auxilien, sin olvidar también, que la misma norma 

que establece la acción popular señala quienes igualmente pueden promover la 

acción de inconstitucionalidad general. 

 

Sierra98 expone que quienes tienen legitimación activa para planear 

inconstitucionalidad General (directa o en abstracto) de leyes u otras 

disposiciones, en Guatemala, son: a. El Procuraduría General de la Nación b. La 

Junta Directiva del Colegio de Abogados y Notarios, a través de su presidente, c. 

El Procurador de los Derechos Humanos, y d. Cualquier persona a través del 

auxilio profesional de tres abogados.  

 

El citado autor99 determina que las razones por las cuales, se ha hecho una 

segmentación de quienes son los únicos que pueden plantear este tipo de 

inconstitucionalidad, ha sido para proteger la seguridad jurídica, la estabilidad 

legislativa y en general la gobernabilidad del país, además, la Constitución es una 

unidad jurídica, que se encuentra constituida y dotada de principio axiológicos y 

políticos fundamentales, que comprenden una sociedad y que tiene animo de 

permanecía.  

 

Castillo menciona lo siguiente sobre los fallos de la Corte de Constitucionalidad, 

en cuanto a este tipo de inconstitucionalidad:  

 

«La sentencia de la Corte de Constitucionalidad, en el campo de la 

inconstitucionalidad, es definitiva en cuando no admite recurso en contra y 

                                                      
97 Castillo González, Jorge Mario. Óp Cit. Págs. 224 
98 Sierra, José Arturo. Óp. Cit. Págs. 161, 162. 
99 Loc. Cit. 
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es declarativa en cuanto declara la desaplicación parcial o total de la ley. 

Técnicamente, la Corte debe dictar la sentencia de inexequibilidad. Esta 

sentencia dispone que la norma inferior o infraconstitucional (Vescovi), ya 

no pueda ser ejecutada o aplicada en lo sucesivo, así sea, en relación con 

situaciones surgidas o creadas durante su vigencia. Los efectos jurídicos 

del fallo de inexequibilidad son los siguientes:  

a) Efectos erga omnes, o sea, para todas las personas y situaciones;  

b) Efectos absolutos y definitivos, en el sentido de que no se puede acusar 

varias veces la misma ley, ante la Corte de Constitucionalidad cuando la 

decisión es de fondo; 

c) La interpretación constitucional de la Corte de Constitucionalidad obliga a 

toda persona y organización pública del Estado; en consecuencia, no puede 

ser desconocida, controvertida, modificada o derogada; y 

d) La corte de constitucionalidad, en ejercicio de la jurisdicción 

constitucional, persigue la realización del Estado de Derecho para 

garantizar mediante la organización jurídica, la libertad humana, cimentada 

en la seguridad económica, social y cultural. 

Materialmente, la sentencia es definitiva, a partir de que la Corte haya 

resulto la aclaración y/o ampliación, pero cuando no se haya hecho el uso 

de este recurso, será definitiva a partir de la publicación en el Diario 

Oficial.»100 

 

3.5.1. Práctica procesal de la inconstitucionalidad general. 

Posteriormente de establecer, de forma doctrinaria y de conformidad en la 

legislación guatemalteca, qué es inconstitucionalidad general, es procedente 

desarrollar cómo funciona la práctica procesal de dicho tipo de 

inconstitucionalidad, con el fin de dar a conocer la forma en qué ejercer dicha 

acción y garantía constitucional.   

                                                      
100 Castillo González, Jorge Mario. Óp Cit. Págs. 228, 229. 
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El decreto 1-86 formula el supuesto de inconstitucionalidad de leyes, reglamentos 

y disposiciones de carácter general, dentro de sus artículos 133 al 142, mismos 

que desarrollan de forma más amplia, lo que determina el artículo 267 de la 

CPRG. Los artículos, que conforman el contenido referente a la 

inconstitucionalidad de carácter general, del decreto, anteriormente aludido, se 

transcriben a continuación a efecto de que se conozca la legislación aplicable para 

ese caso. 

«ARTICULO 133. Planteamiento de la inconstitucionalidad. La 

inconstitucionalidad de las leyes, reglamentos o disposiciones de carácter 

general que contengan vicio parcial o total de inconstitucionalidad se 

plantearan directamente ante la Corte de Constitucionalidad.  

ARTICULO 134. Legitimación activa. Tiene legitimación para plantear la 

inconstitucionalidad de leyes, reglamentos o disposiciones de carácter 

general:  

a)  La Junta Directiva del Colegio de Abogados actuando a través de su 

presidente;  

b)  El Ministerio Publico a través del Procurador General de la Nación;  

c)  El Procurador de los Derechos Humanos en contra de leyes, 

reglamentos o disposiciones de carácter general que afecten intereses de 

su competencia;  

d)  Cualquier persona con el auxilio de tres abogados colegiados 

activos.»101 

Los artículos citados anteriormente regulan los primeros pasos que se deben de 

tomar en cuenta, para el planteamiento de una inconstitucionalidad General, por lo 

que, los aspectos importantes que se pueden reconocer de estos artículos son los 

                                                      
101 Ibid. Decreto número 1-86 
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siguientes: 1. Cabe este tipo de inconstitucionalidad cuando una ley, reglamento o 

disposición de carácter general, tenga vicio de contravenir los derechos y 

principios que protege la constitución; 2. Puede plantearse de forma General total 

o General parcial; 3. Se plantea directamente ante la Corte de Constitucionalidad. 

Por otro lado, posteriormente a realizar el análisis del artículo 133, del decreto 1-

86, se debe de realizar el análisis del artículo 134 de la misma ley, artículo que 

expresa, quién tiene la legitimación activa para interponer una inconstitucionalidad 

general, pudiéndose notar, que se le da preferencia a personas que tiene como fin 

proteger los derechos de la ciudadanía. 

La Junta Directiva del Colegio de Abogados, a través de su presidente, que en 

este caso, el fin último de dicho gremio no es proteger los derechos de la 

ciudadanía, pero, como colegio de la profesión de Derecho, se puede interpretar 

que pueden actuar en auxilio del colectivo social, en caso que se vean afectados 

los derechos del colectivo nacional.  

En el caso del inciso dos, de la norma en relación, debe tenerse presente, que en 

la actualidad solamente se puede hacer mención del Procurador General de la 

Nación, ya que, él es el representante del Estado, y tiene la plena legitimidad de 

procurar la protección de los derechos de la nación; en ese mismo orden de ideas, 

se da el por qué, también, el procurador de los derechos humanos (según el inciso 

c) tiene, también, legitimación activa para promover la inconstitucionalidad 

general, puesto que, el fin de su cargo es la protección de los derechos de la 

ciudadanía (media vez sea de su competencia). 

Además, el artículo analizado y en relación, abre la puerta a la acción pública, lo 

cual se entiende y se puede notar, que la norma, también, le da legitimación activa 

a cualquier persona, media vez se auxilie de 3 abogados activos, con el fin, de que 

los profesionales brinden el auxilio y la asesoría correspondiente, para procurar 

que no se interponga este tipo de garantía constitucional de manera ilegítima. 
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Por último, siempre con relación al decreto 1-86, se hace mención de los artículos 

que regulan la parte práctica y procesal, del proceso de inconstitucionalidad 

general, los cuales son los siguientes artículos que se citarán:  

«ARTICULO 135. Requisitos de la solicitud. La petición de 

inconstitucionalidad se hará́ por escrito, conteniendo en lo aplicable los 

requisitos exigidos en toda primera solicitud conforme las leyes procesales 

comunes, expresando en forma razonada y clara los motivos jurídicos en 

que descansa la impugnación.  

ARTICULO 136. Omisión de requisitos. Si en el memorial de interposición 

se hubieren omitido requisitos, la Corte de Constitucionalidad ordenará al 

interponerte suplirlos dentro de tercero día.  

ARTICULO 137. Integración de la Corte por inconstitucionalidad de una ley. 

Cuando la inconstitucionalidad planteada sea contra una ley, la Corte de 

Constitucionalidad se integrará con siete miembros en la forma prevista en 

el artículo 269 de la Constitución.  

ARTICULO 138. Suspensión provisional. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 

artículo 136, la Corte de Constitucionalidad deberá́ decretar, de oficio y sin 

formar artículo, dentro de los ocho días siguientes a la interposición, la 

suspensión provisional de la ley, reglamento o disposición de carácter 

general si, a su juicio, la inconstitucionalidad fuere notoria y susceptible de 

causar gravámenes irreparables.  

La suspensión tendrá́ efecto general y se publicará en el Diario Oficial al día 

siguiente de haberse decretado.  

ARTICULO 139. Audiencia, vista y resolución. Si no se dispone la 

suspensión provisional o, en su caso, decretada esta, se dará́ audiencia por 

quince días comunes al Ministerio Publico y a cualesquiera autoridades o 

entidades que la Corte de Constitucionalidad estime pertinente, 
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transcurridos los cuales, se haya evacuado o no la audiencia, de oficio se 

señalará día y hora para la vista dentro del término de veinte días. La vista 

será́ publica si lo pidiere el interponerte o el Ministerio Publico. La sentencia 

deberá́ pronunciarse dentro de los veinte días siguientes al de la vista.  

La Corte deberá́ dictar sentencia dentro del término máximo de dos meses 

a partir de la fecha en que se haya interpuesto la inconstitucionalidad.  

ARTICULO 140. Efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad. Cuando 

la sentencia de la Corte de Constitucionalidad declare la 

inconstitucionalidad total de una ley, reglamento o disposición de carácter 

general, estas quedaran sin vigencia; y si la inconstitucionalidad fuere 

parcial, quedará sin vigencia en la parte que se declare inconstitucional. En 

ambos casos dejaran de surtir efecto desde el día siguiente al de la 

publicación del fallo en el Diario Oficial.  

ARTICULO 141. Efectos del fallo en caso de suspensión provisional. 

Cuando se hubiere acordado la suspensión provisional conforme al artículo 

138, los efectos del fallo se retrotraerán a la fecha en que se publicó́ la 

suspensión.  

ARTICULO 142. Resolución definitiva. Contra las sentencias de la Corte de 

Constitucionalidad y contra los autos dictados de conformidad con lo 

preceptuado por el artículo 138, no cabrá recurso alguno.»102 

Lo anterior, se señala con el fin de que se conozca claramente las normas que 

regulan y muestran claramente, en qué consiste la inconstitucionalidad de carácter 

general, en ese mismo orden de ideas, muestra que la mencionada 

inconstitucionalidad no solamente se puede plantear en contra de una ley, sino 

también, en contra de reglamentos y disposiciones, media vez estos sean de 

carácter general y ,así como también, que no es necesario que se plantee en 

contra de la totalidad de los mismos, sino que, se puede plantear de forma parcial, 

                                                      
102 Ibid. Decreto número 1-86 
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afectando únicamente los artículos que sean impugnados por violación a la 

supremacía de ley de la constitución. 

3.6. Concepto de Inconstitucionalidad en caso concreto. 

 

Cuando una ley, disposiciones o reglamentos, afecten derechos o disposiciones 

constitucionales, dentro de un caso concreto, se aplicará el tipo de 

inconstitucionalidad que se desarrolla a continuación dentro del presente título. 

Este tipo de inconstitucionalidad, generalmente, se plantea dentro de procesos ya 

iniciados, como excepciones o incidentes, sin embargo, según la legislación puede 

interponerse como acción.  

   

Sierra103 determina que es una acción que puede hacerse valer en cualquier tipo 

de proceso, de cualquier competencia o jurisdicción, instancia o hasta en 

casación, siempre y cuando sea antes de dictar sentencia. Puede ser planteada 

como una acción, excepción o incidente, debiendo ser el competente para resolver 

la misma, el tribunal que conozca del asunto controvertido. Tiene como fin, la 

declaratoria de inaplicabilidad al caso concreto, dentro del cual fue recurrido la 

norma que se acusa de vicio de inconstitucionalidad, es decir, solo tiene efecto 

inter-partes, a diferencia de la inconstitucionalidad en caso general, la cual, la 

declaratoria de inconstitucionalidad tiene como resultado expulsar del 

ordenamiento jurídico la norma recurrido por vicio de inconstitucionalidad. 

 

Se cita, lo expresado por De León Carpio, sobre la inconstitucionalidad en caso 

concreto: «Las partes en un proceso pueden plantear como medio de defensa en 

cualquier tribunal o instancia la inconstitucionalidad en caso concreto, cuando 

considere que una ley que se aplicará para resolver el caso, viola la Constitución 

Política de la República.»104 

 

                                                      
103 Sierra, José Arturo. Óp. Cit. Págs. 166. 
104 De León Carpio, Ramiro. Óp. Cit. Pág. 224. 
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Castillo105 expone que el planteamiento de la presente inconstitucionalidad tiene 

como objetivo principal y específico el de la inaplicación de la ley, recurrida por 

vicio de inconstitucionalidad, dentro del caso concreto, y que en cada sistema 

jurisdiccional se plantea el proceso constitucional por medio de tres vías, siendo 

estas la de acción, recurso y excepción, teniendo en cuenta que en el sistema 

jurídico guatemalteco, según el artículo 116 de la LAEPC, se puede plantear dicho 

proceso como acción, excepción o incidente,  y que aparentemente las 3 vías 

anteriormente referidas son 3 vías diferentes, empero, en la realidad procesal el 

planteamiento de las tres formas distintas de hacerlo tienen que ver con la 

sustanciación de un proceso ordinario, y aún, sin tal proceso.  

 

Sáenz, a su vez, expresa que: «En la pretensión de inconstitucionalidad planteada 

en caso concreto se requiere al tribunal de su conocimiento que al decidir sobre el 

fondo inaplique la ley atacada, porque resultaría ser inconstitucional fundamentar 

el fallo en ella. Como son los tribunales ordinarios los que tiene la potestad 

exclusiva de la aplicación de las leyes para la solución de litigios sometidos a 

ellos, a éstos corresponde también el conocimiento y pronunciamiento en primera 

instancia de la Inconstitucionalidad en casos concretos, de modo que la 

declaración que recaiga en el planteamiento de la Inconstitucionalidad precisa de 

ser apelada, para que de ella pueda conocer la Corte de Constitucionalidad como 

tribunal ad quem.» 106  

 

3.6.1. Aplicación procesal de la inconstitucionalidad en caso concreto. 

 

El ordenamiento jurídico guatemalteco, incorpora la forma en la cual se aplica o 

ejercita la facultad de plantear una inconstitucionalidad en caso concreto, es por 

ello, que se regula dicho extremo, de forma específica, dentro de la LAEPC. Para 

exponer la aplicación procesal de la inconstitucionalidad en caso concreto, es que, 

se procede a desarrollar en el presente título, las normas que regulan los aspectos 

procesales de dicho tipo de inconstitucionalidad. 

                                                      
105 Castillo González, Jorge Mario. Óp Cit. Págs. 208, 209. 
106 Sáenz Juárez, Luis Felipe. Óp. Cit. Págs. 45. 
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En el artículo 266 de la norma suprema de Guatemala regula lo referente a la 

inconstitucionalidad de leyes en casos concretos, concretando lo siguiente: «En 

casos concretos, en todo proceso de cualquier competencia o jurisdicción, en 

cualquier instancia y en casación y hasta antes de dictarse sentencia, las partes 

podrán plantear como acción, excepción o incidente, la inconstitucionalidad total o 

parcial de una ley. El tribunal deberá pronunciarse al respecto.»107. 

 

Por lo que, el anterior artículo citado textualmente, establece claramente cuando 

procede una inconstitucionalidad en caso concreto. Dentro del análisis que se 

debe de establecer, si dentro de un caso concreto, existe una norma en especial 

que contravengan los principios y normas constitucionales y que en consecuencia 

afecte derechos e intereses protegidos por la constitución, existen los siguientes 

aspectos importantes que se deben de tomar en cuenta: 1. Que se puede plantear 

en cualquier competencia o jurisdicción, o en cualquier instancia e inclusive en 

casación, siempre y cuando no se haya dictado sentencia, y 2. Que se puede 

interponer como acción, excepción o incidente. 

 

Por otro lado, dentro de la aplicación procesal de este tipo de inconstitucionalidad, 

se puede encontrar que, también, se regula dentro de la LAEPC, los casos en los 

que procede interponer la inconstitucionalidad en caso concreto; los casos lo 

determina el artículo 116 de la ley en mención, artículo que tiene una diferencia 

con el artículo 266 constitucional, puesto que, el artículo 116 de la LAEPC, 

además, codifica cual es la consecuencia jurídica al momento de determinarse o 

resolver que una norma es inconstitucional, resultado que se estima  en 

inaplicarse la norma al caso concreto. 

 

Dentro de la misma ley anteriormente mencionada, también, se codifican tres 

casos distintos en los que se puede dar la inconstitucionalidad en caso concreto, 

                                                      
107 Cfr. Asamblea Nacional Constituyente. Constitución Política de la República de Guatemala.  
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para ello, se procede a citar textualmente los artículos, con el fin de conocer su 

contenido:  

«ARTICULO 117. Inconstitucionalidad de una ley en casación. La 

inconstitucionalidad de una ley podrá́ plantearse en casación hasta antes de 

dictarse sentencia. En este caso, la Corte Suprema de Justicia, agotado el 

trámite de la inconstitucionalidad y previamente a resolver la casación, se 

pronunciará sobre la inconstitucionalidad en auto razonado. Si la resolución 

fuere apelada, remitirá́ los autos a la Corte de Constitucionalidad.  

También podrá́ plantearse la inconstitucionalidad como motivación del 

recurso y en este caso es de obligado conocimiento.  

ARTICULO 118. Inconstitucionalidad de una ley en lo administrativo. 

Cuando en casos concretos se aplicaren leyes o reglamentos 

inconstitucionales en actuaciones administrativas, que por su naturaleza 

tuvieren validez aparente y no fueren motivo de amparo, el afectado se 

limitará a señalarlo durante el proceso administrativo correspondiente.  

En estos casos, la inconstitucionalidad deberá́ plantearse en lo contencioso 

administrativo dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que causó 

estado la resolución y se tramitará conforme al procedimiento de 

inconstitucionalidad de una ley en caso concreto.  

Sin embargo, también podrá́ plantearse la inconstitucionalidad en el recurso 

de casación, en la forma que establece el artículo anterior, si no hubiere 

sido planteada en lo contencioso-administrativo.  

ARTICULO 119. Inconstitucionalidad de una ley en el ramo laboral. En el 

ramo laboral, además de la norma general aplicable a todo juicio, cuando la 

inconstitucionalidad de una ley fuere planteada durante un proceso con 
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motivo de un conflicto colectivo de trabajo, se resolverá́ por el tribunal de 

trabajo correspondiente.»108 

Los mencionados artículos glosan y codifican, lo referente a la inconstitucionalidad 

en caso concreto y los distintos supuestos en los cuales se puede dar o plantear 

dicha inconstitucionalidad, ya sea en el ámbito administrativo, dentro de una 

casación o incluso en el ámbito laboral.  

 

Como un aspecto bastante importante del cual hay que hacer mención, es en el 

ámbito administrativo, puesto que la inconstitucionalidad en caso concreto debe 

hacerse ver a la autoridad administrativa previo a interponer la misma, en caso 

esto no se realizara, la inconstitucionalidad en caso concreto será rechazada con 

fundamento en el artículo 118 de la LAEPC, específicamente en su parte 

conducente que dice: «, el afectado se limitará a señalarlo durante el proceso 

administrativo correspondiente»109, es por ello que, se debe de limitar a hacerlo 

ver en el proceso administrativo, para que posteriormente en un proceso de lo 

contencioso administrativo, se pueda interponer con fundamento y bajo todo el 

derecho que le pueda corresponder a la persona afectada. 

 

En materia laboral, la ley en relación, únicamente se limita a establecer que el 

tribunal de trabajo que corresponda, es el competente para conocer de la 

inconstitucionalidad en caso concreto, sin embargo, a manera de interpretación ya 

que el mismo artículo también regula lo concerniente a los casos de conflicto 

colectivo, hay que recordar que un conflicto colectivo tiene, también, una fase 

administrativa, por lo que, se deberá de tomar en cuenta el artículo 118, sobre 

hacer ver la inconstitucionalidad en caso concreto dentro de la fase administrativa, 

para que en el caso laboral, dicha inconstitucionalidad se pueda interponer dentro 

del proceso judicial, con el fin que, el juez de trabajo conozca de dicha afectación 

de derechos o principios constitucionales. 

 

                                                      
108 Ibid. Decreto 1-86. 
109 Loc. Cit. 
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Por último, y a manera de ser precisos en cómo funciona la inconstitucionalidad en 

caso concreto, se puede expresar que la misma se puede plantear en cualquier 

competencia, jurisdicción y en cualquier instancia, incluso en casación, media vez 

se cumplan con los preceptos anteriormente glosados y cuando se afecte en un 

caso concreto un principio o derecho constitucional, protegido por nuestra 

constitución o que la misma haya reconocido de la misma jerarquía.  

 

3.7. Fin del Estado y bien común: 

 

El presente apartado, determinará de forma doctrinaria, cuál es el fin del Estado, y 

se realizará la relación que tiene este con el bien común, puesto como bien se 

sabe, el Estado es el responsable y obligado de proteger a los individuos que lo 

conforman; los temas anteriormente relacionados, son de gran importancia para la 

presente tesis, puesto que, para determinar si el artículo 43 del pacto colectivo de 

condiciones de trabajo del MSPAS es inconstitucional, se debe de tener en cuenta 

cuál es el fin del Estado y qué es el bien común, esto con la finalidad de establecer 

si el artículo mencionado, cumple con dichos supuestos. 

 

3.7.1 Fin del Estado: 

 

Toda sociedad constituida en un estado, pretende tener una meta o un objetivo. 

Los Estados generalmente buscan que los individuos que lo conforman 

mantengan sus libertades individuales, además, pretenden el desarrollo humano 

de cada uno de ellos, es decir, que buscan beneficiar a todos por igual, mediante 

la protección de derechos fundamentales; los párrafos desarrollados a 

continuación, expresan, cuál es el fin del estado, para distintos autores. 

  

El fin del Estado es: «la paz pública, el bienestar social, el orden y la justicia social 

buscados en un ámbito de responsable ejercicio de la libertad integran el concepto 

de bien público. El bien público forma parte del bien humano y éste es el que 

deriva de la esencia de la persona humana, de cuya concepción resultará el 
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contenido del bien público. El Estado tiene en su esencia una actividad 

deontológica y se orienta según la concepción que se tenga de su meta. La idea 

de bien público se inspira en principios superiores, determinados, pero sus 

aplicaciones dependen de circunstancias tiempo, espacio y cultura de la realidad 

de la civilización y de la política del Estado encargado de alcanzarlo…».110 

 

De conformidad en lo expresado por Gómez111, no es posible establecer una 

norma abstracta a seguir, en cambio, el Estado es el que debe de determinar las 

circunstancias particulares y observar las realidades de la población, con el fin de 

regular su actividad y determinar la jerarquía de los valores superiores que 

integran el bien público; en conclusión, el bien público que debe de realizar el 

Estado, como uno de sus fines, consiste en establecer el conjunto de condiciones 

económicas, sociales, culturales, morales y políticas necesarias, para que el 

hombre pueda lograr y alcanzar su pleno desarrollo material como persona 

humana, como miembro de la familia, de la agrupación de la profesión que ejerce, 

o parte de un grupo de trabajo, del municipio, Estado, sociedad nacional e 

internacional y sobre todo de la humanidad. 

 

Francisco Porrúa Pérez112 enuncia que la sociedad humana, al momento de 

agruparse con la estructura de un Estado, busca tener ciertos elementos 

constitutivos, uno de los elementos el cual tiene como finalidad alcanzar el Estado, 

es el bien público de los hombres que conforman su población. El Estado, al ser 

una estructura social alberga dentro de él agrupaciones sociales de grado inferior, 

como por ejemplo los sindicatos, sociedades mercantiles, universidades, 

religiones, familia, entre otros, por lo que la función del Estado es proteger a estos 

grupos que lo integran.  

 

                                                      
110 Gómez, F. “El fin del Estado. En teoría del Estado”.  
[en línea]. Espacio de formación multimodal, e-uaem. Págs. 361 
México. Disponible en: 
http://metabase.uaem.mx/bitstream/handle/123456789/1065/267.pdf?sequence=1 [Fecha de consulta: 22 de 
noviembre de 2017] 
111 Loc. Cit. 
112 Porrúa Pérez, Francisco. Teoría del Estado. Vigésima primera edición. México, editorial Porrúa, S.A., 1987, 
Págs. 275  
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Continua formulando el citado autor, que como primer punto, el fin del Estado, 

desde el punto de vista teleológico o espiritual, es el bien público temporal, por 

tanto, al momento en que se estudia el Estado debe de tenerse bien claro cuál es 

el fin y el objetivo a donde se dirige su actividad, de tal forma que, al momento de 

establecer a dónde se dirige su actividad se conoce el fin del mismo y de esta 

manera poder determinar sus atribuciones, es por ello que expresa lo siguiente: 

«¿cuál es el fin del Estado? Se dice que el bien común. También se afirma que es 

el interés general. »113 

 

Por último, Francisco Javier Juarez Jonapa114 plantea que los fines objetivos que 

tiene un Estado son existir, coexistir y subsistir, y los fines subjetivos se 

consideran todos los propósitos que tiene los hombres para que las cosas 

cumplan con su finalidad, por otro lado, siempre se debe de determinar la 

actividad propia de un Estado y con ello poder conocer funciones, estructura y sus 

atribuciones; El fin del Estado se identifica con el bien común, como interés 

general, y el bien común es un fin que beneficia a todos los miembros de la 

sociedad.  

 

3.7.2. Bien Común: 

 

Se formula a continuación, lo que para algunos autores es el bien común, el cual, 

como se podrá observar a lo largo del presente título, tiene relación directa con el 

fin del Estado, puesto que, los Estados tiene como objetivo otorgar a la totalidad 

de los individuos que lo conforman un bienestar común.  

  

Porrúa115 profiere que el fin del Estado es perseguir el bien común, el cual debe de 

beneficiar en su totalidad a todos los individuos que lo integren, empero, al estar el 

Estado compuesto por una población tan amplia y tan variada es menester 

distinguir el bien común, pues, puede existir el bien común particular o el bien 

                                                      
113 Ibíd, Pág. 277 
114Juarez Jonapa, Francisco Javier. Teoría general del Estado. México, Red Tercer Milenio, 2012. Pág. 221  
115 Porrúa Pérez, Francisco. Óp. Cit. Págs. 277 
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común público, por lo que el primero se relaciona con los intereses particulares de 

un individuo o de un grupo de individuos en específico, y el segundo se relaciona 

con el interés colectivo de la población que integra el Estado. En conclusión, el fin 

que persigue el Estado es el bien común público, ya que, el bien común entre 

particulares es egoísta y el mismo no beneficia a la totalidad de la población que 

integra el Estado. 

 

En relación con lo que la CPRG establece, sobre cuál es el fin del Estado de 

Guatemala, se determina que es el bien común, mismo que se encuentra regulado 

en su artículo primero, de lo anterior se cita a Ramiro De León Carpio, quien opina 

lo siguiente: «Nuestra Constitución y todas las leyes giran alrededor de la persona 

humana en forma individual que habita en nuestro país, de la familia guatemalteca 

y de todos sus habitantes que forman la sociedad. Nuestra Constitución Política en 

su primer artículo protege a la persona y a la familia; y que el fin supremo del 

Estado es la realización del BIEN COMÚN. De tal manera que la razón 

fundamental del Estado de Guatemala es lograr el bienestar de todos los 

guatemaltecos. (…). Por lo tanto, nosotros tenemos derecho de pedir que el 

Estado cumpla con ese deber de protegernos; y en cuando a su fin supremo, 

significa que todos alcancemos y gocemos de los mismos beneficios.»116 

 

Juarez Jonapa enuncia lo siguiente: «Puede hablarse de un bien común particular 

o de un bien común público. El Primero es el que solamente beneficia a algunos, y 

el segundo, es el perseguido por el Estado.»117 

 

Así mismo, Juarez Jonapa118 continúa articulando que el bien común es el 

conjunto de condiciones de la vida social que permite que los distintos grupos 

sociales y cada uno de los miembros que lo integran, alcancen de manera más 

fácil e integra la perfección que les corresponde. 

 

                                                      
116 De León Carpio, Ramiro. Catecismo constitucional. Guatemala, procurador de los derechos humanos, 
2016. Págs. 37-38. 
117 Juarez Jonapa, Francisco Javier. Óp. Cit., Pág. 221 
118 Ibíd. Pág. 300. 
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Javier Ramón Causaubon119, un jurista argentino, expresa que es un grave error el 

identificar el bien personal con cierto tipo superior de bien singular o individual, 

como por ejemplo: «Mi salud, Mi dinero, Mi casa, Mi trabajo, Mi perfección», 

debido a que en el hombre todo bien singular o individual es un bien personal, sin 

embargo, un bien personal no siempre  debe ser un bien singular o individual, por 

muy alto que sea este, precisamente porque el bien común (todo tipo de bien 

común: familiar, político o divino) es también personal; más aún, el bien común es 

el mejor bien de las personas.  

 

3.8. El Presupuesto y su uso: 

 

El título que se desarrolla en los párrafos a continuación, presenta, lo que para 

algunos autores es el presupuesto y su finalidad por el cual es creado, llevando a 

la conclusión, de cuál es el uso adecuado y correcto del mismo. Hay distintos 

presupuestos, de los cuales se pueden diferenciar los presupuestos que se 

realizan para empresas privadas o bien los presupuestos que se asignan a 

instituciones públicas. Por lo anterior, es que se presenta, además del concepto 

simple de qué es un presupuesto, también, se presenta el concepto de qué es el 

presupuesto público, tema que es de gran relevancia para la presente tesis.  

 

German Puentes Gonzales120 enuncia que el presupuesto es un medio y un 

instrumento que es utilizado para llevar a cabo planes y programas, tanto de 

entidades públicas y privadas; para llevar acabo la realización de un presupuesto, 

es importante tener en cuenta la planificación, lo cual quiere decir, que se debe de 

realizar un análisis y diagnóstico sobre la realidad en la que se ha de actuar, de tal 

manera, que se permitan tomar decisiones que pueden ser ejecutadas teniendo 

como resultado la obtenciones de los objetivos previstos o deseados.  

 

                                                      
119 Casaubon, Javier Ramón. Pontifica universidad católica Argentina. “El bien común”. Argentina, 2014. 
Disponible en: 
http://bibliotecadigital.uca.edu.ar/repositorio/ponencias/bien-comun-casaubon.pdf [Fecha de consulta: 22 de 
noviembre de 2017] 
120 Puentes Gonzales, German. El presupuesto en el marco de la planeación financiera: conceptos, doctrina y 
jurisprudencia. Colombia. Editorial Universidad del Rosario, 2013. Págs. 1.  
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En el mismo sentido, Edilberto Gonzales Peña121 expone que la planificación 

detalla y muestra que el presupuesto debe de reflejar los planes gubernamentales 

de largo, mediano y corto plazo.  

 

El citado autor122 en el párrafo anterior, expresa que en el caso del presupuesto de 

un Estado, este debe de abarcar toda la política fiscal; por medio de este se debe 

de buscar el cumplimiento de las finalidades que tiene la administración pública, 

así como también la satisfacción de las necesidades de los individuos que integran 

el Estado y garantizar el eficaz y normal funcionamiento del aparato Estatal. 

 

Enrique Romero Romero expresa que «El presupuesto público es una herramienta 

de carácter financiero, económico y social, que permite a la autoridad estatal 

planear, programar y proyectar los ingresos y gastos públicos en un período fiscal, 

a fin de que lo programado o proyectado en materia presupuestal sea lo más 

cercano a la ejecución (realidad) El éxito en el manejo y control presupuestal 

depende de la adecuada planificación ordenada y evaluada periódicamente. (…) 

El presupuesto público debe de estar orientado a atender las necesidades básicas 

de la comunidad establecidas como fines esenciales del Estado.»123 

 

Por todo lo anterior, es que se puede determinar que el Presupuesto es un medio 

que debe de utilizar el Estado para lograr sus fines y políticas, usándolo siempre 

para cubrir las necesidades de los individuos del Estado, y relación directa a ello, 

es cumplir el fin último del Estado, el cual es el bien común y se debe de ver 

reflejado en las políticas fiscales y sociales, establecidas previamente y 

planificadas por el gobierno dentro de un corto, mediano y largo plazo. 

 

                                                      
121 Peña Gonzales, Edilberto. Principios e instituciones presupuestales en Colombia. Colombia, editorial Red 

Revista Estudios Socio-jurídicos, 2009. Págs. 252. 
122 Ibid. Págs. 250. 
123 Romero Romero, Enrique. Presupuesto público y contabilidad gubernamental. 5ª edición. Colombia. Ecoe 
Ediciones, 2013. Págs. 33 y 34.  
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La universidad de la Habana124 comunica que el sistema presupuestario le permite 

al Estado la planificación, ejecución y control de sus recursos públicos, con el fin 

último de utilizar dichos recursos para cubrir sus funciones estatales, que se 

proponen para la satisfacción de los servicios públicos, todo lo anterior, permite 

comprender el punto de vista económico, jurídico y político con el cual funciona un 

Estado. 

 

Constitucionalmente, el Estado de Guatemala se rige con las normas establecidas 

en el Capítulo denominado Régimen Financiero, se encuentra contenido del 

artículo 237 al 243, sin embargo, los artículos que regulan lo relacionado al 

presupuesto del Estado son los artículos 237 y 238. 

 

El artículo 237 regula y establece que el presupuesto debe ser establecido para 

cada ejercicio fiscal, incluyendo la estimación de todos los ingresos a obtener y los 

gastos por realizar, teniéndose en cuenta que la unidad del presupuesto es 

obligatoria, así como su estructura programática.  

 

Por otro lado, en el mismo cuerpo constitucional, en el artículo 238, se le da vida 

jurídica a la Ley Orgánica del Presupuesto, y determina que debe de regular dicha 

ley, disposición que se citan textualmente a continuación: 

 

«a. La formulación, ejecución y liquidación del Presupuesto General de 

Ingresos y Egresos del Estado y las normas a las que conforme esta 

Constitución se somete su discusión y aprobación;  

b. Los casos en que puedan transferirse fondos dentro del total asignado 

para cada organismo, dependencia, entidad descentralizada o autónoma. 

Las transferencias de partidas deberán ser notificadas de inmediato al 

Congreso de la República y a la Contraloría de Cuentas;  

c. El uso de economías y la inversión de cualquier superávit e ingresos 

eventuales;  

                                                      
124 Universidad de La Habana. Derecho financiero. En selección de guías de estudio: Derecho. Cuba, Editorial 
Universitaria, 2011. Págs. 5 



 83 

d. Las normas y regulaciones a que está sujeto todo lo relativo a la deuda 

pública interna y externa, su amortización y pago;  

e. Las medidas de control y fiscalización a las entidades que tengan fondos 

privativos, en lo que respecta a la aprobación y ejecución de su 

presupuesto;  

f. La forma y cuantía de la remuneración de todos los funcionarios y 

empleados públicos, incluyendo los de las entidades descentralizadas. 

Regulará específicamente los casos en los que algunos funcionarios, 

excepcionalmente y por ser necesario para el servicio público, percibirán 

gastos de representación. Quedan prohibidas cualesquiera otras formas de 

remuneración y será personalmente responsable quien las autorice;  

g. La forma de comprobar los gastos públicos; 

h. Las formas de recaudación de los ingresos públicos;»125 

 

3.8.1. Ley Orgánica del Presupuesto, decreto 101-97 

 

Se despliega a continuación, de forma general en qué consiste la ley orgánica del 

presupuesto, normativa que tiene gran relevancia dentro de la organización estatal 

de Guatemala, puesto que tal como se ha expuesto en los apartados anteriores, 

se sabe que regular todo lo concerniente al presupuesto de un Estado, le permite 

a este lograr sus fines, previamente establecidos por un pacto social. Se expone, 

además, cual es el objeto de la ley y sus finalidades, así como también, su ámbito 

de aplicación, entre otras cosas que tiene relevancia con el tema principal de la 

presente tesis.  

 

La Ley Orgánica del Presupuesto del Estado es una normativa que tiene jerarquía 

inferior a la de Constitución, sin embargo, se encuentra en segundo puesto por 

debajo de las leyes constitucionales, por lo que la misma tiene una gran 

importancia, ya que se debe de tener muy en cuenta al momento de que las 

                                                      
125 Cfr. Asamblea Nacional Constituyente. Constitución Política de la República de Guatemala.  
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instituciones centralizadas o descentralizadas tomen decisiones que puedan 

afectar el presupuesto del cual les fue dotado y asignado.  

 

El objeto de dicha ley se encuentra regulado en su primer artículo, el cual regula 

que determinar el sistema presupuestario gubernamental tiene como fin: la 

realización de la planificación, programación organización, coordinación, 

ejecución, control de la captación y uso de los recursos públicos, bajo los 

principios de legalidad, economía, eficiencia, eficacia, calidad, transparencia, 

equidad y publicidad, en cuanto al cumplimiento de los programas, planes y 

proyectos que previamente se han establecidos por las políticas establecidas por 

el Estado. 

 

La ley establece también que el objetivo de determinar el sistema presupuestario 

coadyuva al fortalecimiento de la administración y sus sistemas de control, con el 

fin de asegurar la calidad del gasto público y el adecuado uso de los recursos del 

Estado; Las normas emitidas por la Contraloría General de Cuentas, aseguraran 

un eficiente y eficaz sistema de control interno normativo, financiero, económico y 

de gestión sobre las operaciones de las instituciones del Estado.  

 

El ámbito de aplicación de la ley, en general, se enfoca en todos los sujetos que 

tengan en algún momento beneficio o accesos a los recursos del Estado. El 

Ministerio de Finanzas públicas, es el órgano encargado y rector de realizar el 

control y gestión financiera del estado, junto con todas las unidades que cumplan 

funciones de administración financiera en cada uno de los entes públicos, 

debiendo velar por el cumplimiento de las políticas, normas y lineamientos, que se 

hayan dictado en materia financiera por las autoridades competentes. 

 

El decreto 101- 97 del Congreso de la República, a su vez regula lo conexo a el 

presupuesto de ingresos y el presupuesto de egresos del Estado, mencionando 

que el presupuesto de ingresos, son todas aquellas distintas clases de fuentes, de 
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las cuales se financie el mismo, los cuales en su mayoría provienen de fuentes 

tributarias, no siendo esto limitativo, pero sí ejemplificativo.  

 

En cambio, el presupuesto de egresos del Estado según el artículo 12 del decreto 

mencionado dispone:  

 

«En los presupuestos de egresos se utilizará una estructura programática 

coherente con las políticas, planes de acción del Gobierno y planes de 

desarrollo territorial, de conformidad con lo que desarrollo el reglamento 

respectivo, este identificará: la producción de bienes y servicios, la gestión 

por resultados de organismos y entes del sector público, la incidencia 

económica, social y financiera, de la ejecución de los gastos, la vinculación 

con sus fuentes de financiamiento y con el ámbito geográfico de ejecución 

de la inversión pública y el aseguramiento de la calidad del gasto público. 

»126 

 

Por lo anterior, es importante hacer notar, que todo presupuesto de egresos de 

cualquier institución del Estado, debe de tomar en cuenta la incidencia económica, 

social y financiera que tendrá la ejecución de cada uno de los gastos 

presupuestados, debido a que ello, debe de ir encaminado al cumplimiento de los 

fines que tenga la institución, en el caso del Ministerio de salud pública y 

asistencia social, deben de tener en cuenta, cual es la incidencia del pago de 

obligaciones y compromisos apropiados y negociados en un Pactos Colectivo de 

Condiciones de trabajo, debiendo determinar si estos cumplen con asegurar la 

calidad del gasto público. 

 

Dentro de la misma ley orgánica relacionada, se decreta que el control de los 

presupuestos del sector público, corresponde directamente al organismo ejecutivo, 

quien a través del Ministerio de Finanzas Públicas realizará dicho control, con 

excepción de las Municipalidades y de la Universidad San Carlos de Guatemala; 

                                                      
126 El Congreso de la República de Guatemala. Ley orgánica del presupuesto. Decreto 101-97 
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La Contraloría General de Cuentas y la Superintendencia Bancos, según sea el 

caso, realizarán la fiscalización de los presupuestos de sector público. 

 

Lo expresado con anterioridad, son todas aquellas cuestiones que se encuentran 

reguladas dentro de la ley orgánica del presupuesto del Estado, y que por 

cuestiones de desarrollo de contenido de la presente tesis son presentados, sin 

embargo, no se continúa enunciando lo regulado por dicha ley puesto que no tiene 

relación directa con el tema de la presente tesis. 

 

Con el presente apartado, se alcanzan algunos de los objetivos específicos, 

habiendo desarrollado en materia constitucional algunos principios 

constitucionales, que a criterio del investigador tenían más relación con el 

presente trabajo de investigación, esto además se relacionó con temas tales como 

el fin del estado, el bien común y el tema de en qué consiste el presupuesto del 

Estado y el uso adecuado del mismo. 

 

Los temas descritos en el párrafo anterior se encuentran íntimamente relacionados 

con los temas de la inconstitucionalidad, sus tipos y los regulados en Guatemala, 

debido a que todos ellos serán de gran utilidad para el análisis del artículo 43 del 

pacto colectivo de condiciones de trabajo del MSPAS en el capítulo siguiente. 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 87 

CAPÍTULO 4.  

Presentación, discusión y análisis de resultados 

“Análisis de la posibilidad de inconstitucionalidad General Parcial del 

artículo 43 del Pacto Colectivo del Ministerio de Salud y Asistencia Social y 

aspectos importantes”. 

Sumario: 4.1. Resultados del instrumento de la entrevista. 

4.2. Confrontación de los resultados con la doctrina y 

anexos del tema. 4.3. Discusión y análisis del investigador. 

 

La doctrina recopilada y consultada para la presente investigación de tesis, 

proporcionó de forma trascendental el sustento para cumplir con los objetivos 

planteados dentro de la misma, no siendo esto suficiente, el investigador se vio en 

la necesidad de recopilar más información, la cual consiste en los anexos de la 

presente tesis, anexos que, tiene como fin, brindarle al lector la información 

necesaria de en qué consiste el Pacto Colectivo de condiciones de trabajo del 

MSPAS y documentos que tuvieron que ver con su negociación.  

 

Para el efecto de la elaboración de este título final, se procedió a la recopilación de 

información, mediante el trabajo de campo, utilizando una entrevista estructurada 

y de tipo abierto o de opinión, la cual fue dirigida para 7 profesionales con 

conocimientos sobre el tema, que dado lo complejo y técnico del abordaje del 

tema, limitó la posibilidad de contar con una mayor numero de entrevistados. 

 

Mediante los datos proporcionados por los colaboradores, se pudo sustentar y 

alcanzar el objetivo general de la presente tesis, analizando y discutiendo los 

mismos y al mismo tiempo relacionándolos con los “anexos 3” adjuntos a la 

presente investigación, a efecto de concluir y probar la hipótesis, consistente en 

que es posible declarar la inconstitucionalidad general parcial del artículo 43 del 

Pacto Colectivo de condiciones de trabajo del MSPAS.    
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4.1 Resultados del instrumento de la entrevista. 

 

A continuación, se presentan los resultados de las respuestas obtenidas con base 

en la entrevista semiestructurada que se realizó a los siguientes profesionales en 

Derecho: trabajadores del MSPAS: Licda. Briceyda Aracely Hoenes Raqel, 

coordinadora de jurídico; Lic. Luciano Alexander Patzan Lechuga, Encargado de 

Asuntos laborales de la coordinación de jurídico y otra persona más que solicitó el 

anonimato y; otros profesionales, siempre en Derecho, conocedores del tema 

laboral: Lic. Ruben Dario Fuentes Cifuentes, ex coordinador de jurídico; Lic. Allan 

Fabrissio García Ruano, Asesor de la Universidad de San Carlos de Guatemala y 

Litigante en Derecho laboral; Lic. Jorge Mario De León Juárez, Director de litigios 

del área laboral de bufete Estudio Jurídico y; Licda. Maribel Godoy Aguilar, Jueza 

de Trabajo en el organismo judicial. 

 

Las respuestas obtenidas tienen relación e importancia con la presente 

investigación, a efecto de determinar, cuál es la percepción acerca del tema por 

parte de los profesionales que tienen experiencia con el tema de la presente 

investigación de tesis.  

 

El contenido de la primera pregunta es: 1. Conforme a su criterio, ¿Cuáles son 

primordialmente los fines que debe perseguir el Estado? 

 

Se obtuvieron las siguientes respuestas: 

a) Bienestar social de sus habitantes, el cual incluye servicios públicos 

primordiales (salud, educación, seguridad). 

b) El bien público, el bien común. 

c) El bienestar común, por medio del respeto al cumplimiento de las normas 

jurídicas. 

d) El estado constitucionalmente debe de perseguir la satisfacción de las 

necesidades de la sociedad, a través, de la prestación de servicios esenciales, 

tales como la salud, seguridad y fines conexos. 
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e) El artículo 2 de la CPRG los establece y el principal que debe de buscar es el 

bien común. Pasándolo al ámbito laboral, debe de fomentar, en el Derecho 

colectivo, y la negociación colectiva y la sincalización. 

f) El bien común y garantizar el desarrollo integral de todos sus habitantes. 

g) El bienestar común. Es el fin primordial. 

 

Las respuestas de la primera pregunta tienen como finalidad verificar y establecer 

cuáles eran los fines principales del Estado, los cuales creían primordiales los 

profesionales, esto con el fin de darle certeza a lo desarrollado en el capítulo 

tercero y alcanzar el objetivo específico de establecer, cuál es el fin del Estado y 

qué es el bien común.   

 

Interpretación de resultados de la pregunta número 1: 

De los resultados obtenidos en la respuesta número se concluye que: El fin 

primordial del Estado es el bien común y el bien público, por medio de 

cumplimiento de las normas y asegurando el bien social, mediante los servicios 

públicos, de tal forma que se garantice el desarrollo integral de todos sus 

habitantes.  

 

El contenido de la segunda pregunta es: 2. Cree usted, según su conocimiento, 

¿Que un pacto colectivo de condiciones de trabajo puede comprometer 

anticipadamente, el presupuesto de una institución del Estado? 

 

Se obtuvieron las siguientes respuestas: 

a) Sí, previo a hacer las consultas a las instituciones correspondientes. 

b) No, porque el presupuesto económico de la institución se conoce hasta finales 

de noviembre, y el presupuesto ya otorgado ya está designado y no se puede 

destinar hacia otros fines. 

c) El presupuesto de la institución del Estado, podría comprometerse, toda vez, 

que los beneficios económicos se cumplen a futuro, es decir, a partir de la 

homologación y vigencia del mismo, hasta el vencimiento de su plazo legal; 



 90 

siempre y cuando, la negociación colectiva sea real, coherente, legal, 

sostenible y sustentable.  

d) Sí, debido a que la naturaleza de un pacto colectivo, son las conquistas 

laborales, tal como se establece en el artículo 106 de la CPRG, el cual estipula 

la irrenunciabilidad de los derechos adquiridos, y sobre que los mismos son 

susceptibles de ser superados de la forma que fija la ley, por medio de la 

negociación individual o la negociación colectiva, siempre y cuando como 

establece la ley; en ese sentido, toda conquista laboral, tiene una repercusión 

económica, pero en materia del estado, es más complicado, puesto que, el 

dinero que es utilizado para cumplir dichas conquistas laborales afectan el 

presupuesto de la Nación de ingresos y egresos del Estado. Pero, si es válido 

comprometer anticipadamente en base en lo anteriormente dicho, siempre y 

cuando se cumpla con los preceptos legales y la planificación presupuestaria.   

e) Sí. Pero si no se observan las normas anticipadamente establecidas puede 

caer en la no observancia de las posibilidades económicas del Estado y recaer 

en un pacto “lesivo” comúnmente llamado. 

f) Sí se puede, aún que, no es lo correcto, porque de conformidad en las 

disposiciones financieras del Estado de Guatemala, es necesario contar con la 

constancia de disponibilidad presupuestaria y con el dictamen del ministerio de 

finanzas públicas, previo a proceder a comprometer recursos del Estado, en 

una negociación colectiva, sin embargo, estas disposiciones, eminentemente 

administrativas son relativamente recientes, por lo que existen ciertos pactos o 

ciertos compromisos previos, en los que ya se ha comprometido el patrimonio 

estatal, aún sin contar con la CDP (Constancia de disponibilidad 

presupuestaria). 

g) No, si se respeta la negociación colectiva en base a la capacidad económica 

de cada Ministerio, se priorizan los gastos y se obtienen dictámenes técnicos 

para que la negociación sea sobre bases reales. 

 

Las respuestas de la segunda pregunta, tienen como fin desarrollar los objetivos 

específicos que buscan determinar cuál es el fin del pacto colectivo y las 
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limitaciones que este pueda tener, así como también, la relación directa con el 

objetivo específico de determinar qué es el presupuesto y el uso del mismo.  

 

Interpretación de resultados de la pregunta número 2: 

 

Con base en las respuestas dadas por lo profesionales, se puede notar, que existe 

un patrón, el cual, es que un pacto colectivo sí puede comprometer 

anticipadamente el presupuesto de una institución de Estado, sin embargo, las 

partes deben de tener en cuenta las disposiciones legales financieras, obtener 

dictámenes favorables por parte del Ministerio de Finanzas públicas, de que se 

cuenta con una disponibilidad económica suficiente, para cumplir con las 

obligaciones adquiridas, esto, en consecuencia, de que las obligaciones 

económicas adquiridas, afectan directamente el presupuesto general de la nación 

y la economía del país, puesto que, se deben de priorizar servicios básicos de la 

población.      

 

El contenido de la tercera pregunta es: 3. En el mismo sentido, ¿crees usted, que, 

para negociar salarios y bonificaciones, dentro de un pacto colectivo de una 

institución del Estado, se debería de tener conocimiento de la disponibilidad 

presupuestaria de dicha cartera y el impacto a largo plazo que tendrá el 

cumplimiento de dicho compromiso? ¿Puede dar su razón? 

 

Se obtuvieron las siguientes respuestas: 

a) Sí, claro. Porque ninguna institución puede comprometerse a dar incentivos 

económicos a sus trabajadores, si no lo tiene contemplado dentro del 

presupuesto asignado. 

b) Claro que sí, para poder saber si se puede dar un incremento salarial y de los 

bonos. 

c) Sí, debería de ser la condición legal y práctica necesaria para tal extremo, toda 

vez, que en caso contrario llegaría un momento los salarios y bonificaciones no 

podrían ser pagadas por parte del ministerio. 



 92 

d) Sí, es necesario y obligatorio. Esto deviene del 154 CPRG, del principio de 

legalidad, ya que todo funcionario y empleado público puede hacer únicamente 

lo que la ley le permite y aunado a ello el artículo 4 de la ley de sindicalización 

y regulación de la huelga de los trabajadores del estado, decreto 71-86,  el cual 

establece, que para negociar pactos colectivos o convenios colectivos del 

estado, se debe de tener en cuenta, las posibilidades legales del presupuesto 

de ingresos y egresos del estado, por lo tanto, es obligatorio para cualquier 

personero que represente al estado, como parte patronal, tener dictámenes 

financieros, dictámenes legales, proyecciones presupuestarias de lo que 

constaría la eventual conquista económica que se negocia con la otra parte 

sindical, en dado caso se llegara a aprobar. 

e) Si es obligatorio, puesto que, si no se observan la disponibilidad económica se 

pueden recaer en conflictos colectivos y huelgas, por el incumplimiento de 

obligaciones negociadas o acciones por parte del patrono por no tener la 

capacidad de cumplir con las obligaciones pactadas.  

f) Sí, efectivamente es necesario que los representantes de la entidad 

nominadora tengan pleno conocimiento de la disponibilidad presupuestaria y 

de la liquidez de la que se puede disponer, previo a adquirir compromisos, 

como en los pactos colectivos.  

g) Los salarios y las bonificaciones ya están preestablecidas, no son objeto de 

negociación, son derechos irrenunciables, salvo que refieran a salarios y 

bonificaciones distintos que superen los regulados en leyes ordinarias; en este 

caso, si deben respetarse las normas sobre contención del gasto y atenderse a 

la capacidad económica de cada dependencia.   

 

Las respuestas de la tercera pregunta, tiene como fin ayudar alcanzar los objetivos 

específicos de determinar qué es un pacto colectivo, la naturaleza del mismo, sus 

limitaciones, así como también, con el de establecer cuál es el uso del 

presupuesto y por último, a responder la pregunta de investigación, de poder 

conocer en qué medida el artículo 43 respeta lo preceptuado en los artículos 

constitucionales 102 inciso ñ) y 44. 
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Interpretación de resultados de la pregunta número 3: 

 

El patrón que se puede notar en las respuestas dadas, por parte de los 

entrevistados, en la pregunta número tres, es que, las partes deben de contar con 

dictámenes financieros y legales, para determinar si es posible negociar los 

salarios y bonificaciones, a efecto de que sea posible darles cumplimiento a dichas 

obligaciones y no afectar el presupuesto del Estado.   

 

El contenido de la cuarta pregunta es: 4. ¿Crees usted, que, al momento de 

negociar salarios y bonificaciones de los trabajadores de una institución del 

Estado, se debe de tener en cuenta la realidad económica y social del país? ¿Sí o 

no? Y ¿Por qué? 

 

Se obtuvieron las siguientes respuestas: 

 

a) Debemos dejar claro, que los salarios no se pueden negociar, solamente se 

imponen a través de la presidencia del área pública, únicamente podrían 

negociarse bonificaciones, en ese sentido, si se debe de tomar en cuenta la 

realidad económica del país, ya que, los precios de la canasta básica suben 

cada año, así como, de los servicios primordiales que paga cada guatemalteco, 

para subsistir. 

b) Claro que sí. No nos podemos exceder más de la economía del país, porque, 

ya existe una deuda pública que no se ha podido cancelar. 

c) Sí, toda vez, que esa realidad económica y social determina el funcionamiento 

de la economía nacional. 

d) Sí, se tiene que tener en consideración, uno de los principios laborales muy 

importantes en esto sería el principio de realidad, sin embargo, en estos casos, 

quien más argumenta el uso de este principio sería la parte sindical, quien 

busca mejorar sus condiciones de vida, tomando en cuenta el valor de la 

canasta básica, la inflación y entre otros puntos importantes, y por la otra parte 
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el Estado se encuentra amarrado a las posibilidades económicas y legales de 

su presupuesto, el punto esencial, en la negociación, es lograr que ambas 

partes concilien esos puntos.  

e) Considero que sí, toda vez, que los salarios, según el 88 del código de trabajo, 

son la remuneración dada por un servicio prestado y las bonificaciones, se dan 

en razón de lo anterior; el tema es cuando se dan salarios y bonificaciones 

excesivos, que vienen a perjudicar los fines de una institución como tal y viene 

a empobrecer a la sociedad, ya que vemos salarios desproporcionados en 

cuanto a la realidad del país. El ejemplo claro es el del congreso, que un 

conserje gana más que un asesor. 

f) Sí, es necesario, que la negociación colectiva parta de la realidad económica 

del país y del propio mercado laboral vigente para el momento de la 

negociación, toda vez, que de no tomar en consideración el contexto social y 

económico se podrían negociar salarios y prestaciones sobre valorados o 

inclusive por debajo del mercado laboral. 

g) Si se refiere a salarios y bonificaciones superiores a las preestablecidas, sí. No 

se puede comprometer el presupuesto en gastos de funcionamiento y dejar de 

atender necesidades básicas que el Estado debe cubrir (salud, educación, 

seguridad y justicia, etc.). 

 

 

El contenido de las respuestas de la cuarta pregunta, busca alcanzar parte del 

objetivo general, lo cual correspondería, a coadyuvar a entender o analizar, si el 

artículo 43 del pacto colectivo, respeta en alguna medida el artículo 44 de la 

CPRG. 

 

Interpretación de resultados de la pregunta número 4: 

 

El patrón que se puede encontrar en las respuestas dadas a la pregunta número 

4, es que, definitivamente debe de tenerse en cuenta la realidad económica del 

país, para fijar salarios y bonificaciones, puesto que, los servicios y gastos de la 
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población varia año con año, por lo que, los salarios y bonificaciones deben de ser 

fijados en función de que estos cubran las necesidades de los trabajadores, 

empero, el principio de realidad también operaria tanto para el patrono, que en 

este caso es el Estado de Guatemala, a quien se le debe de tener en 

consideración que el mismo debe de cumplir en brindar los servicios básicos para 

la población, por lo que, se debe de atender a sus posibilidades económicas. 

 

En tanto que las partes, deben de conciliar en negociar salarios y bonificaciones 

justas para ambos, en concordancia de la realidad de ambas partes, sin pactos 

salarios fuera de la órbita presupuestaria del patrono o menores para la 

satisfacción de las necesidades básicas de los trabajadores. 

 

  

El contenido de la quinta pregunta es: 5. En su opinión, ¿Es válido que los 

patronos y los empleados procuren el desarrollo económico de una institución del 

Estado, para beneficio común y a largo plazo? ¿Sí o no? Y ¿Por qué? 

 

Se obtuvieron las siguientes respuestas: 

a) Sí, claro. En virtud, que las épocas van cambiando y las necesidades de los 

guatemaltecos van evolucionando y el patrono debe de prever, el bienestar de 

sus trabajadores para el futuro. 

b) Es permitido, porque el código de trabajo lo establece, y debe de formarse en 

el comité que establezca  las bases financieras reales para poder llegar a una 

ventaja económica. 

c) Sí, toda vez, que el espíritu del funcionamiento de la negociación colectiva se 

refiere a que tanto patrono y trabajadores puedan obtener mejoras o beneficios 

bilaterales para el mejor funcionamiento del centro de trabajo, que en este 

caso, sería una institución estatal. 

d) Si es válido, necesario y justo. Es válido, porque la negociación colectiva es 

una conquista laboral, y por medio de ella se pueden establecer beneficios 

para los trabajadores de acuerdo a su realidad. Necesaria, porque en materia 
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estatal, el estado es el principal violador de derechos laborales en el país. Y, a 

través, de la negociación colectiva se puede eliminar los vicios que el estado 

ha causado en las relaciones laborales que existen en sus instituciones. Justo, 

debido a que, a través, de la negociación colectiva se busca establecer y fijar el 

principio de igual trabajo igual remuneración. Y por lo anterior, si se realiza una 

buena negociación colectiva, ambas partes procuraran que los beneficios 

pactados sean válidos, necesarios, justos y sostenibles a largo plazo para 

ambas partes.  

e) Sí, es necesario que busquen el desarrollo económico, dentro del marco legal, 

en el punto que ninguno de los dos abusen de sus derechos y de los recursos 

del Estado. 

f) Sí, no solo es válido, sino que, también necesario que los empleados y los 

representantes de las entidades nominadoras que fungen como empleadoras 

tengan como fin el desarrollo y crecimiento de las instituciones, de tal manera, 

que sean no solo eficiente para los administrados, sino, también, permitan que 

los trabajadores tengan un acceso a un nivel de vida digno y decoroso a través 

de sus salarios y remuneraciones. 

g) Siempre, es responsabilidad de todos buscar el desarrollo económico del país 

y debe anteponerse siempre el beneficio común. 

 

El contenido de las respuestas de la quinta pregunta, busca alcanzar parte del 

objetivo general, lo cual correspondería, a coadyuvar a entender o analizar, si el 

artículo 43 del pacto colectivo, respeta en alguna medida el artículo 102 inciso ñ 

de la CPRG. 

 

Interpretación de resultados de la pregunta número 5: 

En razón de lo interpretado por las respuestas a la pregunta número 5, se puede 

concluir que, es necesario buscar el desarrollo económico de la institución del 

Estado, toda vez, que el beneficio común prevalece al particular, con lo cual las 

negociaciones que se hagan entre el empleador y los trabajadores deben de ser 

justas y sostenibles a largo plazo.   
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El contenido de la sexta pregunta es: 6. De acuerdo al documento que se le 

presenta, ¿Cuál cree usted, que pueda ser el impacto, positivo o negativo, 

económicamente hablando, para el Ministerio de Salud Pública y Asistencia 

Social, al haberse obligado al cumplimiento de la obligación en el artículo 43 de su 

pacto colectivo? (el investigador puso a la vista el pacto colectivo del MSPAS, 

específicamente el contenido del artículo 43). 

 

Se obtuvieron las siguientes preguntas: 

 

a) Para el Ministerio, puede ser negativo, sino lo contemplara en su presupuesto 

cada año. Debe de tenerse claro que varios bonos que están contemplados en 

el primer párrafo del inciso 1, ya han sido aprobados en su oportunidad. Se 

hace la aclaración, que la cantidad de trabajadores presupuestados, no varían 

año con año, por lo que las autoridades deben de contemplar dentro de su 

presupuesto para el pago de salarios, desde el inicio de año, y debe de 

verificar el tiempo que las personas tienen de antigüedad para que eso no sea 

un desfase en sus finanzas a la hora de pagar mes a mes a los trabajadores.  

b) Tiene un impacto negativo, porque, el artículo ya contiene los bonos que se 

otorgaban con anterioridad, lo cual ya era un beneficio para los trabajadores y 

por otra parte establece la no privatización de la salud y esto ya lo contempla la 

carta magna en su normativa que el estado de Guatemala, debe de otorgar a 

todos los habitantes del país la salud. 

c) Negativo, primero: la no sostenibilidad presupuestaria de todos los 

compromisos económicos. Segunda: en cuanto al reglamento de viáticos y 

gastos conexos, antes y actualmente se encuentra regulado por medio de un 

acuerdo gubernativo, lo que implica duplicidad de regulación administrativa en 

cuanto a viáticos para el personal del MSPAS. Actualmente han existido 

hallazgos por parte de la contraloría general de cuentas, en virtud, de haberse 



 98 

pagado en su momento viáticos conforme al reglamento regulado en el pacto 

colectivo, siendo lo correcto, a criterio del órgano de control interno que los 

viáticos deben pagarse conforme el acuerdo gubernativo correspondiente. Al 

igual que la problemática que el reglamento de viáticos, se podría considerar 

que existe doble regulación respecto al bono de antigüedad. 

d) El más negativo es el bono por antigüedad real, primero, debido a que se paga 

dos veces y está prohibido, segundo punto el cálculo proyectado, no tiene 

ningún estudio actuarial que lo soporte, estos estudios, muestran cuál sería el 

impacto para el presupuesto a largo plazo, pudiendo adaptar dicho bono a la 

realidad económica del MSPAS y realizaría un estudio de justicia para el pago 

de los salarios de los trabajadores, por lo que, el mismo fue mal estructurado.  

 

El bono por trabajo decente no es malo, sin embargo, la forma de cálculo en la 

literal c del mismo no está bien realizada, por lo que hace ver o parece ver, que 

entre mayor ineficiencia en la ejecución de los fondos del ministerio, mayor 

será el beneficio para los trabajadores, lo cual no es justicia.  

 

Otro punto, es la carrera administrativa escalafonaria, que está en los incisos e 

y f del inciso 1 del artículo 43, la idea era buena, porque buscaba sanear el 

fraude en la relación laboral, lo cual es muy bueno y lo mejor que tiene el pacto 

colectivo, sin embargo, mucho del personal ahí implicado y beneficiado estaba 

dentro del renglón 036, el cual se creó en el 2013, en el manual de 

clasificaciones presupuestarias para el sector público de Guatemala del 

Ministerio de Finanzas públicas, y en ese renglón habían muchas denuncias de 

plazas fantasmas, por bastante descontrol, por otro lado, pasarían a los 

renglones 011 sin evaluaciones de aptitudes y capacidades de las personas 

para ciertos puestos, lo cual no se puede y sería perjudicial para la institución.  

 

Y por último, el reglamento de viáticos, tiene el último problema de origen, ya 

que la única persona que puede reglamentar los viáticos es el presidente de la 

república por medio de un acuerdo gubernativo, además que, a la hora de 
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regular dicho reglamento, los viáticos acordados son desfasados a los que 

perciben otros funcionarios públicos, de igual jerarquía, dentro de otras 

institución del estado.  Finalmente, se establecen los viáticos para particulares, 

de igual forma que para los funcionarios; los particulares recibirían beneficios a 

viáticos, media vez les dieran un nombramiento para representar a la 

institución en comisiones, lo cual es ilegal, puesto que no va con la naturaleza 

de un pacto colectivo, darle beneficios a personas que no sean trabajadores 

del centro de trabajo con el cual se negocia. 

e) Lo que provocan los bonos regulados es empobrecer el presupuesto de la 

institución, y esto es negativo, puesto que existen doctores que laboran con 

salario de 5,000 quetzales, y hay otras personas que tiene mayores sueldos y  

por bonificaciones, que ahí se estipulan, terminan ganando más que los 

doctores u otros que tengan mayores salarios base, lo cual atenta en contra del 

derecho de igual trabajo igual remuneración, así como también, a largo plazo 

reduce el presupuesto de la institución.  

Puede ser positivo por las mejoras para los trabajadores; es positivo desde el 

punto de vista de la negociación colectiva y pasan a ser derechos adquiridos y 

los mismos solamente pueden ser susceptibles de ser mejorados.    

f) Las positivas al haber incorporado el reglamento de viáticos en el artículo 43 

garantiza en cierta medida que no exista arbitrariedad en la asignación de 

fondos y cuotas para las comisiones oficiales. Segundo, se consolida el salario 

de los trabajadores a través de la incorporación de los bonos al cómputo 

salarial para efecto de pago de prestaciones, lo que reduce contingencias en 

cuanto a demandas por ajuste de indemnización. Tercero: al quedar 

contenidos dentro del pacto colectivo todos los bonos viáticos y demás 

beneficios económicos se evitan contingencias, en el sentido de que, cuando 

se reclamen ventajas económicas como reajuste de indemnización, toda vez, 

que la corte de constitucionalidad a sostenido el criterio que cuando las 

obligaciones que devienen de un pacto colectivo, no se pueden tomar como 

actos de liberalidad que hagan viable el reconocimiento de ventajas 

económicas. 
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Lo negativo, pues desconozco la disponibilidad económica del ministerio, por lo 

que no podría indicar si a largo plazo los bonos contenidos en el artículo 43, 

comprometen negativamente la economía del ministerio, sin embargo, si 

estimo negativo que existan una cantidad tan amplia de bonificaciones 

adicionales al salario, toda vez, que complica el orden escalafonario y el control 

de los salarios efectivos de las personas.  

 

Si bien se consolidan en este pacto todos los bonos para efectos de cálculo de 

prestaciones laborales, en la nómina mensual del ministerio, el salario y los 

bonos están separados, por lo tanto, es complicado establecer de manera 

sencilla el salario efectivo que recibe cada trabajador y complica la verificación 

de la igualdad salarial. Estimo que la forma más adecuada de establecer los 

salarios, es a través de una escala de puestos y salarios en donde se 

establezcan los salarios, atendiendo a puesto y antigüedad, sin que, exista la 

necesidad de utilizar bonos para ocultar los montos reales de los salarios.  

 

Considero que no es técnico ni adecuado que existan viáticos para 

particulares, toda vez, que se deja a discrecionalidad de la autoridad en la 

asignación de personas no relacionadas con el ministerio, para disfrutar de 

viáticos con peculio público, así mismo, al no existir una cuantificación límite 

para los viáticos a particulares, prácticamente se deja abierto y a discreción de 

la entidad nominadora el monto a asignar. 

g) A mi criterio, es irrelevante el artículo porque no puede negociarse sobre los 

servicios de salud. Es un derecho humano social que está regulado en la 

Constitución. Es la norma que debe respetarse. Sobre la integración del 

salario, también considero irrelevante el artículo, ya que está regulado en el 

artículo 1 del Convenio 95 de la OIT. En todo caso, deben guardar coherencia 

las normas internas al convenio de la OIT. 

 

Las respuestas de la sexta pregunta, busca ayudar a realizar el análisis que se 

relaciona con objetivo general y pregunta de investigación, de determinar y 
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establecer en qué medida el artículo 43 del pacto colectivo del MSPAS, respeta 

los artículos constitucionales 102 inciso ñ y 44.  

 

Interpretación de resultados de la pregunta número seis: 

 

De las respuestas dadas por los entrevistados, se puede interpretar que existen 

tanto consecuencias positivas como negativas, sin embargo, se expresaron más 

consecuencias negativas que positivas. Por lo que se puede concluir que, como 

consecuencias positivas, se puede expresar que el artículo 43 es un logro dentro 

de la negociación colectiva, ya que son logros para los trabajadores y que los 

mismo únicamente podrían ser susceptible de ser superados, además, se 

consolida el salario de los trabajadores a través de la incorporación de los bonos 

al cómputo salarial para efecto de pago de prestaciones, lo que reduce 

contingencias en cuanto a demandas por ajuste de indemnización. 

 

Por el lado negativo, se tiene, que las bonificaciones que se otorgaron son 

excesivas y esto llevan a la insostenibilidad económica de su cumplimiento, a 

largo plazo, para el ministerio, además, que los bonos por antigüedad son 

demasiado onerosos para el Estado, ya que los salarios se pueden llegar hasta 

duplicar por el cálculo de antigüedad, y dicho bono se encuentra doblemente 

regulado y es prohibido, también se interpreta, según las respuestas dadas, que 

los viáticos regulados dentro del artículo 43 del pacto colectivo, ya se encuentran 

regulados dentro de un acuerdo gubernativo emitido por el organismo ejecutivo, 

por lo que existe doble regulación administrativa, por lo que el regulado en el 

artículo 43 no debe aplicarse y finalizando que, no se puede regular viáticos a 

favor de particulares, lo cual es ilegal y no corresponde a la naturaleza de un pacto 

colectivo dar beneficios a personas que no trabajan para el MSPAS. 

 

Y por último, la multiplicidad de los bonos llegaría a empobrecer al Ministerio, 

puesto que, es demasiado oneroso para el ministerio el cumplimiento de los 

mismos y puede afectar su presupuesto y economía.  
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4.2  Confrontación de los resultados con la doctrina y anexos del tema. 

En el presente subtítulo se realizará la confrontación de los resultados de las 

entrevistas contenidas en el numeral anterior, con la doctrina desarrollada en los 

capítulos anteriores, junto con el contenido de los anexos adjuntos a la presente 

tesis, con el fin de poder responder a la pregunta de investigación, la cual sería: 

¿En qué medida el artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de trabajo, del 

MSPAS, respeta lo preceptuado en los artículos constitucionales 102 inciso ñ y 44, 

a efecto de establecer si el mismo es inconstitucional?. 

 

Para comenzar a responder la pregunta de investigación, se comenzará primero, a 

presentar los factores importantes que regula el artículo 43 del Pacto Colectivo de 

condiciones de trabajo del MSPAS, con un análisis sobre dichos factores, para 

que el lector, pueda tener un acercamiento directo y entendimiento sobre lo 

regulado en el precepto relacionado, y así relacionar el análisis con los resultados 

obtenidos en la entrevista realizada a los profesionales. 

 

4.2.1. Primer Factor: 

 

Como anteriormente se ha expuesto, dentro de la presente tesis, el artículo 43 del 

Pacto Colectivo en relación regula el convenio salarial que gozan los trabajadores 

del MSPAS, dentro del cual, se dispone sobre los tan variados bonos a los cuales 

tienen derecho los trabajadores, así como también, los viáticos que deben de ser 

pagados a los trabajadores cuando se encuentren en comisión dentro o fuera de la 

República. 

 

Es importante hacer notar, que el artículo 43 del pacto en relación contiene una 

tabla porcentual referente a la bonificación por antigüedad real de los trabajadores, 

dicha tabla fue pactada para beneficiar específicamente a los trabajadores que se 

encuentran contratados dentro de los reglones presupuestarios 011 “personal 

permanente”, 021 “personal supernumerario”, 022 “personal por contrato” y 031 
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“jornales”, lo anterior de conformidad a la información que se encuentra dentro de 

anexos 2 en la presente tesis. 

 

De lo anterior, cabe mencionar que dentro de los documentos que se cuentan 

como anexos, mismos que fueron proporcionados por parte del MSPAS, no se 

encuentra ninguna aprobación por parte del órgano de control financiero del 

MSPAS, mediante el cual determine y muestre cuál sería la incidencia social y 

económica para el cumplimiento y resguardo de la salud de las personas, que 

necesitan atención médica, por parte de dicha institución o si esto atenta contra el 

bienestar económico de la misma, por el cumplimiento de dicha obligación al 

momento de la negociación y celebración del pacto relacionado.  

 

Es decir, que a pesar que dentro del pacto y todos los demás documentos 

suscritos entre el Ministerio y el Sindicato respectivo, se estipule que dicha 

bonificación por antigüedad, es condición para el adecuado servicio de salud a la 

población guatemalteca, garantizando así el derecho humano a la vida, salud y 

trabajo, no quiere decir que esto sea real, al ver la verdadera situación en que se 

encuentra el sistema de salud en la actualidad o en el momento en que se 

pactaron dichas condiciones.   

 

Para determinar los factores importantes del artículo 43 es indispensable analizar 

el mismo, es por ello que al momento de analizar los incisos b), c) y d), se puede 

encontrar que dichos incisos otorgaran a los trabajadores de carácter permanente 

ciertas remuneraciones que tiene como fin incentivarlos, sin embargo, el fin de un 

pacto colectivo de condiciones de trabajo, es mejorar las condiciones laborales de 

los trabajadores, teniendo estos un límite, el cual debe de ser el bienestar y 

desarrollo económico de dicha institución. 

 

El inciso a) concede un incentivo económico anual para el trabajador una semana 

antes de Semana Santa, lo cual parece un poco excesivo dicho incentivo, es decir, 

en ninguna parte de dicho inciso se justifica el porqué de un incentivo económico 
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para el trabajador justamente para antes de semana santa, realmente es un 

incentivo superfluo, sin sentido y sin visión de repercusiones económicas para el 

ministerio, el conceder un incentivo económico de este tipo de naturaleza para los 

trabajadores, no es mejorar su condición de trabajo, sino un capricho económico 

que no concuerda con la naturaleza verdadera de lo que debe de regular un pacto 

colectivo, pues al final, es al Estado el que paga por las vacaciones de semana 

santa de los trabajadores de dicha institución. 

 

Por otro lado, y en el mismo sentido, el artículo c) del mencionado artículo otorgar 

a los trabajadores de carácter permanente otro incentivo económico “por un 

trabajo decente”, el cual se debe de pagar en los meses de octubre, noviembre y 

diciembre de cada año, siendo el valor del mismo el equivalente al monto que 

reflejen las economías que presente la ejecución presupuestaria de cada año 

fiscal, el cual se negociara en el mes de septiembre en base a los principios de 

derechos adquiridos.  

 

Nuevamente, tal como se expresó en el párrafo anterior, el inciso c) no justifica de 

ninguna forma como el incentivo económico por un trabajo decente puede mejorar 

las condiciones de trabajo de los trabajadores del MSPAS, así pues, el simple 

hecho de tener un “trabajo decente” no es razón por el cual se deba de otorgar 

beneficios a los trabajadores y el conferir beneficios de este tipo dentro de un 

pacto colectivo; lo anterior, realmente demuestra cómo se ha llegado a tergiversar 

el sentido y fin de la celebración y negociación de los pactos colectivos, 

especialmente dentro del Estado.  

 

Por otro lado, la forma de cálculo de dicho incentivo económico parece una forma 

muy poco técnica, en consecuencia, del análisis del fin y del uso del presupuesto 

del Estado, tal como se muestra en el capítulo tercero. El uso del presupuesto no 

tiene bajo ningún fin otorgar beneficios superfluos e injustificados a los 

trabajadores, pues, atenta de forma clara el desarrollo y el bienestar económico 

del ministerio, del estado y el bien común, que en este caso es atender las 



 105 

prioridades sociales y de salud de los habitantes del Estado y no dar beneficios 

por trabajos decentes. 

 

Lo anterior, tiene relación directa con las respuestas dadas por lo profesionales, 

en las entrevistas realizadas, puesto que, tal como se interpretó de las respuestas 

de las preguntas 2 y 3 era necesario que el MSPAS contara con los dictámenes 

legales y financieros que determinarán si existía la capacidad económica del 

ministerio para cumplir con los compromisos negociados, así como también, si a 

largo plazo sería sostenible para la economía de la institución el cumplir con las 

obligaciones de pago de las tan variadas bonificaciones.   

 

Así mismo, analizando de forma general la totalidad de los incisos 

correspondientes a la organización salarial, regulada en el artículo 43 del pacto 

relacionado, se puede advertir, que, dicho artículo no está en línea con lo 

preceptuado por la constitución y viola otras normativas de mayor jerarquía tales 

como la CPRG, la ley de servicio civil (Decreto número 1748 del Congreso de la 

República) y la ley de salarios de la administración pública (Decreto 11-73 del 

Congreso de la República). 

 

Lo anteriormente expresado en el párrafo anterior, se justica primero en el artículo 

175 de la constitución, pues, determina en su parte conducente que ninguna ley 

puede contrariar las disposiciones de la constitución, segundo, se sustenta en el 

artículo 108 de la misma ley suprema, ya que, dicho artículo regula que las 

relaciones del Estado con sus trabajadores se rigen por la Ley del Servicio Civil; y 

cuando se expresa que dicho apartado del artículo 43 viola la ley del Servicio Civil, 

es debido, a que, en el artículo primero de dicha ley se decreta que son nulas ipso 

jure todos los actos y disposiciones que impliquen tergiversación de los derechos 

que la constitución establece, por lo que, de conformidad en el análisis que se ha 

realizado en la presente tesis, se puede establecer que el pacto colectivo 

negociado por el MSPAS y el SNTSG ha tergiversado los derechos otorgados por 

la constitución, en el sentido que no se justifican los derechos otorgados a los 
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trabajadores, bajo ningún dictamen o estudio financiero realizado por la autoridad 

competente, en donde se establezca que los beneficios proceden y que no afectan 

el desarrollo y el bienestar económico del MSPAS.     

 

4.2.2 Segundo Factor:  

 

Continuando con la exposición, se puede abordar, también, el tema de los viáticos, 

estos se encuentran regulados por el “Reglamento de gastos de viáticos del 

Ministerio de Salud Pública y Social”, reglamento que está inmerso dentro de la 

regulación del artículo referido, según, como se expuso en el capítulo segundo de 

la presente tesis.  

 

Uno de los factores importantes de este reglamento, es la forma en que el mismo 

fue creado, pues, el reglamento nace a la vida jurídica por un acuerdo entre el 

MSPAS y el SNTSG, por lo que dicho reglamento tiene una jerarquía menor frente 

a la norma que el organismo ejecutivo disponía en su momento para reglamentar 

los viáticos del organismo ejecutivo y para las entidades descentralizadas y 

autónomas.  

 

El acuerdo gubernativo 398-98, del presidente de la República contiene el 

reglamento de gastos de viáticos para el organismo ejecutivo y entidades 

descentralizadas y autónomas. El acuerdo gubernativo en mención tiene el mismo 

objeto que el reglamento creado dentro del Pacto Colectivo de Condiciones de 

Trabajo del MSPAS, es decir, reglamenta el pago de gastos por viáticos y gastos 

conexos para comisiones dentro y fuera del país.  

 

Por otro lado, llama la atención que, dentro de los documentos aportados por el 

MSPAS, no se encuentran ningún documento en el cual la CGC aprueba las 

cuotas diarias que se deberán de pagar para los distintos casos y según el 

personal que ejecute la comisión, a pesar de que, en el artículo quinto del 
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reglamento relacionado, se dispone que los formularios a utilizar para liquidar el 

gasto de viáticos y gastos conexos deben ser de aprobados por la CGC. 

 

Llama la atención del investigador, como se estableció y pacto en dicho 

reglamento, que los formularios para liquidar los viáticos y gastos conexos son 

iguales a los que el acuerdo gubernativo 398-98 establece también en su artículo 

5, por lo que aparenta que dicho reglamento fue copia casi de manera literal y de 

forma conveniente al acuerdo gubernativo anteriormente relacionado, lo 

expresado es opinión del investigador que a raíz del análisis realizado al 

reglamento y al acuerdo ha podido determinar. 

 

Todo lo anterior, también se puede relacionar directamente con los resultados de 

la respuesta a la pregunta número 6, de la entrevista, realizada a los 

profesionales, puesto que, algunos de ellos mencionaron que el reglamento de 

viáticos y gastos conexos, que se regula en el artículo 43 no debe ser aplicado, 

puesto que ya existía en su momento y existe en la actualidad una norma, emitida 

por el presidente de la república, mediante acuerdo gubernativo, que establece la 

forma de pago y cálculo de los viáticos y gastos conexos para los funcionarios 

públicos.  

 

Por lo que, el artículo 43 al regular una cuestión de este tipo, sin opinión favorable 

por parte de la CGC, sobre las repercusiones económicas de dicho reglamento y 

si el mismo, va acorde a la realidad nacional y/o económica de la institución del 

Estado, se encuentra violentando los artículos 102 inciso ñ  y 44 de la constitución, 

ya que la parte empleadora y trabajadora, debieron de tener en cuenta los 

extremos mencionados a la hora de reglamentar los viáticos, no solo para su 

beneficio a largo plazo, sino también, el de la población guatemalteca que se ve 

afectada por impactos negativos al presupuesto del Estado.    
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4.3. Discusión y análisis del investigador  

 

En el presente apartado, el investigador realizará el análisis principal de la 

presente tesis, al utilizar las interpretaciones obtenidas en los resultados de las 

respuestas de las entrevistas realizadas a los profesionales, así mismo, estos 

resultados se compararán con el análisis que se realizara a los hallazgos hechos 

por la CGC, en los informes de auditoría que efectuaron en los años 2,014 y 

2,015, con el fin de determinar si existe la posibilidad de que lo contenido en el 

artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de trabajo del MSPAS, puede ser 

declarado inconstitucional y en caso sí lo sea, determinar qué tipo de 

inconstitucionalidad es la forma viable de plantearlo, teniendo en cuenta quién 

tendría la legitimidad activa para hacerlo.   

 

4.3.1. Posibilidad de Inconstitucionalidad General Parcial del Pacto Colectivo 

de Condiciones de Trabajo.  

 

El tema principal de la presente tesis gira alrededor de establecer en qué medida 

el artículo 43 del Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo celebrado y suscrito 

entre el MSPAS y el SNTSG respeta lo preceptuado en los artículos 102 inciso ñ y 

44 de la CPRG y en consecuencia de ello, establecer si es procedente una 

inconstitucionalidad en contra de dicho pacto, a efecto de sacar del pacto colectivo 

de condiciones de trabajo la norma objetada de dicho vicio.  

 

Mediante el análisis realizado al artículo 43 del pacto en mención, se puede 

determinar de que existe una gran posibilidad de que el mismo sea 

inconstitucional, debido a que las repercusiones económicas que este tiene para la 

parte patronal afectan gravemente el interés general de la población y el 

presupuesto asignado MSPAS, es decir, que las consecuencias que se tienen por 

cumplir con las obligaciones que contienen el artículo 43 afecta directamente la 

administración de dicha institución del estado y en consecuencia al sistema de 

salud en general. 
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El afectar al sistema de salud es únicamente el reflejo de las consecuencias 

económicas que afectan al MSPAS, se expone lo anterior, debido a que, al 

momento de pactar unas bonificaciones tan variadas e injustificadas se afecta 

directamente el desarrollo económico del Ministerio, afectando de esta forma el 

sistema de salud de tal forma que el país se encuentra inmerso en una crisis 

hospitalaria desde hace ya varios años. 

 

El procurar el desarrollo y bienestar económico del Ministerio es obligación del 

patrono y de los trabajadores, para beneficio común, tal como, lo expresaron los 

profesionales en sus respuestas de la pregunta número 5 de la entrevista que 

antecede, y de conformidad en el artículo constitucional 102 inciso ñ y además por 

ser parte del Estado, es también, para el beneficio y bienestar común de todos los 

guatemaltecos. La ausencia de documentos que señalan cuales son las 

repercusiones económicas y sociales para el ministerio por el cumplimiento de un 

acuerdo salarial hace notar el poco control financiero que tiene dicha institución 

del Estado. 

 

Para determinar, que el artículo 43 del Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo 

del MSPAS, adolece de inconstitucionalidad, es necesario determinar cuál es el 

impacto económico que tiene el cumplimiento de ese artículo para el Ministerio 

mencionado, además de ello, determinar que el Ministro como representante de la 

institución mencionada  y el SNTSG no procuraron el desarrollo económico, no 

solo para su beneficio común a futuro, sino también, el bien común del Estado, sin 

olvidar que con dicha negociación, se tergiversaron los derechos sociales 

otorgados dentro de la Constitución y con todo ello se ve definitivamente afectado 

el derecho a la salud de la población guatemalteca. 

 

Por lo anterior, se procede a realizar el debido análisis, basándose en los informes 

de auditoría, realizados por la CGC, al MSPAS, de los ejercicios fiscales 2,014 y 
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2,015 para determinar el impacto económico del artículo 43, procediéndose de la 

siguiente manera: 

 

4.3.2. Análisis a realizar conforme al informe de auditoría del MSPAS, 

correspondiente al 1 de enero al 31 de diciembre del año 2014: 

 

El presente análisis se debe de realizar en relación con lo expuesto en el apartado 

anterior, en específico con el segundo factor importante mencionado. Como se 

expuso, en el momento en que se creó el reglamento para el pago de viáticos, ya 

existía una norma que regulaba dicho extremo, la cual era el acuerdo gubernativo 

número 398-98, del presidente de la República. 

 

Sin embargo, la opinión o el criterio del investigador, es que sí es válido haber 

negociado nuevas condiciones de trabajo en relación con los viáticos, puesto que, 

la naturaleza de una negociación colectiva, es buscar la mejora de las condiciones 

de trabajo de los trabajadores, lo cual se vería reflejado dentro de un pacto 

colectivo, favorable para los trabajadores y de cómodo cumplimiento para el 

patrono, y lo que encuentra fundamento en el artículo 106 de la CPRG, el cual 

determina que los derechos de los trabajadores son susceptibles de ser 

superados.  

 

En el mismo sentido, en la parte en lo que no se encuentra el investigador de 

acuerdo, es en la forma en que se negociaron los viáticos, puesto que, es poco 

técnico darle vida dentro de un pacto colectivo a un reglamento, para normalizar 

dichas condiciones. Por otro lado, el reglamento negociado, debió haber tenido 

dictamen jurídico y económico por parte del Ministerio de Finanzas Públicas, ya 

que como establece el artículo 4 de la ley de sindicalización y regulación de la 

huelga de los trabajadores del Estado, en su parte conducente: «a. La vía directa 

tendrá carácter obligatorio para tratar conciliatoriamente pactos o convenios 

colectivos de condiciones de trabajo, teniendo siempre en cuenta para su 

solución las posibilidades legales del Presupuesto General de Ingresos y 
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Egresos del Estado» 127, (Lo resaltado y subrayado es propio del investigador) lo 

cual fundamenta la obligación que tuvieron las partes de haber tenido un dictamen 

que le diera respaldo legal y financiero al reglamento creado y negociado y en 

consecuencia violaron el artículo 106 de la CPRG, ya que la misma regula, tal 

como se mencionó, que los derechos laborales son susceptibles de ser superados 

a través de la contratación colectiva y en la forma que fija la ley. 

 

Lo anterior, muestra por qué el reglamento de gastos de viáticos regulado y 

negociado dentro del artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de trabajo del 

MSPAS no es válido, ya que no se creó en la forma que fija la ley y bajo ese 

razonamiento, el ministro que negoció dicho reglamento, como representante del 

patrono, incumplió con el artículo 194 de la CPRG en su inciso “i”, el cual 

determina que, el ministro tiene como función velar por el estricto cumplimiento de 

las leyes, la probidad administrativa y la correcta inversión de los fondos públicos. 

 

Habiendo expresado, lo concebido en los párrafos superiores, es que se puede 

determinar que el “Reglamento de gastos de viáticos del Ministerio de Salud 

Pública y Asistencia Social” no es válido y no debe de ser aplicado, en tanto que 

no se negoció, de conformidad y observancia de las normas precitadas. 

  

En consecuencia de lo anterior, dentro del informe de auditoría del MSPAS, 

correspondiente del 1 de enero al 31 de diciembre de 2,014, se puede encontrar el 

hallazgo número 7, denominado como “Incumplimiento al Reglamento de Gastos 

de Viáticos al aplicar cuotas diarias diferentes a las establecidas y omisiones de 

contrato administrativo provoca pago por servicios jurídicos incuantificables”. 

 

Del hallazgo mencionado, se puede evidenciar que la CGC estableció el pago de 

una suma de Q. 10,522,870.22 tomando como base, para dicho pago, lo 

establecido en el Reglamento de viáticos pactado dentro del artículo 43 del pacto 

analizado; por lo cual, en base en el razonamiento hecho en los párrafos 

                                                      
127 Congreso de la República. Óp Cit. Decreto número 71-86. Artículo 4. 
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superiores, dicho pago sería improcedente al igual que el reglamento, por haberse 

suscrito de forma incorrecta, sin plena observancia en las normas establecidas 

para el efecto.  

 

Además, el criterio de la CGC, es que el pago de los viáticos debió haberse 

realizado con base en el acuerdo gubernativo 397-98, reglamento de viáticos 

vigente en ese año, para los funcionarios y empleados públicos del organismo 

ejecutivo. Según la CGC, el pago por viáticos que debió haberse calculado debía 

ser por un monto de Q. 3,708,838.94, por lo que habría una diferencia de pago en 

exceso de Q.6,814,031.38, para ello, en el hallazgo mencionado se incorporó una 

tabla, misma que se copia a continuación: « 

»128 

En tanto que, la opinión del investigador, es que, al haberse suscrito el reglamento 

de viáticos de forma incorrecta, dentro del artículo 43 del pacto colectivo, el mismo 

es invalido e inaplicable, en ese orden de ideas, al igual como opina la CGC, los 

                                                      
128 Contraloría General de Cuentas. informe de auditoría del MSPAS, correspondiente al 1 de enero al 31 de 
diciembre del año 2014. 
http://www.contraloria.gob.gt/imagenes/i_docs/i_inf_DAG_CENTRAL014/archivos/Central/TOMO_VIII.pdf 
(fecha de consulta: 22 de Nov. de 17)  
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cálculos por el pago de viáticos y gastos conexos debían realizarse en base al 

acuerdo gubernativo 397-98 y pagos que ascenderían a un monto de 

Q.3,708,638.94. 

 

Por lo anterior, se puede notar que hay una diferencia de Q.6,814,031.38, entre el 

pago realizado y el pago que se debía realizar, a razón de pago por viáticos y 

gastos conexos, lo cual prueba nuevamente que la parte empleadora, que 

representó al MSPAS, y el SNTSG (parte trabajadora) no procuraron el desarrollo 

económico del ministerio, al haber traído a la vida jurídica un reglamento, sin 

previó dictamen favorable por parte del Ministerio de Finanzas Públicas, que 

determinara cuales serían las consecuencias económicas para el ministerio y si el 

mismo tenía la capacidad económica para hacerlo. 

 

Por último, la diferencia de Q.6,814,031.38, pudo haberse utilizado de mejor 

manera, al pensar que dicho monto pudo haber sido utilizado para priorizar gastos 

que necesitan los hospitales que se encentraban en crisis de insumos, es decir, se 

pudo haber utilizado en beneficio de la generalidad de la población al gastar dicha 

cantidad en cuestiones que coadyuvaran al ministerio a cumplir su fin último, el 

cual es prestar una salud óptima para la población guatemalteca, ya que el 

bienestar general prevalece sobre el particular.   

 

Todo lo anterior, tiene plena coherencia y sentido con lo interpretado en las 

respuestas de las preguntas números 5 y 6 y en cierta forma con las preguntas 2 y 

3, lo cual permite al investigador probar de esta forma lo expuesto en el presente 

apartado y determinar que el reglamento de viáticos creado en el artículo 43 del 

pacto colectivo de condiciones de trabajo analizado, violenta los artículos 

constitucionales 102 inciso ñ y 44.     
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4.3.3. Análisis a realizar conforme al informe de auditoría del MSPAS, 

correspondiente al 1 de enero al 31 de diciembre del año 2015: 

 

De conformidad en los documentos que el investigador tuvo a la vista, en este 

caso, el informe de auditoría del MSPAS, correspondiente del 1 de enero al 31 de 

diciembre del 2,015, realizado por la CGC, como órgano de fiscalización por ley, 

se encuentra en dicho informe, en su parte conducente, los pagos improcedentes 

de beneficios económicos otorgados al personal. 

 

En referencia a los pagos improcedentes de beneficios económicos otorgados al 

personal del MSPAS, encontrados en el informe identificado en el párrafo anterior, 

los cuales corresponden al beneficio denominado como “Bono de Antigüedad 

Real”, regulado en el primer inciso del artículo 43 del pacto analizado, se 

determinó que los mismos son improcedentes debido en lo siguiente: 

 

En razón por lo notado por el investigador, dentro de la auditoría realizada por la 

CGC, dentro del periodo de ejecución del año 2,015, y que el investigador declara 

haber tenido a la vista, se puede determinar de manera clara como el pago del 

bono por antigüedad real pactado dentro del artículo 43 en su inciso uno, del pacto 

celebrado por el MSPAS y el SNTSG, vulnera el desarrollo económico del 

ministerio.  

 

La opinión de la CGC, es que el pago del Bono por Antigüedad es improcedente, 

debido a que ya existía una normativa que ya otorgaba un beneficio de este tipo a 

los trabajadores del gobierno, lo cual se encuentra normativizado dentro del 

acuerdo gubernativo del presidente, identificado con el número 838-92, y emitido 

el 14 de octubre del año 1,992.  

 

El incentivo otorgado a los trabajadores del Organismo ejecutivo, consiste en que, 

se debía dar un bono por un servicio ininterrumpido y que, además, en ese mismo 

acuerdo, en el artículo 5, también, se regulaba que ningún trabajador deberá 
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cobrar más de un bono por antigüedad y que, si en algún momento existiere dicha 

circunstancia, se deberá de reintegrar de forma inmediata.  

 

Según el informe mencionado, la contraloría estableció que, del 1 de enero al 31 

de diciembre del año 2, 015, el MSPAS, según reporte de Sicoin Web número 

R00804768. Rpt, se pagó en concepto de “Bono de Antigüedad Real” y “Bono de 

Antigüedad”, la cantidad de TRESCIENTOS SETENTA Y TRES MILLONES 

CIENTO OCHENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS TREINTA Y SIETE QUETZALES 

CON NOVENTA Y NUEVE CENTAVOS (Q.373,186,537.99), es decir, que este 

monto prueba notablemente como se vulnera el artículo 102 inciso ñ, por parte de 

los trabajadores del Ministerio de Salud y por el Ministro (como parte patronal) al 

consentir un pago improcedente, puesto que, el artículo 5 del acuerdo gubernativo 

del presidente número 838-92, establece claramente que no se puede pagar dos 

bonos por antigüedad, y al ser esta normativa de mayor jerarquía que el pacto 

colectivo, hace improcedente el pago realizado en concepto del beneficio otorgado 

por el pacto colectivo. 

 

Así mismo, no pueden alegar ignorancia en ningún momento de la normativa ya 

existente, según el artículo 3 de la Ley del Organismo Judicial la cual regula que 

contra la observancia de la ley no se puede alegar ignorancia o desuso de la 

misma. 

 

Por último, se cita literalmente lo establecido por la CGC en el informe 

mencionado con anterioridad y que prueba de manera concreta la violación del 

artículo 102 inciso ñ de la constitución: 

 

«La Comisión de Auditoría determinó que para el pago de estos bonos, se 

afectaron los mismos renglones presupuestarios para pagar tanto el “bono 

por antigüedad” como el “bono por antigüedad real”, en este caso en 

particular los renglones 013, 025 y 032, está situación no permitió 

establecer con certeza el monto exacto que corresponde a cada uno de 
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ellos, a pesar que el Manual de Clasificaciones Presupuestarias para el 

Sector Público de Guatemala 5ta. Edición indica que estos renglones son 

específicos para el pago del “bono de antigüedad”, esta situación conlleva a 

que reflejen cantidades que no corresponden con la naturaleza del beneficio 

obtenido. Como evidencia, el Ministerio de Salud Pública y Asistencia 

Social, paga doblemente la antigüedad del personal, en detrimento de los 

recursos de la institución.»129  

 

Por otro lado, y en el mismo sentido, referente al bono por antigüedad pactado en 

el inciso primero del Pacto Colectivo relacionado, también, se evidencia su 

contravención al artículo 102 inciso ñ) constitucional, puesto que, cuando se hace 

la comparación de la tabla de porcentajes por cada clasificación, se puede notar 

que el pacto colectivo beneficia de forma superflua e injustificada a los 

trabajadores de dicha institución, siempre en detrimento de los recursos del 

Estado.  

 

En base a la interpretación de las respuestas dadas por los profesionales en la 

pregunta número 5 y 6, de la entrevista realizada a los mismos, los trabajadores y 

empleadores deben de procurar el desarrollo de la institución, desde el punto de 

vista de largo plazo, para beneficio común, siendo el bono por antigüedad real, un 

beneficio insostenible financieramente, a largo plazo, para el MSPAS.  

 

El acuerdo gubernativo del presidente, identificado con el número 838-92, en su 

artículo tercero establece la escala del Bono por Antigüedad, el cual se paga de la 

siguiente forma:  

 

De 5 a 10 años de servicio se les pagará de forma mensual a los trabajadores 

Q.35.00 quetzales, de 10 a 20 años se les pagarán Q. 50.00 quetzales y de 20 

años o más se les pagará Q.75.00 quetzales, lo cual a la presente fecha puede 

                                                      
129 Cfr. Contraloría General de Cuentas. informe de auditoría del MSPAS, correspondiente al 1 de enero al 31 
de diciembre del año 2015. 
http://www.contraloria.gob.gt/imagenes/i_docs/informes%20de%20auditoria%202015/DAG_gobierno_central_
2015/archivos/Central/TOMO_IX.pdf (22 de nov. de 17) 
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parecer un monto muy bajo, sin embargo, esto no justifica a los trabajadores y al 

patrono del MSPAS para pactar dentro de un convenio colectivo un bono por 

antigüedad que va en contra de la jerarquía normativa; es decir, los trabajadores y 

el patrono del MSPAS en lugar de crear un nuevo bono de antigüedad, el cual es 

ilegal, debieron incentivar una reforma a dicho acuerdo para que el mismo fuera 

actualizado a la realidad económica del país. 

 

En cambio, en lugar de incentivar una reforma al acuerdo en mención, se pactó en 

el adendum al pacto relacionado130, de fecha 19 de diciembre del año 2014, la 

forma para calcular el bono por antigüedad real, que, se calcula tomando como 

referencia, lo que, en dicho adendum, determinaron que era el salario base del 

trabajador y en ese sentido utilizar dicho salario base para realizar el cálculo 

según los porcentajes determinados en el pacto. Como, por ejemplo, en el caso de 

la clase “A” que es de 2 años a 4 años el porcentaje al salario base será de un 5%; 

para la clasificación “D”, que es de 12 a 16 años, el porcentaje al salario base será 

de 60% y; para la última clasificación, la “F” que es de veinte años o más será de 

100%. 

 

De lo ejemplificado anteriormente, se puede notar que los porcentajes para pagar 

a los trabajadores el bono por antigüedad real, son demasiado altos, y esto puede 

y atenta definitivamente el desarrollo económico del MSPAS, puesto que, los 

porcentajes son injustificados, ya que el Ministerio y el Sindicato nunca tuvieron un 

dictamen técnico por parte del órgano financiero de MSPAS o del Ministerio de 

Finanzas públicas, para determinar si los porcentajes pactados para cada 

clasificación no atentan contra su presupuesto y con el cumplimiento de otras 

obligaciones más importantes, como lo son atender los suministros de los 

hospitales o mejorar las condiciones en que se prestan los servicios de salud, esto 

tiene fundamento, en el criterio recopilado e interpretado en las respuestas 

obtenidas, en la entrevista, de las preguntas número 2, 3 y 4. 

 

                                                      
130 Cfr. Anexos 2. Adendum al pacto colectivo de condiciones de trabajo suscrito entre el ministerio de salud 
pública y asistencia social y el sindicato nacional de trabajadores de salud de Guatemala. 
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Lo anterior, también, se evidencia, claramente en el informe de auditoría, de la 

CGC, del año 2015, en su parte conducente, informe que expresa de forma literal 

lo siguiente: 

 

«Para otorgar el “Bono de Antigüedad Real” las autoridades del Ministerio 

de Salud y Asistencia Social, debieron contar con dictamen favorable de la 

Dirección Técnica del Presupuesto que justificará que se contaba con la 

disponibilidad financiera del Estado, para cubrir este tipo de beneficios 

económicos del personal, sin embargo, según nota número 1156 de fecha 

30 de noviembre del 2015 expediente número 2015-84109 del Director de la 

Dirección Técnica del Presupuesto, del Ministerio de Finanzas Públicas 

manifiesta: “… esta Dirección no emitió opinión sobre la negociación a la 

modificación de la tabla que contiene bono por antigüedad real, que incluyó 

en el Pacto Colectivo de Condiciones de Trabajo, suscrito entre el Sindicato 

Nacional de Trabajadores de Salud de Guatemala y el Ministerio de Salud 

Pública y Asistencia Social, durante el período 2013 – 2015, cuyos 

compromisos de pago fueron adquiridos desde septiembre de 2013, 

conforme a la adenda de dicho Pacto, homologado por medio de la 

resolución administrativa número 377-2014 de fecha 19 de diciembre de 

2014 del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y el Acuerdo 

Ministerial número 82-2015 del Ministerio Rector en materia de salud”. Lo 

anterior evidencia que las autoridades del Ministerio de Salud Pública y 

Asistencia Social, al realizar dichos pagos contravinieron las disposiciones 

establecidas en el artículo 17 del Acuerdo Gubernativo número 494-2014 

del Presidente de la República, Aprobación del Pan Anual de Salarios y 

normas para su aplicación, vigente para el ejercicio fiscal 2015 (…) Por lo 

que las autoridades del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, 

pactaron compromisos económicos para los trabajadores, sin contar con los 

recursos específicos para su otorgamiento y en consecuencia se afectó el 
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presupuesto del ejercicio fiscal 2015 del Ministerio y los servicios de salud 

de la población guatemalteca.»131 

 

Al seguir analizando el informe, se puede seguir encontrando respaldos suficientes 

para determinar que los bonos por antigüedad real y bono por antigüedad, 

vulneran claramente los artículos 102 inciso ñ y 44 de la CPRG, y que los mismos, 

a largo plazo serán insostenibles financieramente, para el MSPAS y para el 

Estado de Guatemala. Véase y confróntese lo anterior con el informe analizado en 

el presente apartado, en sus partes conducentes, siendo estos los puntos 4, 5, 6, 

7, 8 y 9 del hallazgo no. 7, denominado como pagos improcedentes económicos 

otorgados al personal132, y junto a ello, con lo interpretado de las respuestas de las 

preguntas números 2, 3 y 6, de la entrevista realizada a los profesionales. 

 

Por último, también, se puede tomar en cuenta el criterio emitido por la CGC en el 

informe utilizado, el cuál es el siguiente: 

 

«Efecto: Menoscabo al patrimonio del Estado y en consecuencia el 

incumplimiento a lo que por mandato constitucional le corresponde al 

ministerio, al asignar recursos económicos que no estaban contemplados 

para el incremento de beneficios económicos para el personal, el cual 

carece de legalidad.  

Recomendación: El Ministro, previo a realizar negociaciones colectivas, 

debe de gestionar ante el Ministerio de Finanzas Públicas, el dictamen 

correspondiente, que garantice la capacidad de pago del Estado, para 

asumir los compromisos, y de esta forma no comprometer recursos 

económicos asignados en el presupuesto a la atención de servicios 

esenciales de salud de la población guatemalteca…»133  

 

                                                      
131 Ibid. (22 de Nov. de 17) 
132 Óp. Cit. 
133 Óp. Cit.  
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Lo anterior evidencia que la CGC cree que el efecto de la mala utilización de los 

recursos del estado por el pago de beneficios improcedentes tiene un efecto de 

menoscabar el patrimonio del Estado, es decir, que ello sustenta la tesis de 

determinar que el artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de trabajo del 

MSPAS puede ser declarado inconstitucional por la contravención en este caso 

del artículo 102 inciso ñ) de la CPRG y que en apreciación de todo lo 

anteriormente expuesto, también, vulnera el interés general de la población 

guatemalteca (artículo 44 CPRG), el cual sería, el mejoramiento en la atención 

médica por parte del sistema de salud nacional. 

 

4.3.4. Del análisis realizado a los documentos que corresponden a “Anexos 

2”. 

 

Aunado al análisis realizado a los informes de contraloría hechos por la CGC, se 

procede a continuación a hacer un leve análisis a los documentos proporcionados 

por el MSPAS, los que corresponden a los documentos mediante los cuales se le 

dio la validez legal correspondiente al pacto colectivo de condiciones de trabajo, y 

a los beneficios que ahí se contemplan, a efecto de determinar si dentro de los 

mismos se puede encontrar alguna prueba que le permita definir al lector y al 

investigador, si al momento de negociar el pacto colectivo y sus beneficios, se 

contó con los dictámenes técnicos, jurídicos y financieros que demostraran la 

capacidad económica del ministerio para cumplir con dichas obligaciones. 

 

Dentro de los documentos que el investigador tuvo a la vista, que corresponden a 

los anexos número 2, llama la atención el “convenio de compromiso de dialogo y 

buena fe entre –MSPAS- y el –SNTSG-, suscrito en fecha 10 de noviembre del 

año 2014, posteriormente a la homologación del pacto, realizada en fecha 12 de 

septiembre del año 2013.  

 

Llama la atención los siguientes puntos: Segundo, séptimo, octavo y noveno, pues 

en dichos puntos se discute de la necesidad de solventar los compromisos 
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adquiridos dentro del pacto colectivo de condiciones de trabajo y que el ministro 

estaba consciente de que se debían de solventar y que realizaría las gestiones 

administrativas para obtener dicho fin, que las partes estaban bien sabidas de la 

crisis económica por la cual atravesaba el ministerio y las obligaciones se 

cumplirían según las condiciones económicas del mismo, además que, se tomaría 

conciencia de la necesidad económica que tenía el MSPAS para solucionar la 

legítima demanda de servicios de salud de la población y a desarrollar acción 

sindical, popular y política para resolver la crisis. 

 

Es decir, con dicho documento se prueba nuevamente como las partes, patronal y 

sindical, aun teniendo conocimiento de las necesidades por las cuales atravesaba 

en dicho momento el MSPAS, buscaban que se cumplieran con las obligaciones 

mal pactadas, contraviniendo así los artículos constitucionales 102 inciso ñ y 44; la 

negligencia, de las partes, a la hora de negociar beneficios que no sabían si la 

parte empleadora podía cumplir por su situación económica, llevan a las partes a 

celebrar un documento de este tipo, que a pesar de que en el mismo las partes 

comparezcan de “buena fe” y conscientes de la situación económica, se puede 

notar que es una forma de accionar ante el Ministerio de Trabajo y presionar así, 

al MSPAS, al pago de las obligaciones mal pactadas. 

 

Los demás documentos que conforman “Anexos 2”, únicamente tienen como 

relevancia actos administrativos, mediante el MSPAS, pacta modificaciones al 

convenio colectivo y como les da validez jurídica ante el Ministerio de Trabajo para 

posteriormente regularlos dentro de su legislación interna y darle su cumplimiento 

respectivo. 

 

Para el investigador, la negociación colectiva debe de ser hecha de buena fe, y no 

buscando abusar de sus derechos laborales, sin que estos sean tergiversados, el 

pacto colectivo negociado entre el SNTSG y el MSPAS, es una muestra de cómo 

los pactos colectivos negociados en el Estado, son realizados sin aprobaciones 

técnicas que muestren las consecuencias económicas que tendrá, no solo para la 
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institución, sino que para las arcas del Estado y que en consecuencia de ello, 

afecta a la generalidad de los guatemaltecos y a su bienestar común, mediante el 

cumplimiento de los servicios básicos, que en este caso es la salud. 

 

Para responder la pregunta de investigación la cual versa así: ¿En qué medida el 

artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de trabajo, del MSPAS, respeta lo 

preceptuado en los artículos constitucionales 102 inciso ñ y 44, a efecto de 

establecer si el mismo es inconstitucional?, y habiendo alcanzado el objetivo 

general, el cual era, analizar el artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de 

trabajo del MSPAS, a efecto de determinar si el mismo vulnera el artículo 102 

inciso ñ y 44 de la CPRG. 

 

Puede el investigador, en base en todo lo anteriormente analizado con apoyo en 

las interpretaciones de las entrevistas, informes de auditoría y demás documentos, 

que en muy poca medida el artículo 43 del Pacto colectivo de condiciones de 

trabajo del MSPAS respeta los artículos 102 inciso ñ y 44 de la CPRG, debido a 

que no se tomaron las consideraciones respectivas para establecer el impacto 

económico para el ministerio y el Estado, el cumplimiento de las obligaciones ahí 

contenidas, es por ello que dicho artículo puede ser atacado por vicio de 

inconstitucionalidad. 

 

4.3.5. Análisis jurídico confrontativo del artículo 43 del Pacto colectivo de 

condiciones de trabajo del MSPAS, con los artículos constitucionales 102 

inciso ñ y 44: 

 

Norma Objetada:  

 

Artículo 43: en lo que corresponde en lo aquí citado «(…) a) Bono por Antigüedad 

Real. El MSPAS reconoce a sus trabajadores, la antigüedad real a partir del año 

de ingreso a la institución, con un incremento a sus ingresos salariales, conforme 

a un porcentaje aplicado al salario base de acuerdo con la siguiente tabla. Este 
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beneficio monetario se iniciará a partir de un año un día, a partir de la vigencia del 

presente pacto.   

 

 

En atención a que la mejora de condiciones económicas es una pretensión 

uniforme del SNTSG para beneficiar a los trabajadores mencionados, se 

acuerda la tabla anterior, la cual también contribuye a ordenar el régimen 

escalafonario del MSPAS. 

 

El derecho de bono por antigüedad real será por los años de servicio 

acumulados aunque éstos no sean continuos, para aquellos trabajadores 

que son despedidos en forma injustificada y que, en virtud de resolución 

administrativa o judicial, regresan a laborar al MSPAS. (…) 3. VIÁTICOS El 

MSPAS se compromete a hacer efectivo los viáticos, de conformidad con el 

pacto colectivo, antes que los trabajadores salga a cumplir con su trabajo, 

debiendo los responsables administrativos garantizar sin obstáculos la 

entrega de los mismo. Se conviene que para la autorización de gastos de 

viáticos se entenderá como lugar permanente de sus labores, el centro o 

lugar de trabajo en el que el trabajador preste sus servicios debiéndose 

observar las siguientes disposiciones. “REGLAMENTO DE GASTOS DE 
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VIÁTICOS DEL MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA Y ASISTENCIA 

SOCIAL” (…)» no se copia textualmente el reglamento mencionado por su 

extensión, empero el contenido del mismo se puede encontrar dentro de 

«Anexo 1» y también se objeta la totalidad de dicho reglamento, contenido 

dentro del artículo 43. 

  

 

 

 

Normas Constitucionales: 

 

Artículo 102 inciso ñ: «Derechos sociales mínimos de la legislación del trabajo. 

Son derechos sociales mínimos que fundamentan la legislación del trabajo y la 

actividad de los tribunales y autoridades: (…) ñ. Fijación de las normas de 

cumplimiento obligatorio para empleadores y trabajadores en los contratos 

individuales y colectivos de trabajo. Empleadores y trabajadores procurarán el 

desarrollo económico de la empresa para beneficio común; (…)» (Lo 

resaltado y subrayado es propio del investigador).  

 

Artículo 44: «Derechos Inherentes a la persona humana. Los derechos y garantías 

que otorga la Constitución no excluyen otros que, aunque no figuren 

expresamente en ella son inherentes a la persona humana. El interés social 

prevalece sobre el interés particular. Serán nulas ipso jure las leyes y las 

disposiciones gubernativas o de cualquier otro orden que disminuyan, 

restrinjan o tergiversen los derechos que la Constitución garantiza.» (Lo 

resaltado y subrayado es propio del investigador). 

 

 

 

Análisis confrontativo: 
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La Norma constitucional contenida en el artículo 102 inciso ñ, en su parte 

conducente, tal como lo resaltó y subrayó el investigador, se encuentra un 

precepto muy importante que dejó plasmado el constituyente, el cual consiste en 

que los empleadores y los trabajadores deben en cualquier circunstancia procurar 

el desarrollo económico de su establecimiento. 

 

En el presente caso concreto, debe entenderse que el empleador es el Estado de 

Guatemala, a través del MSPAS y los trabajadores, que se ven representados por 

el SNTSG; el establecimiento, es la institución estatal denominada como MSPAS, 

la cual tiene como fin realizar todas las acciones de protección, promoción, 

recuperación y rehabilitación de la salud física y mental de los habitantes del país, 

entre otros, tal como lo establece el artículo 39 de la Ley orgánica del organismo 

ejecutivo.134 

 

Todo lo anterior, debe de realizarse para beneficio común de ambas partes, este 

apartado debe de comprenderse junto con la parte conducente del artículo 44 

constitucional, que hace referencia a que el interés social prevalece sobre el 

interés particular, debido a que por ser el Estado de Guatemala el empleador, es 

él quien se ve afectado al tener que cumplir con obligaciones provenientes del 

Pacto colectivo de condiciones de trabajo celebrado entre los representantes del 

MSPAS y el SNTSG.  

 

En consecuencia de lo expresado en el párrafo anterior, es que el presupuesto 

general de egresos del Estado se ve afectado por el cumplimiento de beneficios 

económicos contemplados en la norma objetada, beneficios que son 

económicamente insostenibles a largo plazo, tal como se expuso y probo en los 

apartados 4.3.1, 4.3.2., 4.3.3. y 4.3.4 de este capítulo, y que dichos beneficios no 

contaron con un dictamen favorable de la Dirección técnica del presupuesto que 

justificará que se contaba con la disponibilidad financiera del Estado para cubrir 

con ese tipo de beneficios, así como también, que los viáticos se debían de 

                                                      
134 Cfr. Congreso de la República de Guatemala. Ley orgánica del organismo ejecutivo. Decreto 114-97   
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calcular en base al acuerdo gubernativo 397-98 y el bono de antigüedad ya se 

encontraba regulado por el acuerdo gubernativo 838-92, mismo que establece en 

su artículo 5 que no se puede pagar dos bonos por antigüedad, y al ser dicha 

norma de mayor jerarquía que el pacto, hace improcedente los pagos realizados 

en concepto del beneficio otorgado por la ley profesional.  

 

Es decir, que la norma objetada violenta de forma notoria, primero el desarrollo 

económico del ministerio a corto y lago plazo y segundo, el interés social, el cual 

es brindar un servicio eficaz y eficiente de los servicios de salud para la población 

Guatemalteca, lo cual, tal como se ha venido exponiendo en el presente capítulo 

es complicado, al tener que utilizar recursos económicos para cumplir obligaciones 

provenientes de la norma objetada y su contenido, pudiéndose dirigir estos para 

cubrir necesidades y urgencias del sistema de salud, prevaleciendo así el interés 

particular (en este caso entiéndase los beneficios para los trabajadores del 

MSPAS) sobre el interés social, el cual consiste en mejorar el sistema de salud 

público, el cual debe de prevalecer para la sociedad Guatemalteca.  

 

Dentro de este análisis confrontantivo, debe de tomarse en cuenta además, que la 

norma objetada y el reglamento incorporado en dicha norma tergiversan los 

derechos otorgados por la CPRG, puesto que, al reglamentar la CPRG dentro de 

su artículo 106, que los derechos de los trabajadores son susceptibles de ser 

superados a través de la contratación colectiva135, no quiere decir que los mismos 

no tengan ninguna limitación, pues al no haber limitaciones se pueden provocar 

daños irreparables para las partes y en este caso concreto para el Estado de 

Guatemala, el interés social y general. Las limitaciones para la negociación 

colectiva son las expuestas por el investigador en el primer capítulo, en el 

apartado 1.6 de la presente investigación, y tomando además en cuenta, el 

principio que inspira al Derecho del trabajo, el de realidad económica de las 

partes, siendo para el caso concreto, la situación económica por la que ha venido 

                                                      
135 Cfr. Asamblea Nacional Constituyente. Constitución Política de la República de Guatemala. 
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atravesando el MSPAS y el país, al no poder satisfacer adecuadamente las 

necesidades del sistema de salud nacional. 

 

En conclusión, tal como se ha expuesto por el investigador a lo largo del presente 

capítulo, y teniendo como pruebas los hallazgos realizados por parte de la CGC y 

del análisis de los resultados obtenidos, a través de los instrumentos utilizados, se 

puede determinar dentro del presente análisis confrontativo que la norma objetada 

en sus partes conducentes y reglamento incorporado en la misma, violenta los 

artículos 102 inciso ñ y 44 de la CPRG, por lo que es susceptible de ser atacada 

de inconstitucionalidad, por lo que en el siguiente apartado se determinará qué 

tipo de inconstitucionalidad se puede plantear y quién tendría legitimación activa 

para promoverla.  

 

4.3.6. Qué tipo de inconstitucionalidad se plantea y legitimación activa para 

promoverla: 

 

El fin del presente apartado es determinar, luego de haber respondido la pregunta 

de investigación y haber alcanzado el objetivo general, determinar cuál es tipo de 

inconstitucionalidad que se debería de plantear en contra del Pacto Colectivo de 

Condiciones de Trabajo del MSPAS, a efecto de invalidar su artículo 43 por 

carecer de vicio de inconstitucionalidad. 

 

Según el criterio del investigador, al comenzar analizando los artículos 266 y 267 

de la CPRG y la doctrina encontrada en los capítulos primero y segundo, pudo 

encontrar que el artículo que contempla la mejor viabilidad de interponer una 

inconstitucionalidad en contra de la norma analizada, es el artículo 267, el cual 

regula lo siguiente: «Las acciones en contra de leyes, reglamentos o disposiciones 

de carácter general que contengan vicio parcial o total de inconstitucionalidad, se 

plantearán directamente ante el Tribunal o Corte de Constitucionalidad.»136, (lo 

                                                      
136 Ibid. Decreto número 1-86 
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resaltado y subrayado es propio) artículo que regula lo concerniente a la 

inconstitucionalidad general, lo anterior, en base al siguiente análisis jurídico: 

 

Cabe recordar que un pacto colectivo es una ley profesional, tal como lo establece 

el CT en su artículo 49, el cual citado literalmente expresa lo siguiente: «Pacto 

colectivo de condiciones de trabajo es el que se celebra entre uno o varios 

sindicatos de trabajadores y uno o varios patronos, o uno o varios sindicatos de 

patronos, con el objeto de reglamentar condiciones en que el trabajo debe 

prestarse y las demás materias relativas a éste. El pacto colectivo de condiciones 

de trabajo tiene carácter de ley profesional (el resaltado es propio) y a sus 

normas deben adaptarse todos los contratos individuales o colectivos existentes o 

que luego se realicen en las empresas, industrias o regiones que afecte (…)»137  

(Lo subrayado es propio), y que en este caso, el pacto colectivo de condiciones de 

trabajo suscrito entre el MSPAS y el SNTSG, además, de ser una ley profesional, 

se puede considerar de carácter general, puesto que, el mismo afecta al 

presupuesto general del Estado y sus alcances afectan a la generalidad.  

 

No siendo lo anterior suficiente, cabe recordar que en el primer capítulo de la 

presente investigación, se hizo mención del criterio sostenido por parte de la Corte 

de Constitucionalidad, dentro de los expedientes números 2650-2007, 426-2007, 

3224-2007, los cuales expresan que:  «Los pactos colectivos de condiciones de 

trabajo forman parte del derecho objetivo, son fuente formal y autónoma del 

Derecho del Trabajo, porque las normas respectivas son creadas por la autonomía 

de las partes colectivas, sobre la base de la autorización del Estado que por ley 

les concede eficacia general. Es por ello que las cláusulas normativas de un pacto 

colectivo constituyen ley en sentido material (norma jurídica de alcance general), 

lo que significa que rigen los contratos individuales igual que las normas legales 

(forzosas o de derecho necesario). Por lo tanto, integran el orden público laboral y 

forman parte del marco normativo cambiante…». 

 

                                                      
137 Cfr. Congreso de la República de Guatemala. Código de trabajo, Decreto número 1441 y sus reformas  
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Lo anterior sustenta el criterio del investigador, que se podría atacar por 

inconstitucionalidad general el pacto colectivo de condiciones de trabajo del 

MSPAS, esto en atención, además por el criterio sostenido por parte de la Corte 

de constitucionalidad en los expediente números 2942-2010, 2991-2016 y 1944-

2016, los cuales expresan lo siguiente:  

 

«Esta Corte en cuanto a la posibilidad de impugnar por vía de la 

inconstitucionalidad los pactos colectivos de condiciones de trabajo, ha 

pesar de haber sostenido la tesis en la que sustenta que: “…Se le 

denomina ley profesional porque tiene fuerza obligatoria para las partes que 

lo han suscrito y para todas las personas que en el momento de entrar en 

vigor, trabajen en la empresa o lugar de trabajo, en lo que les fuere 

favorable…. Es decir, no se trata de una ley ordinaria por no haber sufrido 

el procedimiento formal de creación, no es un reglamento por no ser emitido 

por los órganos públicos que de acuerdo a la Constitución tienen potestad 

reglamentaria, y no son disposiciones de carácter general porque no van 

dirigidos a un número indeterminado de personas, sino a partes 

determinadas como consecuencia de un acuerdo negociado”; en el 

presente caso se entrará a conocer, pues a pesar de lo antes expuesto, los 

pactos de condiciones de trabajo de las instituciones del sector público, 

(…), por su naturaleza pueden llegar a tener incidencia más allá de las 

propias relaciones laborales de las partes que los suscriben, y sus efectos 

pueden llegar a repercutir en la población en general a quienes van 

dirigidos estos servicios básicos de administración.»138 (Lo subrayado es 

propio). 

 

En ambos criterios asentados por la corte de constitucionalidad, parecen 

contradictorios, sin embargo, en ambos casos, la corte abre claramente la 

vía para atacar de inconstitucionalidad general a un pacto colectivo de 

condiciones de trabajo de una institución del estado. En el presente caso, al 

                                                      
138 Sistema de consultas de jurisprudencia constitucional, corte de constitucionalidad de la República de 
Guatemala.  http://200.35.179.203/sjc/frmSjc.aspx (consulta: 22 de noviembre de 2017)  

http://200.35.179.203/sjc/frmSjc.aspx
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haber determinado, dentro del análisis realizado en los apartados 

anteriores, que el artículo 43 del pacto colectivo del MSPAS no respeta lo 

preceptuado en los artículo 102 inciso ñ y 44 de la CPRG, es que se 

procedería únicamente en contra de ese artículo, en ese sentido la 

modalidad exacta sería una Inconstitucionalidad General Parcial, en contra 

del artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de trabajo del MSPAS.  

 

Habiendo dilucidado en la vía en que se podría interponer la 

inconstitucionalidad del artículo 43 del pacto colectivo de condiciones de 

trabajo del MSPAS, el investigador procede a indicar quién tendría la 

legitimación activa para promover dicho proceso constitucional.  

 

En base en el artículo 134 de LAEPC, que establece quienes tendrán 

legitimación para plantear inconstitucionalidad de carácter general, el 

criterio del investigador, es que la persona más idónea para presentar este 

tipo de inconstitucionalidad en contra de la norma analizada, y por haber 

relación con intereses generales que afectan no solo al MSPAS, sino 

también, a la población guatemalteca, debería ser el Procurador General de 

la Nación, que por ejercer la representación del Estado puede defender los 

intereses del mismo. 

 

Al haberse determinado mediante los análisis realizados, que los pagos por 

bonos y viáticos iban en menoscabo de la economía y recursos del Estado, 

es viable que sea el Procurador General de la Nación quien promueva la 

inconstitucionalidad general parcial del artículo 43 del Pacto Colectivo de 

condiciones de trabajo del MSPAS, con el fin de que haga valer lo regulado 

en el artículo 44 de la CPRG en su parte conducente «El interés social 

prevalece sobre el interés particular. Serán nulas ipso jure las leyes y 

las disposiciones gubernativas o de cualquier otro orden que 
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disminuyan, restrinjan o tergiversen los derechos que la constitución 

garantiza.»139. 

 

 Lo anterior, en base a que se tergiverso la susceptibilidad de siempre 

mejorarse los derechos de los trabajadores, a través de la negociación 

colectiva, al pactarse bonificaciones sin el respaldo financiero y legal, que 

indicará el impacto económico y a largo plazo para el ministerio, 

determinando si los mismos eran sostenibles y se podían cumplir. Y al 

haber violentado la parte empleadora y trabajadora, el desarrollo económico 

de dicha institución, es pertinente que un representante del Estado haga 

valer el orden constitucional mediante la interposición de esta garantía 

constitucional, a efecto se cumpla con lo establecido en los artículos 102 

inciso ñ y 44 de la CPRG. 

 

Por último, en atención al artículo 140 de la LAEPC, que en caso sea 

declarada con lugar la inconstitucionalidad general parcial, el efecto de la 

misma sería que quedaría sin vigencia el artículo 43, específicamente los 

bonos por antigüedad y antigüedad real, los cuales son insostenibles a 

largo plazo, así como también, el reglamento de viáticos inmerso en el 

mismo, obligando a las partes negociantes a pactar nuevamente los 

beneficios, pero esta vez, observando las normas aplicables y en atención a 

las posibilidades económicas del ministerio y de la realidad del Estado de 

Guatemala.   

 

 

 

 

 

 

 

                                                      
139 Ibid. CPRG. Artículo 44  
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Conclusiones 

 

 

1. El pacto colectivo, la negociación colectiva, la naturaleza de ambas, así como, 

sus fines y limitaciones, teniendo en cuenta las partes que intervienen en ellas 

son elementos imprescindibles a ser considerados al momento de negociarse 

pactos colectivos de alguna institución del Estado, a efecto que los mismos no 

tergiversen los derechos laborales susceptibles de ser superados y no 

compliquen que el Estado cumpla con sus fines contemplados en la CPRG. 

 

2. Se estableció con criterios de la Corte de Constitucionalidad y algunos 

doctrinarios que un pacto colectivo de condiciones de trabajo, es ley 

profesional y que la misma tiene características de ser aplicables para la 

generalidad, en especial en los casos de los pactos colectivos negociados en 

las instituciones públicas del Estado, pues el Estado no se desliga de su 

calidad soberana cuando actúa como patrono y en consecuencia de ellos, se 

debe de tener en cuenta dicha calidad a efecto de no afectar el bien común y/o 

el interés general. 

 

3. Se expuso las nociones generales del pacto colectivo de condiciones de 

trabajo del MSPAS, a efecto de conocer el contenido del mismo, de forma 

general y poder conocer de forma clara en qué consistía el mismo. Así mismo, 

se expuso de forma general y simple el contenido íntegro de su artículo 43, el 

cual de su análisis, deriva en compromisos presupuestarios en conflicto con 

normas generando conflicto normativo, interpretativo, financiero, contable u 

auditable. 

 
4. Que mediante la obtención de información proporcionada por parte del 

MSPAS, se pudo mostrar los puntos, que, a criterio del investigador, eran más 

importantes conocer del pacto colectivo de condiciones de trabajo, a efecto de 

que posteriormente se lograra el análisis exhaustivo del pacto y en especial de 

su artículo 43 y tener claras las consecuencias del mismo, en específico, a lo 
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que se refiere los bonos por antigüedad y antigüedad real, así como también el 

reglamento de viáticos inmerso en el mismo. 

 

5. Se estableció de manera clara cuál es el fin del Estado y en que consiste el 

bien común, concluyendo que el bien común público es uno de los fines más 

importantes del Estado y que el bien común consiste en el bienestar general de 

la población adscrita al pacto social de lograr el desarrollo integro de cada uno 

de sus miembros.  

 
6. Se estableció qué es el presupuesto y cuál es su uso, principalmente el del 

Estado y con ello se prueba, en base al análisis realizado, claramente que los 

beneficios pactados en el artículo 43 del Pacto Colectivo de condiciones de 

Trabajo del MSPAS, van en menoscabo de los recursos del Estado y del uso 

correcto y responsable que se le debe dar a su presupuesto, en ese sentido, 

dichos beneficios son, a largo plazo, insostenibles para su cumplimiento por 

parte del Estado de Guatemala y del MSPAS. 

 
7.  Se logró, exitosamente, realizar el análisis al artículo número 43 del Pacto 

colectivo de condiciones de trabajo del MSPAS, a efecto de conocer en qué 

medida el mismo respetaba lo contenido en los artículos 102 inciso ñ y 44 de la 

CPRG, lo anterior, con el apoyo del análisis de las interpretaciones obtenidas 

en los resultados de las entrevistas realizadas a los profesionales, junto con las 

auditorías realizadas por la CGC, en los años 2014 y 2015 y los documentos 

que integran los “anexos 2”. 

 

 

8. Se determinó, que la vía idónea para atacar el artículo 43 del pacto colectivo 

relacionado, es la inconstitucionalidad general parcial, tendiendo como 

legitimidad activa para promoverla, el Procurador General de la Nación, por ser 

el representante del Estado y facultado para defender el interés general de 

población, el cual sería hacer más eficiente el sistema de salud, a través de la 

optimización de recursos y el adecuado uso de los mismos. 
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9. Que habiendo realizado el análisis mencionado en la conclusión anterior, se 

logró determinar y concluir que el artículo 43 del Pacto colectivo de condiciones 

de trabajo del MSPAS, respeta en muy poca medida los artículos 102 inciso ñ y 

44, en especial lo concerniente a los bonos por antigüedad y antigüedad real, 

junto con el reglamento de viáticos inmerso en el mismo, debido a que no se 

contó con dictámenes legales, financieros y técnicos por parte de la entidad 

correspondiente, a efecto de determinar si los mismos no afectaban el 

desarrollo económico del ministerio, por no ser sostenibles dichos beneficios a 

largo plazo y en consecuencia afectarían el interés general de la población, el 

cual, en este caso, es prestar un servicio eficiente, eficaz y óptimo en el 

sistema de salud a los usuarios. 
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Recomendaciones 

 

1. Al Congreso de la República de Guatemala, se recomienda, con base a su 

función legislativa, que se legisle y aclare, en qué consiste la negociación 

colectiva y los pactos colectivos, que se llevan a cabo con grupos sindicales 

integrados por funcionarios y trabajadores públicos, a efecto de determinar sus 

características y limitaciones. La presente recomendación se realiza debido a 

que, hay poco control por parte de las instituciones del Estado, al celebrar 

pactos colectivos, pues dentro de los mismos s dan beneficios económicos que 

no van acorde a la realidad nacional. 

 

2. Al Organismo ejecutivo y Ministerio de Finanzas Públicas, se les recomienda 

que determinen las políticas económicas, principios básicos, lineamientos y 

limitaciones que deban de seguir las instituciones del Estado, al momento de 

negociar pactos colectivos con trabajadores que sean funcionarios y 

empleados públicos, a efecto de que dichos pactos no vayan en menoscabo de 

los recursos del Estado y que los mismos no tergiversen los derechos laborales 

que son susceptibles de ser mejorados. 

 
3. A las Autoridades del Estado, que representen al patrono dentro de la 

negociación colectiva, y Sindicatos que representen a trabajadores del Estado, 

en base a la buena fe que deben guardar las partes, se les recomienda no 

negociar beneficios económicos que no cuenten con dictámenes técnicos, 

jurídicos y financieros que determinen los efectos a corto, mediano y largo 

plazo de los beneficios pretendidos, a efecto de evitar injerencias de parte del 

Estado, declaratorias de lesividad de los pactos, conflictos colectivos y juicios 

ordinarios. 

 
 

4. Al MSPAS, se le recomienda que ponga a disposición, dentro de su página 

web, toda la información relacionada a la negociación colectiva y pacto 

colectivo vigente, a efecto de cumplir con la publicidad de dicha información, y 
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que todo guatemalteco pueda tener conocimiento de todos los actos 

efectuados por las partes. 

 

5. Se recomienda al Estado de Guatemala, que en caso que por medio de su 

representante, desee iniciar una acción de inconstitucionalidad General Parcial 

en contra del artículo 43 del Pacto colectivo de condiciones de trabajo del 

MSPAS, o por algunos otros artículos, es ideal y necesario que tenga plena 

observancia de las decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del 

Consejo de Administración de la OIT que establece, las siguientes 

recomendaciones: 

 
Que deben adoptarse las medidas adecuadas a la realidad nacional, y al 

efecto, el estado debe de estimular y fomentar el pleno desarrollo y la 

utilización de los medios conciliatorios de la negociación colectiva, a efecto que 

las autoridades públicas competentes y organización de empleados públicos 

discutan sobre las condiciones de trabajo.140 

 

Además, dicho comité recomienda, que en lugar de conferir a las autoridades 

públicas poderes de injerencia (en este caso inconstitucionalidad) que les 

permita hacer prevalecer su punto de vista, lo más recomendable sería, tratar 

de convencer a las partes implicadas en la negociación que por su propia 

voluntad deben de tener en cuenta las razones de las políticas económicas y 

sociales de interés general que el gobierno mencione.141     

 

 

 

 

 

 

                                                      
140 OIT. La libertad sindical: recopilación de decisiones y principios del Comité de libertad sindical del Consejo 
de Administración de la OIT. Quinta edición. Ginebra, Suiza. Cina internacional del trabajo, 2006, pág. 191   
141  Ibid. Pág. 199. 



 137 

 

 

Listado de referencias: 

Referencias bibliográficas:  

1. Albiol Montesinos, Ignacio y otros. Lecciones de Derecho del trabajo, 

Valencia España, Editorial Tirant lo Blanch libros, 1987. 

2. Barrios Puga, Marta. Derechos y obligaciones del trabajador, Madrid 

España, Ediciones Pirámide, 1998. 

3. Cabanellas, Guillermo, Diccionario jurídico elemental, undécima edición, 

editorial Heliasta S.R.L., 1993. 

4. Canessa Montejo, Miguel F. Manual de Derecho del trabajo, Guatemala, 

Instituto de investigaciones jurídicas, segunda edición. 2014. 

5. Castillo González, Jorge Mario. Recurso de amparo. Guatemala. 

Impresiones Gráficas. 2014. 

6. Chicas Hernández, Raúl Antonio. Introducción al Derecho procesal del 

trabajo, novena edición, Guatemala, Litografía Orión, 2009. 

7. Del Buen L. Néstor. Derecho del trabajo. Décimo sexta edición. México, 

Editorial Porrúa. 2002. 

8. De León Carpio, Ramiro. Catecismo constitucional. Guatemala, Procurador 

de los derechos humanos, 2016. 

9. Franco López, Cesar Candelino. Derecho sustantivo colectivo del trabajo, 

2da edición, Guatemala, editorial Estudiantil Fenix, 2005. 

10. Huerta Barrera, Teresita Rendón y otros. Opues magna constitucional, 

Guatemala. Corte de constitucionalidad, tomo IX, 2014. 

11. Izaguirre Navarro, Honnell Osberto. Compendio de Derecho del trabajo de 

Guatemala. Segunda edición, Guatemala, Instituto de Investigaciones 

Jurídicas, 2013. 

12. Juarez Jonapa, Francisco Javier. Teoría general del Estado. México, Red 

Tercer Milenio, 2012. 



 138 

13. OIT. La libertad sindical: recopilación de decisiones y principios del Comité 

de libertad sindical del Consejo de Administración de la OIT. Quinta Edición. 

Ginebra, Suiza. Cina internacional del trabajo, 2006. 

14. Peña Gonzales, Edilberto. Principios e instituciones presupuestales en 

Colombia. Colombia, Editorial Red Revista Estudios Socio-jurídicos, 2009. 

15. Pereira Orozco, Alberto. Marcelo Pablo E. Richter. Derecho constitucional, 

Generación Perdida. 8ª edición, Guatemala, Ediciones Pereira, 2013. 

16. Porrúa Pérez, Francisco. Teoría del Estado. Vigésima primera edición. 

México, editorial Porrúa, S.A., 1987. 

17. Puentes Gonzales, German. El presupuesto en el marco de la planeación 

financiera: conceptos, doctrina y jurisprudencia. Colombia. Editorial 

Universidad del Rosario, 2013. 

18. Rial Nohemí. Otros. La negociación colectiva en el sector público. 

Argentina. Oficina Internacional de Trabajo. 2013. Primera edición. 

19. Romero Romero, Enrique. Presupuesto público y contabilidad 

gubernamental. 5ª edición. Colombia. Ecoe Ediciones, 2013. 

20. Sáenz Juárez, Luis Felipe. La inconstitucionalidad de leyes en caso 

concreto en Guatemala, México, biblioteca jurídica virtual del Instituto de 

Investigación jurídicas de la UNAM. 

21. Salguero Salvador, Geovani, El Control de constitucionalidad de las normas 

jurídicas, Guatemala, publicación de la Corte de constitucionalidad, 2010. 

22. Sierra, José Arturo. Derecho constitucional guatemalteco. Guatemala, Corte 

de constitucionalidad Piedra Santa, 2000. 

23. Universidad de La Habana. Derecho financiero. En selección de guías de 

estudio: Derecho. Cuba, Editorial Universitaria, 2011. 

24. Valverde, Antonio Martín. Joaquín García Murcía. Tratado práctico de 

Derecho del trabajo, volumen I, España, Editorial Avanzadi, S.A., 2008. 

 

Referencias normativas: 

1. Asamblea Nacional Constituyente. Constitución Política de la República de 

Guatemala. y sus reformas. 



 139 

2. Asamblea Nacional Constituyente. Ley de amparo, exhibición personal y 

constitucionalidad. Decreto número 1-86. 

3. Congreso de la República de Guatemala. Código de salud. Decreto 90-97 y 

sus reformas. 

4. Congreso de la República de Guatemala. Código de trabajo, Decreto 

número 1441 y sus reformas. 

5. Congreso de la República de Guatemala, Ley de sindicalización y 

regulación de la huelga de los trabajadores del Estado, Decreto número 71-

86. 

6. Congreso de la República de Guatemala. Ley orgánica del organismo 

ejecutivo. Decreto 114-97 . 

7. El Congreso de la República de Guatemala. Ley orgánica del presupuesto. 

Decreto 101-97. 

8. Federal Public Sector Labour Relations Act. 

9. Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y Sindicato Nacional de 

Trabajadores de Salud de Guatemala. Pacto colectivo de condiciones de 

trabajo del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social. 

10. Ministerio de Trabajo y Previsión Social. Reglamento para el trámite de 

negociación, homologación y denuncia del pacto colectivo de condiciones 

de trabajo de empresa o centro de producción. Acuerdo Gubernativo 221-

94. 

11. Organización Internacional del Trabajo. Convenio 154 sobre la negociación 

colectiva, emitida en 1981. 

12. Loi n° 83-634 du 13 juillet 1983 portant droits et obligations des 

fonctionnaires. Loi dite loi Le Pors. 

13. The Federal Service Labor, Management Relations Statute. 

 

Referencias electrónicas:  

1. Casaubon, Javier Ramón. Pontifica Universidad Católica Argentina. “El bien 

común”. Argentina, 2014. Disponible en: 



 140 

http://bibliotecadigital.uca.edu.ar/repositorio/ponencias/bien-comun-

casaubon.pdf (Fecha de consulta: 22 de noviembre de 2017). 

2. Contraloría General de Cuentas. Informe de auditoría del MSPAS, 

correspondiente al 1 de enero al 31 de diciembre del año 2014. 

http://www.contraloria.gob.gt/imagenes/i_docs/i_inf_DAG_CENTRAL014/ar

chivos/Central/TOMO_VIII.pdf (fecha de consulta: 22 de Nov. de 17). 

3. Contraloría General de Cuentas. informe de auditoría del MSPAS, 

correspondiente al 1 de enero al 31 de diciembre del año 2015. 

http://www.contraloria.gob.gt/imagenes/i_docs/informes%20de%20auditoria

%202015/DAG_gobierno_central_2015/archivos/Central/TOMO_IX.pdf (22 

de nov. de 17). 

4. Gómez, F. “El fin del Estado. En teoría del Estado”. [en línea]. Espacio de 

formación multimodal, e-uaem. Págs. 361. México. Disponible en: 

http://metabase.uaem.mx/bitstream/handle/123456789/1065/267.pdf?seque

nce=1 (Fecha de consulta: 22 de noviembre de 2017) 

5. Ministerio de salud pública y asistencia social. 

http://www.mspas.gob.gt/index.php/transparencia/acuerdos-ministeriales 

(22 de noviembre de 2017) 

6. Sicre Gilabert, Fernando. La negociación Colectiva: el convenio colectivo y 

demás acuerdos colectivos. El convenio colectivo de empresa y el 

descuelgue: remedios ante la debilidad del modelo laboral español. España. 

http://www.graduadosocialcadiz.net/blog/wp-content/uploads/2016/10/Libro-

5-ERE-la-negociacion-colectiva.pdf. Fecha de consulta: 22 de noviembre de 

2017. 

7. Sistema de consultas de jurisprudencia constitucional, corte de 

constitucionalidad de la República de Guatemala.  

http://200.35.179.203/sjc/frmSjc.aspx (consulta: 22 de noviembre de 2017) 

 

Otras Referencias: 

1. Bran Coyoy, Silvia Lucrecia. Análisis de la acción de inconstitucionalidad 

contra la ley de femicidio y otras formas de violencia contra la mujer. 

http://200.35.179.203/sjc/frmSjc.aspx


 141 

Guatemala, 2014, Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad Rafael 

Landívar. 

2. Cardona Vásquez, Brenda. Análisis jurídico del nombramiento de juez de 

asuntos municipales realizado por el consejo municipal desde la 

perspectiva del Derecho constitucional guatemalteco. 2009, Facultad de 

Ciencias jurídicas y Sociales, Universidad de San Carlos de Guatemala. 

3. Larios Soto, Mayra Gricelda. Análisis jurídico del pacto colectivo de 

condiciones de trabajo del Comité Nacional de Alfabetización –CONAFAL- y 

su inconstitucionalidad. Guatemala, 2011, Ciencias Jurídicas y Sociales, 

Universidad San Carlos de Guatemala. 

4. Roqueta Buj, Remedios. “La Negociación colectiva en la función pública”. 

Revista andaluz de trabajo y bienestar social. Número 76. España. 2004. 

5. Sempere Navarro, Antonio V.; Lucan Alcazar, José. “Representatividad 

negociadora y ámbito de los convenios colectivos”. Revista del ministerio de 

trabajo y asuntos sociales. Número 68, España. 2007. Edita el Ministerio de 

Trabajo y asuntos sociales, subdirección General de Información 

Administrativa y Publicaciones. 

 

 

 

 

 

 

 




















































































	Portada, listado de abreviaturas, resumen ejecutivo, índice(1).pdf
	Listado de abreviaturas
	Resumen ejecutivo de tesis:

	Tesis en General final.pdf
	Introducción
	Capítulo 1.
	CAPÍTULO 2.
	CAPÍTULO 3.
	CAPÍTULO 4.
	4.2.1. Primer Factor:
	4.2.2 Segundo Factor:
	Listado de referencias:


